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el derecho posterior nacido de los ¡adelantos y de la comuni- 
dad de ellas mismas, en numerosos detalles. 

La sociabilidad es inherente á los Estados por la razón ya 
dicha. No pueden permanecer aislados. 

El cambio de productos, por otra parte, hace imperiosas ó 
indispensables las relaciones expresadas. Los productos de cada 
suelo son diversos y varían según el clima y muchas otras con • 
diciones que en ello influyen. Deben, pues, los países comer- 
ciar ya para vender los productos abundantes de su territorio, 
ya para adquirir en otros mercados los artículos que son nece- 
sarios para la vida de sus habitantes respectivos. 

Los inventos industriales, las obras del ingenio, etc., necesitan 
ser conocidas en todos los países, porque, más que bien de un 
individuo ó de un país, son en el hecho patrimonio de la hu- 
manidad. 

De todo lo cual se deduce que las naciones son dependientes 
las unas de las otras en esta comunidad universal que no ab- 
sorbe, sin embargo, la personalidad de cada uno de sus compo- 
nentes. Las naciones dependen unas de otras; los Estados son 
independientes entre sí; hermosos principios que regula y armo- 
niza el Derecho Internacional. 

Tiene, pues, esta ciencia su fundamento en la ley inmutable 
de justicia; y la experiencia contribuye á su formación defini- 
tiva con una serie de principios que la completan y le dan un 
carácter propio. 

Imperio del Derecho Internacional 

15. Objeto de variadas discusiones ha sido la relativa á de- 
terminar á qué países obliga el Derecho Internacional; ó más 
exactamente, cuál es el imperio de aplicación de los principios 
de esta ciencia. 

Ha merecido la aprobación uniforme de los tratadistas el 
aserto de que las reglas del Derecho han menester, para su fun- 
cionamiento, de que los Estados á que se apliquen tengan un 
grado análogo de civilización, unas mismas costumbres, un 
mismo criterio general de apreciar los problemas, cierta seme- 
janza en las instituciones jurídicas, un mismo ambiente social. 
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presas marítimas nos ofrecen otro ejemplo cíe Tríbuiiales in- 
ternacionales. 

21. En lo que respecta á la tercera objeción, que puede for- 
mularse también diciendo que no puede tener existencia un 
Derecho para cuyo reconocimiento es indispensable una guerra, 
dice el barón de Neumann: 

cObjetar que el Derecho Internacional sólo puede hacerse 
respetar por la violencia ó la guerra, es olvidar que constante- 
mente se le reconoce en el estado habitual y normal, que es la 
paz, y que la guerra misma no es otra cosa que un recurso 
supremo después de agotados los medios pacíficos. Sí, la guerra 
es violencia; pero la violencia no siempre es injusticia; sólo lo 
es cuando sirve á la injusticia, á menos que se quiera tachar 
también de iniquidad la ejecución forzosa de las sentencias. 
Pero, afiaden nuestros contradictores, ¿no puede sucumbir en 
la guerra la más justa de las causas? Ciertamente, aunque es 
más raro de lo que se cree. 

cLos pueblos, los Estados que han desaparecido del mapa del 
mundo, llevaban casi siempre en su propio seno el germen de 
su ruina; estaban interiormente muertos, aun antes de haber 
recibido el choque decisivo de algún poderoso vecino. ¿No se 
ha visto muchas veces á pueblos pequeños, moralmente vaUen- 
tes, vencer en sus luchas contra pueblos grandes? Y si una vez 
concluida la paz debe obedecerse, cualquiera que sea, el tratado 
que la estípula ¿no pasa lo mismo con la sentencia del juez, 
regular en la forma y quizá injusta en el fondo? La historia 
del mundo es el Tribunal del mundo. Es sin duda imperfecto 
este procedimiento de las naciones para solucionar sus conflic- 
tos, consistente en la guerra; pero ¿no lo fueron también en 
algún día nuestros procedimientos civiles y penales? (1)» 

22. En resumen, las objeciones que se hacen contra la exis- 
tencia del Derecho Internacional no resisten un atento exa- 
men. No porque no haya un cuerpo de leyes, que, por lo 
demás, mucho se ha adelantado en los últimos tiempos en la 
codificación de las leyes internacionales; no porque no haya 

(1) Neumann, Derecho Internacional Público, pág. 20. 



Santo Tomáa de AquÍDo eclió las basee justas del Derecho 
de la Guerra. La guerra es lícita cuando se hace por defender 
la República y la ordena el que ee eocueatra al frente de ella 
y por el bien general. No todo puede ser licito contra el ene- 
migo, pues qa« la guerra no es un estado contra naturaleza y 
sin ley. 

Francisco Vittoria (1480-1546), dominicano, profesor de 
Salamanca, escribió las Pr(etectioHe$ thelogiea en las que 
examina si los españoles tenían títulos l^tímos para combatir 
á los bárbaros de las Indias y en la que discute las siguientes 
cuestiones: «Si corresponde á los cristianos el derecho de hacer 
la guerra. ¿Por quién debe declararse ésta? ¿Qué razones pueden 
justificarla? ¿Qué derechos se tienen sobre el enemigo?» 

Domingo Soto (1494-1560), religioso, nombrado arbitro entre 
los colonos españoles y Las Casas, protector de indígenas. En 
su obra de JmtUia el Jure discute los derechos que podían 
tener los portugueses para comprar esclavos en ]& costa de 
Guinea. 

Francisco Suárez (1548-1617), jesuíta, en su tratado de L^ 
buB ef de Deo legiiUUore, fué el primero que, reconociendo la 
autoridad del Derecho Consuetudinario, lo distinguió del llamado 
Derecho Natural. 

Baltasar de Ayala (1548-1584), en su tratado de Jure el Offi- 
ciis B^i, discute el derecho de represalias, los tratados, etc. 

Alberico Gentile (1551-1608), abogado de España ante loa 
Tribunales de Presas, escribió varias obras y es considerado por 
muchos como el verdadero fundador de la ciencia moderna del 
Derecho. 

BIOLO XTII 

31. Hago Qrotias (1583-1646), abogado general de la Holan- 
da, embajador de Suecia en Francia, escribió el tratado de 
Jare Beüi y More Líberttm. Admitía que los pueblos vivieron 
primero en el estado que se llamó natural y adoptaron taego 
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GsENViLLE MuBBi.T. — Dvoite et devoirt dea envoyés diploma- 
tiques. 

Phillimorb. — Commentaires upon International lato. 

Tbatsbs Twisb. — Le ároit de» gene on des naíiom eontidéréef 
comme comttmnauiés politiques indépendOMtet. 

Tvaos. — The Briiisch consuls manuais. 



Abhtz. — Précis methodique det réglatnents conaalaires de Bel- 

gique. 
Ntz. — La gueare maritime. — Le droit de la guerre et les preew^ 

teura de Grotius. 
RiriiK. — Programme d'un eours de droit des gem. 
Rolliit-JjlCqitehtkb. — De VarbOrage. 
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D'Abbbu. — Tr<üado de loa preaas martíimas. 

Alcobta. — Tratado de Derecho Internacional. 

Bbllo. — Principios de derecho de getUes, 1833. De esta importan- 
te obra ee haQ hecho nnmerosas ediciones (1). Las últimas, 
á las cuales se ha dado el título de Principios de Derecho 
Internacional, estudian esta ciencia sólo hasta el Congreso y 

(1) CkIto ae expreea como Bfgne de tft obra del geDor Bello: 
<BeUo M el primero qne ha maDireetado la Inaaflctencfa de lo« princi- 
pios emitidos en 1% obra de Vattel y qne ha intentado enbsanarla. Fnede 
conaiderárBele como el precoraor de Wbeaton, que lo cita frecuentemente. 
Loe autores mis distinguidos hablan con elogio de la obra de Bello.> 

Se han hecho ediciones de esta obra en París, Madrid, Caracas y 
Bogotá. 
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Mabtbns (F. de) — ÍVaító de Broit International. 

SUIZOS 

Lbhb. — MantMÍ thedrique et praHque des agenta diplomatiques et 

conatdaires. 
MoYNiEB. — Etude sur la convention de Crenéve. 

Historia del Derecho Internacional 

33. Esta ciencia ha ido formándose lentamente á medida 
que los acontecimientos históricos han dado origen á la orga- 
nización de los cuerpos políticos que han convertido á las 
naciones en verdaderos Estados y á medida que éstos han es- 
trechado más y más sus relaciones. 

Se observa que, en los primitivos tiempos, los países que suce- 
sivamente han figurado han desconocido los derechos de per- 
sonalidad á los otros que eran por aquéllos considerados como 
de nula importancia. Aumentó la civilización; se organizaron 
unos tras otros diversos estados, y las necesidades económicas 
los obligaron á entrar en relaciones recíprocas. Al desconoci- 
miento de los derechos mutuos sucedió el respeto de los mis- 
mos y el concepto de la igualdad jurídica. 

La historia es el retrato fiel del estado del Derecho Interna- 
cional. Con las lecciones de aquélla la ciencia ha ido adqui- 
riendo principios de justicia y de humanidad. 

Pueden consultarse sobre esta materia las obras de Wheaton, 
Holtzendorff, Martens, Fiore y Bonfils. En ellas están trazados 
los diversos períodos del desarrollo del Derecho Internacional 
á la luz de los acontecimientos históricos, ordenadamente ex- 
puestos. 

Extractamos en seguida de Fiore la historia del Derecho con 
la extensión reducida que corresponde a un texto de la natura- 
leza del presente. 
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c Dividir á los pueblos para combatirlos unos después de 
otros; servirse de los ya sometidos para vencer á los que aún 
no lo estaban; economizar sus fuerzas y gastar las de sus alia- 
dos; invadir, so pretexto de defender á éstos, el territorio de sus 
vecinos; intervenir en las querellas de las naciones para prote- 
ger al débil y dominar de este modo al débil y al fuerte; hacer 
una guerra sin cuartel y mostrarse más exigente en los reveses 
que en la victoria; eludir con subterfugios los juramentos y los 
tratados; cubrir con el velo de la equidad y de la grandeza to- 
das sus injusticias: tales son las máximas políticas que dieron 
á Roma el cetro de Italia y el de todo el mundo conocido (1).» 

No obstante este juicio, conviene recordar la opinión de sus 
filósofos. Séneca dice: 

cEste mundo que ves, y que encierra las cosas divinas y hu- 
manas es uno. Nosotros somos los miembros de un gran cuerpo. 
En ninguna parte es extranjero el hombre. Su verdadera patria 
es el Universo (2).» 

Cicerón dice: 

cLa sociedad más extensa de todas es la que une todos los 
hombres en una sola familia (3).» 

Cabe observar aquí que el jus gentium de los romanos era 
cosa muy diversa del Derecho de Gentes que nosotros llama- 
mos Derecho Internacional. 

El jf48 gentium denotaba solamente aquella parte del Derecho 
Privado aplicable á los que no eran ciudadanos romanos; pero 
no comprendía las reglas de Derecho aplicables á los pueblos 
independientes. 

El^W fetiale exigía ciertas formalidades para la declaración 
de la guerra. Para dar á entender que eran justas las guerras 
que emprendía, Roma sometía al Colegio de los Feciales el 
conocimiento de la cuestión, y no recurría á vías de hecho 
hasta que éstos reconocían la justicia de la guerra y se llena- 
ban ciertas formalidades que exigía el Derecho. 

Pero estos hechos no pueden ser interpretados como consti- 



(1) Ortolav, Historia de la legialación romana. 

(2) SiNBOA, Epístolas 95, 102. 

(3) GioiRÓv, De offic., libros I y nt. 
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tutivos de actos jurídicos 6 como mamfeataciones y aplicacíooeB 
de un Derecho Internacional público. El Derecho implica entre 
los pueblos una reciprocidad de deberes que Roma no acep- 
taba. No reconocía derechos á los Bstados colocados fuera de 
BU órbita. La ley romana determina la situacióu y las obliga- 
iones de loa pueblos conquistados. Casi todo el mundo cono-; 
ido obedece al César. ¿Cómo pnede funcionar en esas condi- 
iones un Derecho Internacional Público? (1). 

BEODHDO FBHÍODO 

Detde la caída dd Imperio Romano hasta la pas en Westfalia 
(476 á 1648) 

41. En sus comienzas la Edad Media no se distingue de la 
antigüedad. 

Domina el derecho de la fuerza. 

Son numerosas las guerras entre los Estados embrionarioa 
que buscan elementos para constituirse; son nnmeroeafi tam- 
bién las guerras interiores entre las diversas partes del territo- 
rio nacional, entre los feudatarios de la corona, entre los se- 
fiores feudales y los soberanos. 

Lentamente, sin embargo, surgen principios nuevos con mo- 
tivo de los grandes acontecimientos sociales que ocurrieron 
en este periodo. 

La religión ju^a un papel importante en el Derecho In- 
ternacional. La iglesia católica sirve eñcazmente é. la unión 
entre las diversas nacionalidades. Como su doctrina es con- 
traria al estado de hostilidad permanente, contribuye á dul- 
cificar las costumbres de los pueblos. Su vigorosa o^anización 
le da una fuerza de acción profunda y decisiva, y sirve de me- 
diador para la solución de numerosos conflictos. 

Bajo !a dirección de la iglesia católica, cuyos concilios son 
formados por reyes y principes, se destierran muchas costum- 
bres bárbaras en ese tiempo en uso. Se establece la tregua de 
Dios encaminada á poner término á las querellas y á los actos 

(i) Boariu, obn citada, pág. 39, edición de 1894. 
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arbitrarios de los señores feudales. A medida que máa se des- 
arrolla el poder del jefe de la iglesia, las naciones cristianas 
adquieren más y máa la conciencia y la identidad de su voca- 
ción política, y toma cuerpo el sentimiento del lazo que debe 
reunir en una vasta comunidad á los pueblos que üeDeu unas 
mismas aspiraciouea religiosas y sociales. 

Pero otra doctrina se te opone. El islamiemo y el cristia- 
nismo se proclaman religiones universales. Uno y otro desean 
dominar el mundo. Carlos Martel rechazti al primero de la Es- 
pafla, de donde lo arrojará más tarde Femando el Católico. A 
pesar de los esfuerzos reiterados de la Europa, el Corán triunfa 
en Oriente. Las cruzadas fracasan deímitivamente después de 
éxitos temporales. El abismo se abre en el Oriente y el Occi- 
dente. La paz será tan aólo una tregua que suspenda momen- 
táneamente la guerra que el Corán quiere sea eterna contra los 
infieles. 

Si el fin político y religioso de las Cruzadas no se logra, no 
se sigue de allí que ellas no hayan tenido resultados para Eu- 
ropa. Establecieron relaciones de comercio entre la costa de 
Oriente y los países mediterráneos. La industria y ia agricultura 
se enriquecieron con procedimientos nuevos y con productos 
hasta entonces desconocidos. Retardaron por muchos siglos el 
establecimiento de los turcos en Europa. Aproximaron á todaa 
las clases, desarrollando entre ellas una misma civilización, colo- 
cando á la cristiandad bajo la dirección de la suprema potestad 



42. La reforma apareció en el siglo xri. Algunos paises qui- 
sieron independizarse del poder espiritual y empezaron grandes 
luchas entre el Pontificado y los tronos. 

La guerra de treinta años que desoló el territorio de Alema- 
nia fué religiosa en sus orígenes y tuvo después por objeto una 
modificación sustancial en el sistema político europeo. 

43. El descubrimiento de América realizado en 1492 ba dado 
qngen á nuevas fuentes de Derecho Internacional. I^a trata de 
negros, la libre navegación de los mares, la prioridad del des- 
cubrimiento y el derecho de ocupación fueron puntos debatidos 
con motivo de ese trascendental suceso. 

El Portugal, cuyos navegantes se esforzaban en encontrar 
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Austria y Prasia que termina coq la mediación de Rusia y 
Francia. El tratado de Teechen (1779) coofirma la validez del de 
Westfalia. 

54. En 1774 estalló en América la rebelión de las colonias 
inglesas. El 4 de Julio de 1776 se formaron los Estados Uoi- 
doa de América. La Francia reconoce su independencia. So- 
breviene guerra entre Inglaterra y Francia. En virtud del pacto 
de familia, Espafia ayuda á Francia. Se ñrma el tratado de 
Versalles en 1783. Inglaterra reconoció la independencia de 
Estados Unidos. Se deTol7Í6 á Espafia la Florida y Minorca y 
el Senegal á Francia. 

56. En este período de la historia del Derecho ae discuten 
por primera vez las grandes cuestiones relacionadas con la 
navegación maritima. El consulado del mar declaraba que las 
mercaderías enemigas conducidas por un buque neutral erau 
buena presa y que las mercaderías neutrales conducidas por 
buques enemigos no lo eran. La Ordenanza de Marina de 
Luis XIV no aceptó el segundo principio. Surgió después et 
principio de buques libres mercaderías libres, que había sido 
reconocido por Inglaterra en máltíples casos. 

La materia relativa al contrabando de guerra fué competente- 
mente estudiada. 

£1 derecho de bloqueo que limita ó niega las facultades de 
un neutral para ejercer el comercio con un puerto sitiado y 
cuya rendición se procura por el beligerante, fué deñnido. 

Igual cosa debe decirse del derecho de visita. 

En 1780 Rusia promulgó su famosa declaración de la neu- 
tralidad armada, según la cual se garantizaban eficazmente los 
intereses del comercio neutral. Los buques neutrales podrían 
navegar libremente de puerto á puerto y en las costas de los 
Estados beligerantes. Las mercaderías de los subditos de los Es- 
tados beligerantes cargadas en buques neutrales serían libres, con 
talde que no constituyesen contrabando de guerra. El bloqueo, 
para ser obligatorio á los neutrales, debería ir acompañado de un 
peligro evidente deentrar al puerto bloqueado, á causa de la fijeza 
y proximidad de los buques de guerra que lo cerqueu. 

56. La revolución francesa marca una época de importancia 
singular en la historia del Derecho Internacional. 
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dencia de Grecia. £i agitador del movimiento, Capo d'Istria, 
fué Presideote de la República Helénica. Á su muerte, se 
constituyó el Estado en monarquía constitucional. Otón cayó 
del poder mediante una revolución popular. Se eligió monarca 
al príncipe Alfredo de Inglaterra, que no aceptó. Subió enton- 
ces al trono el rey Jorge I, que ha sido desgraciado en la últi- 
ma guerra con Turquía (1897). 

64. Bélgica se sublevó en 1830 y se declaró independiente de 
Holanda. El príncipe Leopoldo de Sajonia Coburgo fué elegi- 
do rey y juró la Constitución de 1832. La independencia belga 
fué reconocida en la Conferencia de Londres, y en 1839 la acep- 
tó Holanda. 

Se ha declarado la neutralización de la Bélgica. Para asegura- 
rla, se ha hablado en 1897 de un tratado de alianza ofensiva 
y defensiva entre Bélgica y Holanda. 

65. La Francia derriba la dinastía de los Borbones en 1830 
y la revolución de 1848 proclamó la República. 

66. El advenimiento de Napoleón III al trono de Francia, 
mediante el golpe de estado, marca una época importante en 
la historia del Derecho Internacional. 

La guerra de Crimea es una de las luchas más tremendas 
del presente siglo. Su causa ocasional fué la cuestión de los 
Santos Lugares. Rusia ejercía una especie de protectorado re- 
ligioso sobre el Santo Sepulcro. Se quejó de falta de cumpli- 
miento por Turquía de algunas cláusulas del tratado y protestó 
de vejámenes inferidos á cristianos griegos. Napoleón III hizo 
alianza estrecha con Inglaterra, formando ambos países la 
Convención de Londres. Los ejércitos aliados libraron contra 
los rusos la batalla de Sebastopol y llevaron á término el fa- 
moso sitio del mismo nombre. La guerra de Crimea costó diez 
mil millones de francos y cerca de un millón de víctimas hu- 
manas. La paz se celebró en París en 1856. Rusia perdió el 
protectorado exclusivo sobre los cristianos que vivían bajo do- 
minación turca. El mar Negro fué neutralizado. El estrecho 
de los Dardanelos fué cerrado para los navios de guerra de to- 
das las naciones. Moldavia, Valaquia y Servia fueron recono- 
cidos como principados cuyos jefes debían ser nombrados 
previa ratificación del Sultán. 



paz. Monten^;ro, Rumania y Servia fueron declarados países 
indepeodieutes. Bulgaria quedó como principado dependiente 
en parte de Turquía. La Rumelia quedó especialmente organi- 
xada. Bosnia y Herzegovina quedaron bajo la administración 
austríaca. Rusia adquirió posesiones en territorios torooa. El 
Danubio fué declarado de libre navegación. 

74. El 1879 se ñrma el tratado de alianza^entre Alemania y 
Austria. En 1882 adhiere Italia y se organiza entre esos países 
la Triple Alianza, que subsiste boy dia mediant« varias prórro- 
gas acordadas en 1887, 1891 y 1896. 

75. Los aconteciinieotos históricos de importancia para el 
Derecho Internacional se suceden rápidamente desde 1880 para 
adelante. Inglaterra ocupa el Egipto. Se establecen los protec- 
torados. El Congo ofrece el ejemplo de una organización nueva. 
El Congreso de Berlín de 1885 reglamenta tas cuestiones rela- 
tivas al África, para evitar conflictos entre los países europeos 
ocupantes de territorios en ese continente. La conferencia de 
Bruselas de 1889 procura concluir con el trádco de n^ros. 
Nuestra guerra civil de 1891 provoca conflictos con Estados Uni- 
dos interesantes para el estudio del Derecho. 

La guerra de Cuba, de 1894, que aun se sigue con grande 
esfuerzo de ambas partes, continuación de las luchas de 1861 
á 1865 y de 1868 á 1878, da origen á nuevos estudios sobre la 
cuestión del reconocimiento de beligerancia y de la actitud de 
las.potencias neutrales en presencia de una guerra de insurrec- 
ción y de ima guerra civil. 

Los italianos son batidos en el África en 1896 por el Negus 
Menelik, rey de la Etiopía. 

La guerra chino-japonesa levanta al Japón á uua categoría 
envidiable. 

La guerra greco-turca ha motivado, en obsequio de Grecia, la 
intervención de las grandes potencias, las cuales han presi- 
dido la celebración en 1897 del tratado de paz entre ambos 
países. 

A mediados de 1897 se ñrma entre Rusia y Francia el tratado 
de alianza llamado á contrarrestar la considerable influencia y 
fuerza de la Triple Alianza. Se habla de la incorporación de 
Estados Unidos á la alianza franco-rusa. 
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lia imiÓQ real es distinta de la que se llama unión incorpo- 
radUj como lo es la existente entre Inglaterra, Escocia é Ir- 
landa que forman el Reino Unido de la Gran Bretaña. En estos 
Estados existe un mismo gobierno y un sólo poder legislativo, 
pero leyes distintas y administración separada. 

Como ejemplo de una unión real se cita el que ofrece Austria- 
Hungría. Antes de 1867 discutíase el carácter de esta unión, 
pero después del rescripto imperial de 17 de febrero de 1867 
la duda no puede existir: la unión es real. Si bien el Austria y 
la Hungría tienen cada una un ministerio y un parlamento dis- 
tintos, existen Delegaciones nombradas por las Dietas respec- 
tivas que r^lan, con un Ministerio especial de Imperio, los 
negocios comunes de la monarquía, como las cuestiones de 
monedas^ finanzas, correos, telégrafos, aduanas, marina, nego- 
cios exteriores, guerra, etc. El ejercicio de la soberanía exterior 
es confiada á los mismos órganos por los dos reinos. Ella es 
única. — (BoNPiLs). 

Como ejemplo de una unión personal se cita el referido por 
Creasy (1) de la unión de Inglaterra y Hannover. En 1820, dice, 
el mismo Príncipe se hizo por derecho de sucesióii rey Jorge 
de Inglaterra y rey Jorge de Hannover; pero nó rey en Han- 
nover por ser rey de Inglaterra, ni su título á la corona in- 
glesa se fundaba en ser rey de Hannover. Por lo tanto, 
como el derecho de sucesión á la respectiva soberanía de los dos 
Estados no era el mismo, la unión personal tuvo término á la 
muerte de Guillermo IV, en 1836, cuando su sobrina Victoria 
se hizo reina de Inglaterra y su hermano Ernesto rey de Han- 
nover (2). 

El Congo está unido personalmente á Bélgica por acta de 
1885. 

El caso de Sueda y Noruega ha dado lugcur á sostenidas po- 
lémicas sin que haya acuerdo respecto á la naturaleza de esta 
especial unión. Para Bonfils, Bluntschli, Martens, Lawrence, 
Heffter, Fiore, Klüber, Pradier Federé, es una unióp real. Para 
Phillimore, Wheaton, Funck Brentano y Sorel, es una unión 



(1) Friis Hatfarm of mtematúmal Laxo § 141, pág. 186. 

(2) En Hannover se aplica la ley sálica y nó en Gran Bretafia. 
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tratos cuando hayan sido ajustados en consideración al interés 
general del Estado. 

Se cita el siguiente ejemplo que aclara la doctrina en esta 
importantísima materia. 

El tratado de paz entre Austria é Italia de 1866 contiene la 
siguiente cláusula: cEI Gobierno de S. M. el Rey de Italia su* 
cede en los derechos y obligaciones resultantes de los contratos 
regularmente estipulados por la Administración austríaca para 
los efectos de interés público que conciernan especialmente al 
país cedido.» Habiendo cortado el Gobierno algunos árboles 
en las provincias de Venecia por razones estratégicas antes de 
la declaración guerra de 1866, se discutía si el Gobierno italiano 
se debía considerar obligado á satisfacer las compensaciones de- 
bidas á particulares según el citado artículo 8.® Se prefirió con 
sólidas razones la negativa porque el Gobierno italiano no era un 
sucesor á título universal, sino un sucesor en virtud del título de 
la cesión, según se había acordado en el tratado; y por tanto, 
el compromiso contraído por éste de cumplir las obligaciones 
asumidas por la Administración austríaca se debía entender 
limitado á los contratos regularmente estipulados y hechos por 
interés púbico especial de las provincias de Venecia y Mantua, 
pero que no podía hacerse extensivo á los contratos hechos por 
razones relativas al interés de todo el territorio sujeto al 
Austria. 

En Chile (1) se ha discutido esta misma cuestión de los con- 
tratos con motivo de ciertos privilegios concedidos á una com- 
pafiía radicada en Antofagasta, que por pacto internacional 
con Bolivia pasó á ser ocupado y administrado por la Repú- 
blica. Se estableció por el más alto Tribunal que ese contrato 
de privilegio no era obligatorio para el Gobierno chileno; re- 
solución ajustada á los buenos principios jurídicos sobre la 
materia, puesto que el contrato en referencia no se hizo teniendo 
en vista tan sólo el interés local de la provincia de Antofagasta 
sino el interés general de Bolivia. 

(1) En 1878 la Compafiía de Salitres y Ferrocarril de Antofagasta obtuvo 
del Gobierno de Bolivia, entre otras concesiones, la de explotar ciertos 
terrenos salitrales sin pagar derechos de exportación de la sastancia 
extraída ni de importación de los artícalos que necesitare para sus faenas 
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eada UDO de los Estados. Sod numerosos las ocasioDea en que 
ae ha ejercitado por los pueblos este elemental derecho: el 
Brasil, organizado y reconocido como imperio, se convirtió á 
!a fórmula republicana en 1889. Inglaterra fué república bajo 
el gobierno de Gromwell. Frauda se hizo repúbUca á raíz de 
las revoluciones de 1789 j de 1848, proclamó [el imperio bajo 
los doa Napoleones y ha vuelto á la república en 1870. Alema- 
nia se hizo imperio eu 1871. 

No serla lícito ante el derecho que uu Estado extranjero to- 
mara participación en loa movimientos populares que traen 
como coDsecuencia los cambios de forma de gobierno, fomen- 
tándolos sea para obtener la calda de la forma de gobierno 
imperante ó sea para acapararla. 

Lo mismo debe decirse de los cambios personales de los go- 
bernantes ó de los órdenes de sucesión que se establezcan por 
la voluntad popular. 

114. Cada Estado puede dar á su gobernante el título que 
crea convemente, sin que haya obtigacióu para los demás de re- 
conocerlo. 

Muchas veces el reconocimiento de estos cambios se asegura 
por medio de tratados ó de letras revérsales. Tal ocurrió entre 
Espafia y Franc^ que reconocieron á título de reciprocidad la 
dignidad imperial concedida por Rusia é. Pedro el Grande. 
Habiendo Catalina II más tarde rehusado renovar las 
letras revérsales, Francia y EspaOa en 1763 declararon que 
adherían al nuevo dictado; pero que, si en lo sucesivo alguno 
de lo!i sucesores de la Emperatriz llegasen á formar pretensio- 
nes contrarias al orden de precedencia establecido por el uso, 
volverían sin más trámite al estilo antiguo (1). — En 1701 el 
elector de Prusia tomó el título de rey de Prusia. 

En la época contemporánea han sido frecuentes estos cambios 
de título. En 1881 y 1882 los príncipes de Rumania y de Ser- 
via respectivamente han tomado el título de rey. Bl rey Leo- 
poldo II de Bélgica ha tomado el título de Soberano del Estado 
Independiente del Congo en 1885. La reina de Inglaterra tomó 
en 1876 el título de Emperatriz de las ludias. 

(1) Mabkeh, Becopüación de tratadoi, tomo 1. 
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En Francia se ha establecido por la jurisprudencia que el 
derecho concedido á los franceses por el citado artículo 14 se 
entiende extensivo á los extranjeros residentes en Francia lar- 
gos afios y que hacen en el territorio su comercio y pagan los 
impuestos ( I ). 

En Bélgica la ley de 25 de marzo de 1876 autoriza al extran- 
jero para rechazar la jurisdicción de los tribunales belgas si ese 
mismo derecho se ha concedido al belga en el país de que es 
nacional ese extranjero. La prueba de la existencia de la re- 
ciprocidad corresponde al extranjero que declina la jurisdic- 
ción (2). 

119. Por excepción hay ciertas personas y cosas que escapan 
ala acción de la jurisdicción local: se dice que ellas gozan de la 
ficción de extraterritorialidad; palabra inaceptable para muchos 
autores que desean verla sustituida por esta otra: inmunidad de 
jurisdicción. 

Las personas que gozan de este beneficio son los soberanos 
en tránsito, los agentes diplomáticos, ciertos cónsules, las fuer- 
zas militares que atraviesan el territorio extranjero con la 
anuencia del soberano respectivo. Se concede igual beneficio á 
las naves de guerra de un país cuando se encuentran en terri- 
torio marítimo de otro país y á las casas que habitan los agen- 
tes diplomáticos ó los soberanos en tránsito. 

Se ha establecido este beneficio en obsequio de las personas 
y cosas mencionadas para asegurar más cumplidamente el 
ejercicio de sus funciones; y la sana doctrina de derecho á este 
respecto limita el alcance de la inmunidad á lo indispensable 
para la consecución del fin que se ha perseguido al establecerlo. 

Los que gozan del beneficio están exentos de la jurisdic- 
ción local tanto civil como criminal. Los tribunales no son 
competentes para juzgarlos; lo cual no quiere decir por cierto 
que los contratos ó actos que celebren estén fuera, para los 
efectos de su otorgamiento y otros, del alcance de las leyes que 
los reglamentan. 

120. Además de estar sometidos á la jurisdicción de los jue- 



(1) J. de D. I. P.—Afio 1897, pág. 789. 

(2) Id. Afio 1896, pég. 894. 



quistas desembozadas que no responden á 
histórica ni son la solación de ningún pro): 
Bl primer acto de importancia contmer 
faéron invocadas las necesidades del equilil 
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{!) Una aeganda ciicalsr del Oobiwrno niso 
tttdio eo los Conferencias proyectadas, los signieo 

1.0 Acnerdo qne eetlpnle qne do ee Aomenl 
fijo, los efectivos actuales de los fnerzas armada 
mismo qne los presnpnestos de f^aerra y ens ane 
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Oonsifite, puea, el derecho de igoaldad jaridica en la facultad 
qae tíenea los Catados de exigir que los demás no pretendan A 
ningún titulo arrogarse más atribuciones que las de que ellos 
mismos gozan ni sustraerse áningnno de los deberes qoe sobre 
ellos pesan. 

Yattel dice: «Las naciones son libres, independientes, igua- 
les, y cada una debe juzgar en su conciencia lo que tiene que 
hacer para el cumplimiento de sus deberes. Existe una perfecta 
igualdad de derechos entre las naciones en la gestión de sus 
negocios y en la realización de sus proyectos. Todas deben ser 
consideradas en la sociedad humana como usufructuarias de 
derechos iguales». (1) 

Si la igualdad jurídica no existiere, el Derecho Internacional 
no tendría razón de existir, ya que no serviría de salvaguar- 
dia á loa distintos países. 

Los Estados son iguales en la Magna Oimtag de la misma 
manera que los individuos lo son en la sociedad uacional. El 
hombre fuerte y el débil, el poderoso y el iadigente tienen ju- 
rídicamente los mismos derechos y deberes, puesto que á unos 
y á otros alcanza la ley*imperante (2). 

gran canea qne tan particularmente interesa á mi angosto seQor, 8n Ma- 
jestad Imperial cree qae eerla útil qne ta conferencia do se reuniera en la 
capital de ana de las grandes poteaciae, en ios que se concentran tantos 
intereses poKtícos, loa cuales podrían qaizás estorbar la marcha de una 
obra en qne están interesados en grado ignal todos los países del nnl- 

nitlmameute b« ha fijado á La Haya como pnnto de reunión da esta 
Conferencia. 

(1) ViTTBL, Droit da gen», J 18. 

(2) TrascribimoB á contianación lo qoe dice Bello acerca de eeta ma- 
teria: cEn la República de las naciones liay ana aristocracia de grandes 
poteactan, que es en la que de hecho reside exclusJTamente la autoridad 
legislativa; el juicio de los E!stados débiles ni se consulta ni se respeta. 
En el parlamento británico se ha declarado qae en los relaciones con loo 
Estados débiles no debían guardarse las mismas reglas qne con las gran- 
des poteocias. En la Cámara de los Pares, el conde Malmeebnry, tratando 
del conflicto anglo-brasilero de 186S, echó en cara á los Ministros de la 
Reina la conducta con que hablan tratado al Brasil en el uso de las repre- 
salias; «conducta, dijo, que no se hubieran atrevido á observar respecto 
de Francia ó Estados Unidos». Es decir, qne e! Estado fuerte que se cree 
ofendido impone al débil la pena que estima conveniente á la ofensa, qne 

DaaEOBO 8 
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133. Hemos visto, al hablar del derecho de autonomía é in- 
dependencia, las cuestiones relativas al título de los Estados. 
Veamos ahora las relativas á la precedencia. 

El Papa, como vicario de Jesucristo, goza de precedencia 
con respecto á los monarcas católicos. Sus representantes diplo- 
máticos tienen el primer lugar; y aún los ministros de países 
no católicos como Rusia y Gran Bretaña le han cedido el paso, 
como ocurrió en el Congreso de Viena. 

Los países que gozan de honores reales son los que tienen 
derecho á ciertas distinciones convencionales que desde anti- 
guo se consideran como las más altas que puedan hacerse á un 
Estado. 

Gozan de estos honores los imperios, los reinos, las repú- 
blicas y los electorados. Estos honores consisten: 1.® en dar el 
título de rey ó de emperador al jefe del Estado, si es de orga- 
nización monárquica; 2.** en poder nombrar ministros de pri- 
mera clase, ó sea embajadores; 3.® en emplear el tratamiento 
de hermano en la correspondencia entre los soberanos. 

La precedencia entre los Estados que gozan de honores rea- 
les se determina á veces por tratados, habiendo dado en mu- 
chas ocasiones origen á serias dificultades, sin que hasta hoy 
se hayan puesto de acuerdo los países en fijar una regla deter- 
minada y permanente. 

Se ha reconocido con frecuencia el empleo de la cUtemoHva, 
en virtud del cual la precedencia se establece en cada caso por 
la suerte ó siguiendo un orden regular prefijado. 

Otras veces, y esto es lo más frecuente, se determina la pre- 
cedencia por el orden de las letras del alfabeto. 

Cuando se firma un tratado ó protocolo en doble ejemplar, 
es costumbre colocar en primer lugar á uno de los contratantes 
en uno de los ejemplares y á otro en el segundo. 
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DBBECHO DE COMERCIO 

134. El comercio es un elemento indispensable de vida para 
los habitantes del globo. Los productos, diversos según los di- 
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Abt. 2.^ Todo atentado contra la persona del Sumo Pontífice, 
así como toda provocación á cometerlo, será castigado con las 
mismas penas establecidas para los atentados y las provocacio- 
nes á cometerlo contra la persona del Rey. 

Art. 3.^ El Gobierno italiano rendirá al Sumo Pontífice, en 
el territorio del Reino, los honores soberanos y le conservará la 
preeminencia de honores reconocidos por los soberanos católi. 
COS. El Sumo Pontífice podrá tener el acostumbrado número de 
guardias dedicadas á su persona y á la custodia de los palacios, 
sin perjuicio dé las obligaciones y deberes impuestos á los ta- 
les guardias por las leyes del Reino. 

Abt. 4.^ Se conserva en favor de la Santa Sede la dotación 
de la renta anual de 3.225,000 liras (1). Con esta suma, igual á 
la inscrita en el balance romano bajo el título: Sacros Pa- 
lacios Apostólicos, Sacro Colegio, Congregaciones eclesiásticas^ 
Secretaría del Estado, y Cuerpo diplomático al exterior, se 
proveerá al tratamiento del Sumo Pontífice, á las va- 
rias necesidades eclesiásticas de la Santa Sede, á la manten- 
ción ordinaria y extraordinaria y á la custodia de los palacios 
apostólicos y sus dependencias, á los sueldos, jubilaciones y 
pensiones de los guardias á que se refiere el artículo preceden- 
te y de los agregados á la corte pontificia, y á los gastos even- 
tuales; así como á la manutención ordinaria y á la custodia de los 
museos y bibliotecas anexas, y á los sueldos, dispendios y pen- 
siones de los que están ocupados en éstos. La referida dotación 
se inscribirá en el gran libro del débito público^ en forma de 
renta pública é inalienable, en nombre de la Santa Sede; y du 
rante la vacancia de la Sede se seguirá pagándola para suplir- 
á todas las necesidades propias de la Iglesia Romana en este 
intervalo. Esta dotación quedará exenta de toda clase de con- 
tribuciones é impuestos gubernativos, comunales ó provincia- 
les, y no podrá ser disminuida sino en el caso de que el Go- 
bierno italiano resolviere posteriormente tomar á su cargo los 
gastos relativos á los museos y á la biblioteca (2). 

(1) £1 Papa no ha aceptado esta renta. 

(2) Los herederos de Pío IX interpusieron nn litigio contra el Estado 
italiano cobrando la renta no percibida por este Pontífice. Se rechazó la 
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Art. 5.° El Sumo Pontífice, además de ]a dotación asignada 
en el artículo precedente, continuará en posesión de loa pala- 
cios apostólicos del Vaticano y del Letran, con todos los edifí- 
cios, jardines y terrenos anexos ya dependientes de ellos, así 
como la villa de Caetel-Gíandolfú con todas sns pertenencias. 
Dichos palacios, villa y anexos, como también la biblioteca y 
las colecciones de arte y arqueología alH existentes son inalie- 
nables, exentos de todo impuesto ó gravamen y de la expropia- 
ción por causa de utilidad pública. 

Abt. 6." Durante la vacancia de la Sede pontificia, ninguna 
aatoridad judicial ó política podrá, por cualquiera causa que 
sea. poner impedimento 6 limitación á la voluntad personal de 
los cardenales, 

Abt. 7." Ningún oficial de la autoridad pública ó agente de 
la fuerza pública podrá, para ejercer actos de su propio oficio, 
introducirse en los palacios y lugares de habitual residencia ó 
morada provisional del Sumo Pontífice, ó en los cuates se htdle 
reunido un conclave ó un concilio ecuménico, sin la autoriza- 
ción del Sumo Pontífice, del conclave ó del conciUo. 

Abt. 8." E^ prohibido practicar visitas, pesquisas ó secues- 
tros de cartas, documentos, libros ó registros en las oficinas y 
congregaciones pontificias revestidas de atribuciones puramen- 
te espirituales. 

A&T. 9." El Sumo Pontífice tiene plena libertad para cum- 
plir todas las funciones de su ministerio espiritual y para hacer 
fijar á las puertas de las baeilicas é iglesias de Roma todos los 
actos de dicho miniaterio. 

Abt. 10. Loe eclesiásticos que por razón de au oficio parti- 
cipasen en Roma en la expedición de loe actos del ministerio 
espiritual de la Santa Sede, no serán sujetos, por causa de ellos, 
á ninguna molestia, investigación ó sindicato de la parte de la 
autoridad pública. Toda persona extranjera investida de oficio 
eclesiástico en Roma gozará de las garantías personales que 
corresponden á los ciudadanos italianos en virtud de las leyes 
del Reino. 



demanda habida conalderación & qne la lejr de 1871 la asigna á la San- 
ta Sede y nó peroonalmente al Papa. 
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LoB países católicos ceden la precedeocia al representaati 
Papa. 

La cuestión de si el reproBentante del Papa debe ocup: 
decanato del cuerpo diplomático residente se ha suscitad 
Lima el afio 1878 con motivo de la llegada á esa capita 
Delegado acreditado por la Saota Sede en Chile y el I 
Monseñor Mario Mocenni (1). 

Era, á la sazón, Decano del Cuerpo Diplomático residem 
Lima, el Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenc 
de Chile el reputado diplomático don Joaquín Gíodoy. Mi 
QOT Mocenni pretendió que, en su calidad de representaut 
la Silla Apostólica se le cediera el Decanato. El Minist: 
Chile espresó que no reconocía á MonseQor Mocenni dei 
para formular tal exigencia; pero que á ñn de conocer lat 
niones de sus honorables colegas del Cuerpo Diplomático 
dente eu Lima, ee haría un deber en consultarlos — y al e 
los convocó á una reunión. — Asistieron á dicha conferenc 
representantes de la República Argentina, Francia, San £ 
dor, Ecuador, Oran Bretaña, Honduras, Italia, Bolivia y < 
— El punto materia de la consulta quedó resuelto por seis 
contra tres en el sentido de que el Delegado de Su Santidí 
tenía derecho para ocupar el Decanato. Opinaron en favt 
Delegado los ministros de la República Argentina, Frai 
Son Salvador; y en contra, los de Chile, Ecuador, Gran Bn 
Honduras, Italia y Bolivia. — Esto no obstante, el represer 
de Chile, por razones de deferencia y de consideración pe] 



Por naestro Gobierao, despaés de snceBoe qne fneron objeto de 
debatea eit la prensa y en la opinión. Las relaciones del Gobiei 
Cbtle con la Santa Sede estavíeTon interrampidae basta 188T, 
en qne naestro Gobierno gestionó la provisión del Arzobispado ' 
te en la persona del actnat Metropolitano. Baalizada esta negoc: 
Cblle acreditó como Hinietro diplomático ante el Papa al sefior Am 
Montt. 

En 1807 Be acreditó con ignal carácter al sefior Augneto Matte, qul 
TÓá feli2 término la importante misión deobtener de Sn Santidad si 
vención ante las antoridades eclesiáeticae cbilenas para qne óati 
mondaran á loe fieles el cumplimiento de las leyes de Beifistro j 
monio Civiles, á Bn de no perjudicar tos intereses de la prole. 

(1 ) Notaa del sefior Fhillips, 7a cltsdas. 
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es para con la Sede Romana y su Delegado en Lima, cedió es- 
pontáneamente el Decanato á Monseñor Mocenni. 

§ III. Del hombre 



DE LA PBOTECCIÓN DE LOS DERECHOS DEL HOMBRE 

148. El hombre tiene diversos derechos que deben serle res* 
petados por todas las soberanías territoriales. — Al mismo tiempo 
que miembro de una sociedad y ciudadano de un país, el hom 
bre es miembro de la humanidad y está sujeto á la ley inter- 
nacional que la rige. 

La tutela de los derechos internacionales del hombre corres- 
ponde en primer término al país de que cada individuo es sub- 
dito ciudadano. El hombre, á quien le sean desconocidos los 
derechos de la especie que consideramos, podrá solicitar el am- 
paro de su patria. 

En muchas ocasiones y por motivos que pertenecen á la po- 
lítica internacional y que obedecen á manifestaciones de in- 
fluencia, y á deseos de incremento comercial, un Gobierno asu- 
me la tutela de los derechos en otros países, no sólo de sus con- 
nacionales, sino de personas de diferente nacionalidad. — 
Inglaterra y Rusia han servido de protectores en Asia de indi- 
viduos de los más variados orígenes. Francia, Alemania, Esta- 
dos Unidos se han ofrecido á desempeñar análogo papel con 
respecto á subditos de países que no tienen representación 
diplomática establecida en el territorio de que se trate. — Un 
cambio de comunicaciones entre las cancillerías atestigua en 
estos casos el hecho de la protección ofrecida y aceptada. 



n 



DEL DERECHO DE LIBERTAD PERSONAL 

149. El primero y más importante de los derechos del hom- 
bre es el de su libertad personal. Donde quiera que se encuen- 



Qos casos prácticos de extradidóii, to- 
le Clunet coirespoDdieot» á los últimos 



ado Fnedman fué acusado en Alemania 
e conñanza. Refugiado en Francia, su 
da. Se accedió á ella, apesar de que el 
aba entre loa enumerados en el tratado 
mes entre Francia y Alemania y que 
tuvo presente, para aceptar la solicitud 
cambio de notas habido en 1888 entre 
endido que el aboso de conñanza y el 
tradiciones reciprocas. 

merstein, acusado en Alemania por sus- 
y falsifícación de escrituras privadas, 
poco tiempo se fué á Grecia, estable- 
lad en que publicó una serie de artículos 
autoridades alemanas solicitaron del 
[tradición, aun cuando no existía entre 
rún tratado al respecto. Grecia no creyó 
do, pero encontró un medio de compla- 



. Ottone, en aa declaración de fojas 27 vuelta, 
nlpftda cajm extradición se solicita; 
Ottone, defrandaclóa de dinero con abnao de 
3ino sosceptlble de extradición especialmente 
e fácil y frecuente comunciación, y que man- 
gtrechas y cordiales; 

10, al formular la demanda de estradlclán, 
qneda dlctao, bajo formal promesa de recipro- 

tradición se acompafian, como queda dicho 
iruído para establecer la existencia det delito 
lad del reo, como también la orden de prisión 
ee del Crimen del Rosario qae ob la autoridad 

38 alegadas por el reo no deben apreciarse en 
leda seguirse contra dicho reo en caso de tener 
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tasaciÓD. La expropiación la puede verificar el Estado por cuanto 
éste tiene lo que se llama dominio eminente sobre todas las 
cosas que existen en el territorio. Su fundamento está en que 
la necesidad del Estado está por encima de la necesidad de los 
particulares. Estos forman la nación; y sus derechos, si bien de- 
ben ser fielmente respetados, es fuerza que cedan ante los de 
ella que son primordiales y de superior importancia. 

184. El territorio nacional es toda aquella parte de la super- 
ficie del globo á que se extiende la soberanía del Estado con 
exclusión de toda autoridad extraña. Todo lo que esté compren- 
dido dentro de la esfera de acción señalada á la soberanía cons- 
tituye el territorio. 

Importa establecer cuáles deben ser los límites de los diver- 
sos países según la ciencia, advirtiendo que por medio de tra- 
tados se fijan con la precisión debida y que, á falta de linderos 
naturales, se precisan los límites por medio de hitos inamovi- 
bles ó de líneas geográficas bien determinadas. 

185. Si dos países están separados por una cadena de mon- 
tañas, su deslinde se encuentra en la línea divisoria délas aguas. 
Esta opinión es la uniformemente sustentada por los autores, 
como puede verse por las siguientes citas: 

Bluntschli se expresa como sigue: 

cGuando dos países están separados por una cadena de mon- 
tafi&d, se admite en la duda que el cordón superior y la línea di- 
visoria de las aguas fonnan el límite». 

El distinguido jurisconsulto italiano Fiore, en su Derecho In 
temacional codificado, dice lo que sigue: «Cuando dos estados 
están separados por una cadena de montañas, para determinar 
la frontera entre uno y otro país $e seguirá la línea divisoria de 
las agtías*. 

El profesor inglés Hall en su International Law, tratando 
del límite de las naciones, dice lo que sigue «Cuando un linde- 
ro se prolonga por montañas ó cerros, la línea divisoria de las 
aguas (the water divide) constituye la frontera». 

Calvo dice: «Cuando dos Estados están separados por una 
cadena de montañas, se toma por límite la más alta arista y la 
línea divisoria de las aguas» . 

Bello dice: «Si el limite de un Estado es una cordillera, la 
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linea divisoria corre por ios puntos más encumbrados de ella» 
pasando por entre los manatUiale» de la$ vertientes que descien- 
den á un lado y al otro». 

Bonfils dice: c Cuando dos Estados están separados por una 
cadena de montafias, como BVancia y España que lo están por 
el macizo de los Pirineos, es la arista superior, la línea diviso- 
ría de las aguas, su deslinde natural» (1). 

186. Cuando el límite entre dos países es un río navegable 
de propiedad común, la línea divisoria va pdr el medio de la 
corriente; punto llamado thaltoeg. 

En el tratado de Lunéville de 1801 se estipuló que <el thal- 
weg del Rhin era la frontera entre Alsacia y Alemania». 

187. Si la frontera de un Estado la forma el mar libre se 
reconoce como parte del territorio de ese Estado la sección ma- 
rítima que el Estado puede defender desde la costa. Esta sec- 
ción se llama mar territorial y en ella ejerced Estado limítro- 
fe su soberanía y, especialmente, su jurisdicción. 

La extensión del mar territorial ha variado á medida que ha 
ido modificándose la calidad y alcance de los armamentos. En 
un principio llegaba hasta donde podía alcanzar un tiro de 
piedra lanzado á mano desde la playa; después llegó hasta don- 
de alcanzaban las flechas. Hoy se fija al mar territorial la 
extensión de tres millas marinas á contar desde la baja mar, 
extensión que podrá aumentar si se inventan cañones de ma- 
yor alcance (2). 

Los derechos que pueden ejercitarse en el mar territorial son 
los que se derivan del dominio, pero solo por lo que respecta á 
la seguridad y á la defensa del Estado. No tiene, en consecuen- 

(1) La cuestión de límites entre Chile y Argentina debe ser resuelta en 
breve por el fallo arbitral del Gobierno de Sa Majestad Británica. Chile 
ha sostenido la doctrina de que el límite debe ir por la línea divisoria de 
las aguas, con arreglo á los principios científicos y á la letra y espíritu de 
los pactos vigentes. 

(2^ £1 Código Civil de Chile dispone al respecto lo que sigue: El mar 
adyacente hasta la distancia de una legua marina, medida desde la línea 
de más baja marea, es mar territorial y de dominio nacional; pero el de- 
recho de policía, para objetos concernientes á la seguridad del país y á 
la observancia de las leyes fiscales, se extiende hasta la distancia de cua- 
tro leguas marinas medidas de la misma manera. 



U. 
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bajo la protección de todoa los gobiernoa ínteres 
ner esa costosa via de comuDicacióti comercial. 

El Instituto de Derecbo InterDaciooal en su 
aprobó la siguiente declaración: 1." Es de intei 
todas las naciones que el uso del Canal de Suez 
proteja, basta donde sea posible, por el darecbc 
vencional; 2.* Con este objeto serla de desear 
se concertasen & fio de evitar en lo posible toda 
que el Canal y sus dependencias padieran snírii 
en caso de guerra; 3/ Si una potencia perjudici 
de la Cornpaflía universal del Canal de Suez est 
pleno derecho á reparar lo antes posible el perj 
á restablecer la completa libertad de navegaciói 

El Sultán de 'i'urquía en 1866 aceptó la servil 
sito necesario para llegar al Canal en los terreno 
ce soberanía. El tratado de Consta ntinopla de : 
libre tránsito para los buques de guerra ó de coi] 
quiera la nacionalidad á que pertenezcan. Si dos 
en goerra se encuentran en Port Said 6 en £ 
regla de las 24 horas, según la cual no podrá { 
sino un día después que haya pasado el otro. El 
ser bloqueado y ningún acto de hostilidad pue< 
sus puertos ni ea un radío de tres millas. 

200. El canal de Kiel, de 98 kilómetros de 
elusiva propiedad de Alemania en cuyo suelo 
mediante el esforzado trabajo de sus subditos. 
cho á transitar por él sino los buques de las pote 
el gobierno alemán se los baya concedido. 

201. Rl Estrecho de Magallanes es de libre t 
las banderas de todas las naciones. Esta liber 
cidn por el articulo 5." del tratado de 1881, Srní 
la República Argentina. 

202. Los estrechos de Sund y Belt que cu 
mar Báltico son hoy de libre navegación, sin qi 
bierno de Dinamarca cobrar ningún impuesto < 
faros. Por el tratado de Copenhague de 1857 st 
namnrca y la mayor parte de los Estados, Dinam 
la percepción de impuestos que cobraba desde 
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á los buqueB extranjeros el uao del río para las neceaida< 
au comercio, puede ser tan amplio que estén autorízadof 
crear una posición privilegiada para sus propios ciudadaí 
hacer la libertad de aavegación efímera é ilusoria (1). 

205. Al tratar la cuestión de la libertad de naTegaciÓD 
rloa debe distinguirse entre los que llegan al mar deept 
atravesar los territorios correspondientes á varios Estados 
que atraviesan el territorio de uno aolo. 

Después de extensos debates se ha establecido, respe' 
los primeros, el derecho de todos los Estados por cuyo 
corre el río para aprovechar esa vía de comunicación hí 
desembocadura en el mar. No solo sus subditos pueder 
car por el rio sino que también el derecho llega hasta o 
á los demíi-s Estados copropietarios á permitir la entradc 
lida de las naves que le traigan comercio del exterior. 

Kespecto de los rios navegables que corren atravesai 
territorio de un solo Estado, hay diversidad de opin 
Blunstchli se pregunta por qué razón los dos ó tres E 
fronterizos de un río habrán de estar obligados á dejar i 
los buques de todos los demás, no solo á los suyos pro¡ 
el EJstado que posee todo el curso de un río ha de poder 
bir la entrada á los otros pueblos. El Estado que posee t 
curso de un río no puede teoer sobre éste más derechc 
los Elstados fronterizos tienen sobre el río común. La lib 
vegación fluvial no tiene por base el hecho de que las 
del rio sean propiedad de diversos Estados, sino la de ' 
rio comunique con el mar; pues, estando éste abierto al c 
cío de todos loa pueblos, su libertad trae consigo neci 
mente la de la navegación Suvial. — Fiore dice que cuaudo 
pertenece á varios Estados cada cual de ellos tiene den 
hacer el comercio con todo el mundo y puede exigir que 
le opongan obstáculos; mas, cuando el río corre sólo poi 
rritorio de un Estado puede éste servirse ó nó, con coi 
libertad é independencia, de su río para comunicarse c 
demás pueblos; puede permitir ó nó á los demás el uso 
orillas; establecer las condiciones para aquellos que qi 

(i; FiORC, obni citedA, lomo II, pig. 18S. 
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nado ea el de París y, para prevenir futuras dificultades, dis- 
puso se derribasen las fortiScdciones construídaus á lo largo del 
rio y prohibió construir otras nuevas. 

208. La ocupación de la mayor parte de África por los 
países europeos ha dado considerable interés á la navegación 
del Congo, como también á la de Níger. El Instituto de Dere- 
cho Internacional en 1883 emitió su opinión al respecto de- 
seando que el principio de la libertad de navegación para todas 
las naciones se aplicara al Congo y sus afluentes y que todas 
las potencias se pusieran de acuerdo sobre los medios más ade- 
cuados para prevenir los conflictos entre las naciones civiliza- 
das en el África ecuatorial. 

En la conferencia africana de Berlín de 1885 se satisfizo el 
voto del Instituto, proclamándose el principio de la libertad. 

209. Son interesantes los debates habidos entre España y 
Estados Unidos con motivo de la navegación del Mississipi y 
entre Estados Unidos é Inglaterra con respecto al San Lo- 
renzo. 

Estas últimas ofrecen aún mayor interés. 

Estados Unidos poseen las riberas del San Lorenzo hasta el 
límite en que las fronteras septentrionales de la República lle- 
gan á tocar el río; al paso que Inglaterra posee las riberas sep- 
tentrionales de los lagos y del río en toda su extensión. El go- 
bierno do Estados Unidos pretendió, ya en 1828, derecho de 
navegar el San Lorenzo desde sus fuentes hasta su desemboca- 
dura en el mar. 

Esta pretensión la fundaba en el derecho natural y en el de 
necesidad. Invocaba las actas europeas, á las cuales había adhe- 
rido Gran Bretaña, y en las que se había estatuido la libre nave- 
gación del Rhin, del Necker, del Mein, del Mensa y del Escal- 
da. Agregaba que antes de la independencia todos los subditos 
entonces ingleses tenían derecho de navegación á virtud de 
convenios celebrados con Francia. 

Inglaterra contestaba á estas argumentaciones diciendo que 
la libertad de tránsito de una nación por el territorio de otra 
vecina era considerada por los autores más célebres como una 
excepción á los derechos de propiedad. 

Estos autores hacen una distinción entre el paso por un río 
Dbrboho 12 
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de la ueceaidad en que Iob suizos se eacontrabaa de enarbolar 
en sas naves un pabellón extranjero. (1) 

Eu el estado actual del derecho, es dudoso si los Estados que 
carecen de fronteras marítimas tienen derecho para permitir á 
sus subditos enarbolar su pabellón sobre las naves. Ea nuestro 
concepto, si ese derecho existe, debe califícárseie de teórico- Es 
cierto que la nacionalidad de las naves depende, salvas ciertas 
reetriccioues que imponen las leyes de determinados países, de 
la voluntad de los armadores y es natural que se respete el 
deseo de éstos de colocar los objetos de su propieilad bajo la 
protección d6 la bandera de su país; pero si el país cuya sobe- 
ranía representa la bandera enarbolada no tiene medios efieaces 
de prestar protección al objeto que ésta cubre, parece más con- 
veniente que se abstenga de prestar sus iusigniai^ nacionales 
para ser usadas por los buques; y parecería en conseeaencia y 
como medio de evitar incidentes enojosos, más jurídico negar 
á las naciones mediterráneas el derecho de tener pabellón ma- 
rítimo. 

215. Toda nave debe tener un nombre y un domicilio fijo 
donde ae puedan exigir las obligacioues que contraiga. Estoa 
dos requisitos deben constar en el certificado de matrícula. 

Ijas naves de guerra y mercantes están sometidas en las 
aguas territoriales del Estado á. que perteneceu y eu alta mar á 
la jurisdicción de au paía por lo que respecta á los detitos y fal- 
tas que ae cometan á bordo aunque los perjudicados aean per- 
sonas que tengan otra nacionalidad. 

Las leyes de cada país oontieneii las reglas que determinan la 
manera de proceder en cada caso. 

Las naves de guerra en alta mar están obligadas á suminis- 
trar todos los auxilios necesarios á los buquea que encuentren 
en au camino. Deben procurar salvar la vida de los pasajeros, 
suminiatrar los alimentos necesarios y conducir la tripulación 
á un puerto cercano. 

Ijas leyes inglesas y de Estados Unidos conceden á los capi- 
tanes y tripulantes de una nave de guerra el derecho en estoa 
caaos de cobrar una indemnización á título de salvamento. 

<1) Bowriu, Drcit International Public, pág. SS9 
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CoKFEBENOiA DB Bbuselas. — ^El objeto de esta conferencia 
qneda analizado en otros capítulos de este libro. Declaró ilícita 
la trata de negros y proclamó el derecho de visita en el mar. 
Sus sesiones terminaron en 2 de julio de 1890. 

CoNGBBSo Pan-Ambricano. — Eu este Congreso estuvieron 
representados los f^stados de América del Norte, de la América 
Central y de Sud- América. Se abrió el 18 de noviembre de 1889 
y fué clausurado el 20 de abril de 1890. 

Es uno de los Congresos en que se han tratado mayor nú- 
mero de cuestiones. El programa disponía que el objeto del 
Congreso era ocuparse de adoptar las medidas conducentes 
á mantener la paz y á procurar la prosperidad de los Esta- 
dos representados, establecer líneas de navegación, un sistema 
uniforme de reglamentos aduaneros, dictar leyes de propiedad * 
literaria, de marcas de fábricas, un sistema común de mone* 
das, aceptar el arbitraje para resolver todas las disidencias que 
se promuevan, etc. 

Este programa, elaborado por el Ministro de Relaciones Ex- 
teriores de los Estados Unidos, Mr. Blaine, tendía á llevar á 
la práctica la doctrina Monroe. El fin que Estados Unidos 
perseguía descansaba, como dice Bonfils, en tres hechos: 1.** 
cerrar el mercado americano á las importaciones de Europa, 
constituyéndose una unión aduanera entre los Estados ameri- 
canos; 2.° facilitar las relaciones adoptando todos estos Estados 
un sistema uniforme de pesos y medidas, de reglamentos 
aduaneros, de monedas; y S.*" adoptar un sistema de arbitraje 
obligatorio, teniendo los Estados Unidos casi la seguridad de 
que su Gobierno serviría de arbitro en los conflictos que se 
suscitaran. 

Todos los Estados centro y sudamericanos, poseedores de 
grandes extensiones de terrenos, vírgenes muchos de ellos, tie- 
nen su principal fuente de riqueza en la agricultura y en la 
minería. Estas condiciones naturales y el poco número de su 
población han influido poderosamente para que la industria 
manufacturera no tenga el mismo desarrollo que en los países 
europeos. Estados Unidos, á más de ser una nación agrícola, 
68 un país eminentemente manufacturero. 
Siendo esto así ¿podrían las repúblicas centro y sad-ameri- 



sistfa, como muy bien lo expresa el autor citado, en cerrar el 
mercado americano á las importacionea de los países europeos? 
A nuestro juicio, nó. 

Para la marcha regalar del comercio es menester el cambio 
de productos. Los Estados Unidos nos mandaríau los artículos 
manufactureros que necesitamos y nada podrían naestros paí- 
ses agrícolas mandar eQ cantidad apreciable á una potencia 
como los Estadas Unidos que también es agrícola y cuyo suelo 
produce en gran cantidad casi todos los mismos artículos que 
el nuestro. 

CoNOBBSo Sdd-auebicano db Mohtbtideo. — Fué inaugu- 
rado en 26 de agosto de 1888 y clausurado el 18 de febrero de 
1889. Estuvieron representadas las repúblicas de BoUvia, 
Chile, Paraguay, Perú, República Argentina, Uruguay y el 
entonces Imperio del Brasil. 

Fué convocado con el objeto de ocuparse de asuntos de De- 
recho Internacional privado. 

En el lugar oportuno daremos á conocer sus resoluciones. 



DE LOS TRATADOS 



245. Los tratados que celebran entre sí los Gobiernos desem- 
peñan en el Derecho Internacional el mismo rol que los con- 
tratos otorgados por los particulares en el Derecho Civil, E^tos 
son fuentes de obligaciones para los individuos; aquéllos el ori- 
gen de los derechos que adquieren ó de las obligaciones que con. 
traen los Estados en favor de sus propios intereses ó de los in- 
tereses generales de la humanidad. 

Dar una definición de lo que son los tratados es difícil si se 
toma en cuenta la inmensa variedad de materias que pueden 
constituir su objeto. 

La defínición que de ellos se dé ha de limitarse á abarcar mu- 
chasde estas materias en la imposibilidad de comprenderlas todas. 
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Lorímer los define diciendo que son una declaración hecha 
por dos ó más Estados de una específica relación jurídica 
existente entre ellos, declaración que se obligan á cumplir y 
guardar como si fuera verdadero derecho positivo. 

Para Fiore es tratado cualquier convenio entre dos ó más 
Estados, llevado á cabo con el fin de crear, mediante el consen- 
timiento recíproco, una obligación, resolver otra ya existente ó 
modificarla. 

Algunos autores hacen distinción entre los tratados y las 
convenciones; pero en realidad ante el derecho el concepto que 
envuelven estas dos fuentes de obligaciones es el mismo. Sin 
embargo, en la práctica, se denomina convenciones á los acuer- 
dos que revisten una importancia secundaria sea porque se 
trata de una materia especial ó porque el fin que con el acuer- 
do se persigue no es de grande interés. La denominación de 
tratados se da á los acuerdos que celebran los Estados relativos 
á muchas materias simultáneamente ó á una de considerable 
importancia para los Estados que lo suscriben. 

246. Heffter hace una breve historia del criterio que ha 
guiado á los países en la celebración de los tratados. 

En el mundo antiguo, dice, los tratados no se refieren á nin- 
guna cuestión política de importancia, limitándose por lo común 
á resolver cuestiones del momento. En la Edad Media los tra- 
tados tienen aún menos interés porque los soberanos se consi- 
deran dueños de las naciones y estipulan sobre las cosas de 
Estado como si fueran cosas de su propiedad. En el siglo XV 
comienza á firmarse verdaderos tratados políticos: coinciden 
ellos con el nacimiento de la política internacional europea. 
En el siglo XVI se da mucha importancia á los pactos de co- 
mercio que la adquieren en razón del movimiento colonial. 
La primera mitad del siglo XVII es ocupada por las cuestio- 
nes religiosas que terminan con el gran tratado de Westfalia. 
Las cuestiones de equilibrio se suceden con extraordinaria 
frecuencia; estalla la Revolución Francesa; vence y dicta trata- 
dos que consignan sus conquistas territoriales. Impera la polí- 
tica napoleónica hasta que el gran pacto de Vienade 1815 resta- 
blece la organización europea. De 1815 á 1830 los tratados se 
inspiran en sentimientos de defensa contra nuevas revoluciones. 



Los requisitos internos son: capacidad de los partes contra- 
tantes, cODseutimiento y objeto licito y posible de veríScarse. 

La falta de alguno de estos requisitos no lleva consigo la 
nulidad Inmediata del tratado; es necesario, para qaeella se pro- 
duzca, que sea solicitada por el Estado que en ello tenga in- 
terés (1). 

Las partes que celebran los tratados deben tener condiciones 
de responsabilidad bastante para el ñel cumplimiento de lo que 
en ellos se estipula y de esta responsabilidad sólo gozan los Es- 
tados. Los Estados son, pues, los únicos que tienen derecho á 
celebrar tratados. 

Las convenciones celebradas entre uu Estado y un particular 
ó entre Soberanos para asuntos relacionados con sus personas, 
DO están comprendidas dentro del concepto que en nuestros 
tiempos se tiene de los tratados. Heffter es el úuico autor que 
pretende que loa tratados particulares celebrados entre Sobera- 
nos son tratados internacionales; lo que es verdaderamente 
inaceptable. 

Los concordatos son también tratados internacionales, como 
que el Papa es considerado, por las razones que hemos visto, 
como Soberano. 

En tas confederaciones, para conocer si los Estados que las 
componen tienen derecho para celebrar tratados, hay que ate* 
uerse al pacto de la unión y ver si sus disposiciones reconocen 
la existencia de una sola persona internacional, la del Estado 
central ó la de ésta conjuntamente con el Estado particular 
respectivo. Hay sistemas de Estados compuestos en que se re- 
serva cada una de las fracciones el derecho de celebrar tratados 
sobre asuntos que afecten á sus particulares intereses, delegan- 

(1) FiORE. Derecho IntemaeiomU PMlieo- TomoS.' pág. 24. 
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do su soberanía en el Estado central para aquellos cuya reali- 
zación afecte á los intereses generales de los asociados. En este 
caso la capacidad del Estado particular existe y ios tratados 
que celebre serán obligatorios dentro de los limites de su terri- 
torio. 

248. Los Estados se obligan, como ya lo hemos expuesto, 
por medio de los Poderes Públicos que designan las Constitu- 
ciones de cada país. 

Antiguamente esta cuestión carecía de importancia ya que, 
siendo el rey la única autoridad, estaba radicada en él casi 
toda la suma del poder público. Más, en los tiempos modernos, 
en que impera el sistema constitucional, se exige por lo general 
la aprobación del pacto por las Cámaras Representativas para 
su eficacia y validez. 

La Constitución Española de 1876 previene que el rey nece- 
sita la autorización de las Cortes por medio de una ley especial 
para ratificar los tratados de alianza ofensiva, los especiales de 
comercio, los que estipulen subsidios á las potencias extranje- 
ras y todos los que puedan obligar á la nación, como también 
en todos los que se introduzca un cambio de cualquier género 
en el territorio español. 

En Alemania el Emperador representa al imperio en lo exte- 
rior; pero en los tratados referentes á materias que caen dentro 
de la legislación del imperio, es necesaria, para su conclusión, la 
aprobación del Consejo Federal, y para su definitiva validez la 
del Reichstag. 

En Chile la Constitución dispone que el Presidente de la 
República tiene la facultad de conducir las negociaciones, con- 
cluir y firmar los tratados de paz, de tregua, de neutralidad, de 
comercio, concordatos y otras convenciones, debiendo presen- 
tarse, antes de su ratificación, á la aprobación del Congreso. 

Este sistema de someter todos los tratados á la aprobación 
del Congreso nos parece el único aceptable, dados los caracteres 
de mucha similitud que con las leyes revisten y la enorme 
atribución y consiguiente responsabilidad que pesaría sobre el 
Poder Ejecutivo, si fuera el único que interviniera en su apro- 
bación. 

249. El segundo requisito interno es el consentimiento. 



cía de esta nulidad serla la de retrotraer el estado de las cosas 
al momento de la declaración de guerra y de este modo sería 
difícil concebir la paz entre los Estados. 

Repugna, pues, al buen sentido que la fuerza ó la presión 
sean causales de nulidad. Otro tanto puede decirse del error 
porque se presume que los Estados al celebrar los tratados 
saben perfectamente las obligaciones que contraen; y si se 
comprometen á hacer algo sin haberlo pensado con la detención 
necesaria, deben ser responsables del error en que han incurrido 
por su culpa. En los contratos de los individuos, es fácil que las 
leyes determinen- las circunstancias que han de concurrir para la 
declaración de nulidad por error; pero si se aplicara el mismo 
criterio á los tratados ó no tendría ninguno de éstos larga vida 
óno habría ningunocon carácter estable; lo queestaría en pugna 
con la intención que, por lo general, domina á los Estados al 
celebrarlos, esto es, que su duración se prolongue lo más posi- 
ble para que surtan los benéficos resultados que de ellos se 
«apera. 

250. El tercer requisito que debe concurrir para la validez 
de los tratados es la licitud de su objeto y la posibilidad de que 
pueda cumplirse. 

No valdrlau, pues, los pactos';en que un Estado prometiera 
ejecutar un hecho contrario al Derecho Internacional ní los 
relativos á la renuncia de los privilegios que el derecho natural 
declara de propiedad de todos los Estados. Por lo tanto, serían 
nulos los tratados en que se estipulara la renuncia ' al uso del 
Océano ó se concertaran facilidades para practicar la trata de 
esclavos. 

251. Liae solemnidades externas, esto ea, las formalidades 
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En la última de éstas se expresa la duración del tratado y 
la fecha del canje. 

Las solemnidades extemas son indispensables para la com- 
probación de los tratados. 

252. El jefe del Poder Ejecutivo delega la facultad de ne* 
gociar los tratados en los Ministros Diplomáticos acreditados 
ante los soberanos extranjeros. 

En el ejercicio de su misión estos funcionarios deben atener- 
se estrictamente á las facultades que les dan sus poderes; y si 
los tratados que celebran contienen disposiciones en que se 
traspasan esos limites, no son obligatorios para los Estados re- 
presentados. 

253. Para evitar las diflcult^es qne pudieran suscitarse si 
los Ministros Diplomáticos celebraran convenciones extralimi- 
taudo sos instrucciones, á la vez que para dar cumplimiento á 
los preceptos constitucionales en que se ordena que los tratados, 



greso en tos países en que este requisito se exija. 

Algunos autores niegaa que la ratiñcación sea necesaria para 
la validez de los tratados. 

En los países en que impera el régimen constitucional y en 
los cualea la Carta Fundamental exige la aprobación de los 
tratados por las Cámaras ó por el Jefe de Estado, la cuestión 
no puede suscitar dudas. Las conclusiones á que ariibeu los 
plenipotenciarios oo tendrán fuerza obligatoria sino cuando el 
Congreso, el Jefe de Estado ó ambos en conjunto se la den 
mediante su expresa aprobación. 

En Chite, por ejemplo, en que todos los tratados deben ser 
sometidos á la aprobación del Congreso, la ratiñcación tiene que 
existir fomosamente (1). En Italia, en que el artículo 5.° del 
Estatuto de 4 de marzo de 1848, dispone que el Jefe del 
Poder Ejecutivo debe ratificar los tratados que lleven consigo 
caicas de hacienda ó que importen variación de territorio con 
la aprobación de las Cámaras, tampoco la ratificación debe ser 
puesta en duda, como que el Derecho Internacional no puede 
estar en pugna con preceptos constitucionales admitidos por 
la generalidad de los Estados. 

354. Blunstchli sostiene que cuando los representantes de los 
Eetados han recibido los poderes necesarios para concluir de- 



{!) Cita Lastarria eD sus Comentarios á la ContÜtxuñón de Chile trea 
casos eD qae se bao ratidcado por el Ejecutivo ciertas OoDTeDclones sía 
la previa aprobaciÓD del Congreso Nacional. Esos caaos son: Convención 
de 15 de diciembre de 1IÍ52 celebrada con Gran Bretofis sobre supreslán 
de derechos diferenciales; Convención de 7 de noviembre de 18A< cele- 
brada con el Pera sobre arreglo de la amortización déla deuda de ese 
país á Cblle; y Convención de de febrero de 1856 celebrada con el mis- 
mo país sobre cancelación de la propia deuda. 
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finitivamente un tratado, la ñrma del protocolo ó del instru- 
mento especial en que se ha consignado el tratado obliga defí* 
nitivamente á las partes contratantes. (1^ 

Fiore es de opinión, y también participamos de ella, que esa 
firma no compromete al Estado que aparece representado, pues- 
to que á los plenipotenciarios sólo se les puede reconocer la 
facultad de negociar, más nó la de obligar. cLa facultad de 
asumir una obligación internacional que se reñera al Estado, 
se halla reservada á la soberanía, y sólo aquel que está inves- 
tido del poder soberano puede ratificar definitivamente un tra- 
tado.» (2) 

255. Se llaman también protocolos ciertos pactos internacio- 
nales celebrados con la mira de facilitar el cumplimiento de un 
tratado ya suscrito y vigente, de aclarar las dudas que se hayan 
suscitado durante su aplicación ó con otras semejantes y de la 
propia naturaleza. 

Los protocolos necesitarán de la aprobación de las Cámaras 
Legislativas en aquellos países que requieran esta solemnidad 
para todos los tratados, siempre que en ellos se modifique en 
cualquier manera lo estipulado en el tratado. (3) 

256. Surge la cuestión de si el Jefe del Estado ó los Pode- 
res Públicos que la Constitución designe pueden rehusar la 
ratificación. 

Francia ha rehusado ratificar numerosos tratados, y algunos 
en una ocasión reciente. La Cámara de Diputados francesa re- 



(1) Blunstohli. — Droit International Codifié. N.o 419. 

(2) FiORB. Obra citada, tomo III. 

(3) En Chile se han celebrado varios protocolos qae son en realidad 
verdaderos tratados internacionales. Véase BisouSan, EecopUaeión de tra- 
tados celebrados por la Bepública de Chüe. 

Disponiendo la Gonstitación de Chile que los tratados, antes de su rati- 
ficación, deben ser presentados á la aprobación del Congreso, y no exi- 
giendo igual trámite para los protocolos, se hace sentir la necesidad de 
qne una ley de carácter interno venga á definir loe pactos que deban con- 
siderarse incluidos en una y en otra clasificación. 

Se ha visto casos de celebrarse con el titulo de protocolos verdaderos 
tratados, que no han sido sometidos á las deliberaciones de las Cámaras. 
Es menester una aclaración bien neta al precepto constitucional referido 
para impedir este género de irregularidades que pueden ser graviaimas. 



do Srinado en Washington SQbre la inmigracióQ de los chinos. 
Aanque en la práctica se ha negado con cierta frecuenta 
la ratificación de varioa tratados, creemos que ello importa un 
procedimiento contrarío al honor de los Estados y que sólo 
debiera ponerse en ejercicio cuando los plenipotenciarios en- 
cargados de la celebración de los tratados hubieran eztralimi . 
tado sus instrucciones. 

257. La promulgación no es un requisito que sea indispensa; 
ble para que un tratado produzca sus efectos. En algunas oca- 
siones el conocimiento de ellos por medio de la promulgación 
podría ser origen de serías dificultades que se hace iadispeu- 
aable evitar mediante el secreto de que se rodea su existencia. 

Tienen, pues, los Estados el derecho de celebrar tratados 
secretos ó de mantener ocultas algunas de las cláusulas de que 
se compone. 

La promulgación sólo se impone cuando el tratado exige al- 
gunas obligaciones á loa individuos ó crea en favor de éstos 
algún derecho de tal modo que sea necesario poner en cono- 
cimiento de los subditos sus disposiciones pf^ra que est^n en 
aptitud de cumplir aquéllas ó de exigir éstos. 

258. Los tratados pueden contener cláusulas cuyo sentido 
no sea claro; sus distintos artículos pueden envolver contradíc- 
cionea. En estos casos se presenta la necesidad de interpre- 
tarlos para poner en práctica sus príncipios, de modo que se 
realice el verdadero fin que tuvieron en vista las partes al ce- 
lebrarlo. He aquí las principales reglas de interpretación. 

Loa tratados deben cumplirse de buena fe y, en consecaen- 
da, las partes contratantes no sólo están obligadas á cumplir 
las obligaciones que reza el contrato, sino también todas 
aquellas que se entiende pertenecerle sin necesidad de cláu- 
sulas especiales. 

Deben los Estados atenerse más bien ai espfrítu del tratado 
y cuando éste aparece de manifiesto, no buscar en la obscuri- 
dad de las frases un pretexto para eximirse de cumplir con 
las obligaciones que le impone. 
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de loa Goasideraados, corresponda á la autoridad soberana la 
interpretaciúQ de los tratados políticos y diplomáticos sod, síd 
embargo, competentes los Tribunales ordinarios para interpre- 
tar los tratados diplomáticos cuando ae trata de cuestiones que 
han surgido entre particulares á consecuencia de esos tratados. > 
El mismo principio han adoptado los Tribunales italianos. 

259. Al dar cumplimiento á los tratados ae puede presentar 
el caso de que una de las partes contratantes rehuse cumplir 
las obligaciones que se impuso. Gomo la sociedad ioteraa- 
cional carece de nn Tribunal que obligue á loa Estados á veri- 
car sus compromisos, desde tiempos muy remotos se han exi- 
gido ciertas garantías para la seguridad de los tratados. 

El sentimiento religioso encontraba en otro tiempo en el 
juramento que el Soberano prestaba, la más sólida garantía 
de que los tratados se llevarían á efecto. 

La hipoteca y los rehenes fuerou también y hasta hace muy 
poco han sidofírme seguridad de su cumplimiento. 

En nuestros tiempos se admiten las garantías que las partes 
consientan dar, siempre que ello no constituya un ultraje al 
honor de los Estados. 

La ocupación de una parte del territorio es uno de los me- 
dios que más frecuentemente se emplea para garantir el cum- 
plimiento délos tratados que se celebran una vez terminada una 
guerra. La Alemania en lS7i ocupó militarmente una parte 
del tcirritorio francés. 

La ocupación es de todos los medios el que ejerce mayor 
influencia para forzar á los Estados á cumplir sus compromi- 
sos; ella debe cesar una vez que se ejecute el tratado. 

Si se trata de asegurar el cumplimiento de tratados á cuya 
realización estén vinculados intereses pecuniarios, se puede 
prestar caución para el caso de que no se cumpla lo prometido. 
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Finalmente, un tercer Estado puede asegurar el cumplimien- 
to de los tratados. Esta garantía se constituye por medio de un 
pacto especial y es necesario el consentimiento del Estado que 
garantiza su cumplimiento y el de los que han intervenido en 
su celebración. Así, por una convención celebrada en 1856 entte 
Francia, Inglaterra y Austria, estas Potencias garantizaron el 
tratado de París de 30 de marzo del mismo año en la parte re- 
lativa á la independencia é integridad de la Turquía. 

260. Los tratados se extinguen : 

1.^ Por el vencimiento del plazo estipulado á menos que 
las partes consientan de común acuerdo en prorifogarlo. 

Hemos expuesto en otra ocasión que generalmente el plazo 
de vigencia del tratado se estipula en una de sus cláusulas. 
Expirado este término, es indudable que el tratado deja 
de producir sus efectos y no puede considerársele como fuente 
de derechos y obligaciones. En muchos de ellos se agrega una 
cláusula especial en que se expresa que, si el convenio no se 
desahucia en el plazo que se designe antes de la expiración del 
tratado, se considerará prorrogado. 

Pero bien podría suceder que la prórroga no se hubiera con- 
templado en el pacto y que, expirado el plazo de su duración, 
continuasen los Estados que lo suscriben haciendo uso de los 
derechos que les confiera y cumpliendo con las obligaciones que 
les imponga. Si ese tratado afectara los intereses de los parti- 
culares ¿podrían éstos presentarse ante los Tribunales para re- 
clamar el cumplimiento de las obligaciones que de él emanen? 
Fiore cita el siguiente caso eu que se da á conocer la opinión 
de la Corte de Casación de Francia, manifestada en el litigio 
Trouttman. 

En 1788 se celebró entre Estados Unidos y Francia un con- 
venio consular. El plazo de duración había expirado; pero todafi 
sus disposiciones se continuaban observando rigurosamente por 
las dos partes contratantes. No estando abolido el tratado, debía 
considerársele vigente. El cónsul de los Estados Unidos, recla- 
maba ciertos derechos que le correspondían con arreglo á dicho 
convenio y el Tribunal Uamado á decidir el litigio declaró vigen- 
te la convención, fundando su sentencia en el hecho de haberla 
considerado como tal ambos Gobiernos. El Tribunal estimó 



dos. luterpuesto recurso de casación, et procurador general, 
Mr. Dapin, sostuvo que el Tribunal había cometido ana extra- 
limitación de poderes al admitir por interpretación la existen- 
cia de un convenio extinguido de pleno derecho. Sostuvo que 
los Tribunales do tienen derecho para sostener por medio de 
la interpretación la existencia de un tratado cuando ésta sea 
impugnada. El Tribunal de Casación, tomando en cuenta este 
y otros muchos argumentos alegados por el procurador general, 
declaró que el Tribunal habfa cometido una extralimitación 
de atribuciones y anuló la sentencia. (1) 

2." Por la llegada de la condición resolutoria. 

3." Por la imposibilidail de su ejecución. 

Hay circunstancias en que es imposible dar cumplimiento á 
loe tratados. Tal es el caso de un Estado que ha suscrito tra- 
tados de alianza ofensiva y defensiva con otros dos que des- 
pués se encuentran en guerra. Comenzadas las hostilidades 
entre estos dos óltimos, es imposible que el primero cumpla 
el pacto celebrado. Si se declara en favor de uno de loa com- 
batientes, no cumple el tratado con el otro, respecto de) cual 
pasarla á ser enemigo. Por otra parte, ai permanece neutral 
en la contienda, no se veriñca el tratado respecto de ninguno 
de sus aliados. (2) La neutralidad, que es el camino que debe 
adoptar en tal emei^encia, le impide cumplir con sus dispo- 
siciones. 

4.* Por la renuncia que efectúe un Estado de loa privilegios 
que le acuerde un tratado. 

5.° Por el consentimiento reciproco de los Estados que lo 
suscriben. Si el consentimiento ha sido la base de su celebra- 
ción, es indudable que ejercitan las partes un derecho perfecto 
al poner ñn á su duración. 

6." Por el denuncio que una de las partes contratantes haga 
de poner ñn aljtratado siempre que esta facultad esté estipulada 
en una de sus cláusulas. 

La mayor parte de los tratados sascrítoa por la cancillería 



(1) Jounttü dM PalaÍM.—lSi 
(3) BoNriu, Obra cltadi. 



teoiaQ uoa disposición eu que se colocaba á la otra parte eo el 
goce de los derecbos que correspoQdieraa á la Nación máe favo- 
reoida. 

El sentitnieoto que abora domiua á los Elstados sud-ameñ- 
canos de estrecbar sus relacioues comerciales por medio del 
cambio de sus productos, ba obligado á la cancillería cbilena ¿ 
denunciar los pactos suscritos con loa Estados europeos que 
couteoiau la cláusula á que nos bemoa referido y en la parte 
que á estas cláusulas se refiere. (1) Si se bubieraa dejado sub- 
sistentes esos tratados no se habrían podido realizar estas as- 
piraciones por cuanto el hecho de poner á una Potencia en el 
goce de los derechos de la Nación más favorecida, implica que 
esa Potencia gozará de todas las eoncesioaes que se otorguen á 
otros Estados. Da modo que si no se hubieran denunciado, eu 
la parte relativa á esas cláusulas, ka concesiones que se otor- 
garan á los Estados de la América latina se hadau extensivas á 
los países Europeos; lo que haría que esos tratados no produje- 
ran los benéficos resultados quesería de esperar, dada la uni- 
dad de miras en el deseo de estrechar los vínculos comerciales 
que ahora comienza á diseOarse y que en poco tiempo habrá 
de convertirse en una hermosa realidad. 

7." Los tratados también se extinguen por haberse cumplido 
el objeto que se tuvo en vista al celebrarse y por la extioción de 
nna de las partes que lo suscribieron, debiendo en este último 

(1> Notas de E. Fhillips sobre el Derecho latertuctoaal Público de 

BODBDOK VlANE, págÍDft 88. 
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caso tomarse en cuenta laa consideracioQes que ya hemos 
expuesto sóbrelos efectos que prodace la eztÍDoión de loa Es- 
tados en los pactos. 

361. La declatadón de la guerra Ueva consigo la extinción 
de los tratados qne no searmonizan con el nuevo orden de cosaa. 

Se extinguen, pues, los tratados cuyos preceptos sólo pue- 
den ponerse en vigencia mientras se mantengan las relaciones 
pacificas. 

Los tratados de alianza, de amistad, de comercio y de nave* 
gaciÓn quedan extinguidos del todo. Estos tratados llevan en- 
vuelta la condición de resolverse una vez que cese el estado 
de paz. 

Algunos autores consideran que estos tratados debieran sus- 
penderse durante el estado de guerra y volverse á aplicar una 
vez que se restablezca el estado de paz; pero, aun cuando en 
principio esta idea es muy digna de tomarse en consideración, 
en la práctica pocos son los Estados que han adoptado esta regla 
de conducta. Chile en el tratado de paz que celebró con el Perú 
en 1883 y que puso término á la guerra emprendida contra el 
Perú y Solivia, no hizo revivir una Convención Postal y otra 
Convención Consular que, celebrados en tiempo de paz, hablan 
caducado por el hecho de la declaratoria de guerra. El tratado 
de Francfort celebrado en 1871 entre Francia y Alemania hizo 
revivir un limitado número de tratados sobre navegación, 
propiedad Uteraria y otros. 

La guerra, al mismo tiempo que extingue los tratados cele- 
brados con ocasión del estado de paz, es el origen de la vida de 
otros que se han Suscrito expresamente para el caso de ana 
ruptura de relaciones. Los tratados sobre armas y proyectiles 
prohibidos de San Petersburgo, los principios de la Declaración 
de París de 1856 sobre el pabellón y las mercaderlt», el res- 
peto á los Estados neutralizados y otros muchos comienzan á 
ser fuente de obligaciones y á camplirse estrictamente cuando 
se verifica la ruptura de las relaciones pacificas. 

362. Los tratedos han sido divididos de mochas maneras. 
Algunos autores han partido de la base de la naturaleza de la 
obligación; otros de su duración, clasificándolos en traiuiiorioM 
é mmutdblet. Martens los ha dividido en polítieoí y tonales se- 
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gún afecten á los intereses religiosos y económicos de los Esta- 
dos ó á los intereses del individuo como miembro de la so- 
ciedad. 

Todas estas clasificaciones y otras muchas que se han pro- 
puesto no comprenden la inmensa variedad de materias que 
deben regular. Así, la división que hace Wheaton de los trata- 
dos en permanentes y transitorios es exacta si se considera que 
una ve2 cumplido el tratado no puede deshacerse, por la volun- 
tad de una de las partes contratantes, lo hecho; pero desde el 
momento que se produce el acuerdo de las dos partes deja, 
salvo raras excepciones, de ser permanente para revestir los 
caracteres de los tratados transitorios. '^ 

Si, como lo propone Wheaton, hubiera tratados perpetuos, los 
países que los firmaran tendrían que renunciar á la especta- 
tíva de uniformar los tratados con las nuevas costumbres que 
imperen y con el progreso que alcancen, lo que haria pro- 
ducir el fenómeno de que pueblos enteramente cultos estuvie- 
ran regidos en sus relaciones con los demás por medio de 
tratados celebrados en una época en que dominaba una civili- 
zación más atrasada. El derecho de los Estados para modificar 
sus tratados á medida que avanzan en su progreso debe equipa- 
rarse al derecho que tienen de dictar leyes nuevas á medida que 
van desapareciendo las antiguas costumbres y se van reempla- 
zando por otras amoldadas al espíritu de la época. 

La división de los tratados que en nuestro concepto se ajus- 
ta más á la verdad es la de Bonfils. Se dividen en cuatro cla- 
ses: 1.^ tratados que sirven de fuente del Derecho Internacional; 
2° tratados políticos; S.^ los celebrados entre beligerantes y 4.<> 
tratados protectores de los intereses sociales y económicos de 
los pueblos. 

De los tratados de la tercera clase nos ocuparemos al tratar de 
la guerra. 

263. Todas las convenciones que se celebran, aunque sean 
compromisos de sólo dos Estados, ejercen cierta influencia por- 
que sus ideas se trasmiten con el transcurso del tiempo á los 
demás Estados hasta que llega á producirse una situación tal 
que la aceptación de sus principios se impone como una nece- 
sidad. 



neuiraHdad armada proclamada por la Emperatriz de la Rusia 
Catalina 11, en 1780, ea que se exponían los principios condu- 
centes é. determitiar la situación de loa Estados neutrales en tas 
guerras marítimas, fijando derechos que las potencias adhe- 
rentes debian hacer respetar por la fuerza, no fué aceptada en 
DO principio sino por el propio Estado que la proclamara. Fran- 
cia, pocos meses después, declaró que admitía la libertad de las 
naves neutrales. Dinamarca, Suecia, Holaude, Prusia, Austria, 
Portugal y las dos Siciliae admitieron el mismo principio con 
pocos años de posterioridad. De esta manera un principio ad- 
mitido por un solo Estado pasó á contar con el apoyo de la 
generalidad (1). 

Las relaciones internacionales se van ensanchando & medida 
que desaparecen los odios de raza, las ambiciones de. los monar- 
cas, las rivalidades de los pueblos y poco á poco se va abriendo 
camino la idea de constituir ta sociedad internacional sobre la 
base de la justicia y del derecho. En la actualidad todos aspira- 
mos á ejercer nuestros derechos no sólo en el Estado de que 
somos miembros; deseamos que en los países que recorremos 
ó en que fijemos nuestra residencia se nos considere y se nos 
respete y que encontremos en ellos tribunales que declaren 
nuestros derechos en la misma forma que á los naturales. 

Las necesidades que tenemos y que son muchas de ellas co- 
munes á todos los individuos y que tienen su origen en el co- 
mercio, en la industria, y otros muchos factores, ejercen, pues, 
poderosa influencia en el estrechamiento de las relaciones dn 
los pueblos. 

De ahí la necesidad de que los Estados celebren tratados ge- 
nerales para que sepamos de un modo cierto las reglas á que 
debemos ajustar nuestra conducta y cuáles son las garantías 
que tenemos fuera de nuestro suelo. Así, el Congreso de Mon- 
tevideo de 1889 establece las reglas á que deben sujetarse tos 

(1) BoHriLS, Obnt citada. 
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individuos de ios Estados que lo suscribieron, para los efectos 
de su estado civil. 

Las relaciones comerciales, por otra parte, exigen que todos 
los individuos tengan un mismo concepto de las cosas y es 
necesario para que ello se produzca que todos los Estados ha- 
yan uniformado sus opiniones. De aquí el tratado que ha sido 
suscrito por todos los pueblos cultos sobre la unificación del 
sistema métrico de 20 de mayo de 1875. 

La inviolabilidad de la correspondencia epistolar y la pron- 
titud con que debe ser entregada á los destinatarios ha obli- 
gado á los Estados á celebrar los tratados de Unión Postal 
universal de 1.^ de junio de 1878 y el telegráfico internacional 
de julio de 1875. 

La declaración de Paris de 16 de abril de 1856 es otro tra- 
tado de carácter general que ha sido suscrito por todos los Es- 
tados á excepción de Méjico, Estados Unidos y España. 

Estos tratados, y otros muchos que omitimos, contribuyen á 
uniformar las relaciones internacionales y sirven de fuente del 
Derecho Internacional. 

264. Los tratados políticos tienen por objeto la existencia, 
la independencia y la soberanía de los Estados considerados 
como miembros de la sociedad internacional. 

Muchas son las formas que pueden adoptar; nos concreta- 
remos á analizar unos pocos ya que algunos están íntimamente 
unidos á materias que hemos tratado. 

1 .<> Tratados de pae; de ellos nos ocuparemos más adelante. 

2.® Los tratados de álianea son compromisos de dos ó más 
Estados para unir todas sus fuerzas ó parte de ellas á fin de 
hacer triunfar una idea política cuya realización interesa á 
los Estados que la suscriben. 

Estos tratados de alianza, si se les considera con relación á los 
objetos que han tenido en vista las partes de hacer ó evitar la 
guerra, se dividen en defensivos, ofensivos y mixtos. En los pri- 
meros, la obligación que las partes han contraído sólo existe en 
una guerra defensiva. Un ejemplo de esta clase de alianzas es 
la firmada en Viena en 1879 entre Alemania y Austria y que en 
1 882 fué suscrita por Italia. La Triple Alianea, que es el nom* 
bre que se le ha dado, ha sido renovada en distintas ocasiones, 



ITrancia y itusia se Han nnido en Intimo consorcio en 189». 

En las alianzas ofensivas, las obligaciones de las partes con- 
tratantes se estipulan Goíi el objeto de cooperar á las hostili- 
dades qne se lleven á cabo contra nna potencia determinada ó 
contra coalquier potencia. 

La mayor parte de las alianzas son mixtas, ó sea defensivas 
y ofensivas al mismo tiempo. Como ejemplo podemos citar la 
celebrada por Chile con 9I Perú, Solivia y Ecuador con ocasión 
de la guerra con Eapafia. 

3.° Los tratados de protectorado qne colocan al Estado pro- 
tegido bajo la tutela del Estado protector. 

■ 4.0 Los tratados de UmUea que tienen por objeto la fijación 
de las fronteras entre dos Estados. 

b." Los concordeUoe, que son las convenciones celebradas por 
el Papa, como jefe de la Iglesia, y el plenipotenciario de nn 
Estado con el objeto de deslindar la esfera de acción de los 
poderes espiritual y temporal. Se celebran principalmente con 
el fín de mantener la unidad de la Iglesia. 

6.* Las conveneionet eofuulare& que tienen por objeto deter- 
minar las atribuciones, privilegios, inmunidades y deberes para 
con el Estado, de los cónsules en cuyo territorio ejercen sus 
funciones. 

Además de los mencionados, hay muchos otros como los 
de garantías, de subñdioi, de capitulaciones, de neutralidad 
que también figuran en la categoría de los tratados poUticos. 

Muchas convenciones que están comprendidas entre los tra- 
tados poUticos tienen también por objeto proteger los inte- 
reses sociales y económicos de los pueblos, asi como también 
algunos de estos últimos caen bajo ciertos aspectos en la es- 
fera de acción de los primeros. 

Enumeraremos unos pocos tratados protectores de los inte- 
reses sociales y económicos. 

Propiedad litebabia y astístioa. — El objeto de estos tra- 
tados es reconocer á los escritores y artistas la propiedad de 
sos producciones y asegurarles en los países extranjeros las 
utilidades qne ellas les produzcan. El derecho de propiedad de 
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estas pbras comprende la facultad que tiene el autor de dispo- 
ner de ellas, de publicarlas, de enajenarlas, traducirlas ó auto- 
rizar su traducción. 

En el Congreso de Montevideo de 1889, las Repúblicas Sud- 
Americanas han celebrado un tratado 'de propiedad literaria 
que es un modelo en su género y que por uno de sus artículos 
se autoriza á las demás potencias á suscribirlo. 

La convención de Berna de 1884, que ha sido suscrita por 
todos los países europeos, creó una oficina en Berna que está 
colocada bajo la vigilancia de la Confederación Suiza, y desti. 
nada á recibir las reclamaciones que interpongan los autores 
por abusos de que se consideren víctimas. 

Pbofibdad industrial.-*— La celebración de estos tratados 
se impone para garantir á los inventores la propiedad de sus 
procedimientos industríales. Se han celebrado al respecto mu- 
chas convenciones, de las cuales las más importantes son las 
de París de 20 de marzo de 1883 y la celebrada en Montevideo 
en 1889 sobre marcas de comercio y de fábricas. 

Tratados de comebcio. — El objeto de estos tratados es 
fijar las reglas á que deben sujetarse los cambios de las merca- 
derías, los derechos aduaneros que se deben pagar por su in- 
troducción y la manera cómo se deben llevar á efecto las tran- 
sacciones entre los individuos de los países contratantes. 

Los tratados de comercio dan estabilidad á las relaciones 
internacionales, propenden á la riqueza industrial de los Esta- 
dos y tienden á satisfacer una necesidad que es común á todos 
los pueblos. 

Tratados de navegación. — Dan á conocer á los subditos 
de los Estados contratantes las reglas á que deben sujetarse en 
el embarque y desembarque de mercaderías, la manera cómo 
un buque mercante debe entrar á un puerto, la nacionalidad de 
las naves que efectúan el comercio de cabotaje y otras muchas 
cuestiones que están estrechamente unidas con éstas, 

Convenciones monetarias. — Se han celebrado con el fin de 
establecer entre las partes contratantes un sistema común de 
monedas. 

La primera convención de esta naturaleza fué firmada en 
París el 23 de diciembre de 1866 por Francia, Italia, Bélgica, 



pamr aei ano ísúh Da ezpenmentado ei vaior de ta plata tuzo 
que DO fuera posible rnaateoetr esta relaciÓD; y sos disposicio- 
nes, muy dignas de ser imitadas, se eDCueDtran hoy cadD- 



DB LA DIPLOMACIA. T DKL DBBEOHO DE BSPBESBNTACIÓK 

365. Diversas son las deñoicioties que se haD dado de la 
diplomacia, según se la haya concebido como ciencia y como 
arte. Para BeLlo ea la ciencia que trat» de los derechos y fun- 
ciones de los ministros públicos. Para Martena es el arte que 
tieae por objeto la gestiÓD de los Degocios iDieroacioaales. 
Para Diez de Medina es la ciencia de los príDcipíos y reglas ne- 
cesarias para dirigir las relaciones de los Estados y el arte de 
coDducir acertadamente las negociaciones entre ellos. 

El Conde Benedetti se expresa como sigue: <La diplomacia 
no es ana ciencia como la política, sino un arte. La política, 
tiene sus ÍDÍciadores, tiene sus doctrinas y un objetivo determi- 
nado, cual es el mejor gobierno de loa pueblos. La diplomacia, 
al contrario, limita su acción á los hechos contemporáneos, á 
los intereses particulares de cada nación; sus éxitos dependen 
de la habilidad de sus representantes; el mérito de la obra con- 
siste en la destreza del artíñce y muchas veces esa obra tiene 
ana existencia efímera; se sirve de modelos y de ejemplos, no 
de Institücionea propias.> (1) 

Un estimable autor contemporáneo espafiol. Mozo, nos da la 
siguiente deñoíción: «Diplomacia es la ciencia ó conocimiento 
de los intereses generales de los Estados y de sus relaciones 
mutuas, fundados en las reglas y principios del Derecho Inter- 
nacional, en las estipulaciones del positivo y en los naos y 



(1) Ooode de Benbdstti.— I7n ambattadew anglaii en Oriení. —Estadio 
pabUcado en la Beoúta de Ambo» Mtutdoi, tomo 78. 
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costambree admitidos, ó sea, en el derecho consaetadina- 
rio.» (1) 

No hay duda de que la buena diplomacia descansa en bases 
ciertas y científicas. El ejercicio de la diplomacia requiere hom- 
bres muy preparados y expertos que, con sagacidad y talento, 
procurarán el beneficio y el éxito de su Gobierno. 

En la larga vida de los pueblos la diplomacia artera é in- 
sidiosa, que no consulta los eternos é inmutables principios de 
la justicia universal, podrá alcanzar en un momento dado lison- 
jeros triunfos, pero á la postre será causa de positivos é irre- 
mediables desaciertos. 

266. La diplomacia ha existido desde los tiempos más re- 
motos. 

Su historia se la divide en dos partes, estableciendo' en el si- 
glo XV el límite de separación entre ambos períodos. 

En los tiempos antiguos la diplomacia se ejercitaba por 
medio de agentes que se enviaban por un Estado á otro cada 
vez que se presentaba una cuestión que afectara intereses de 
ambos Gobiernos. 

A partir del siglo XV se acreditan por los Gobiernos, que 
comprenden ya la necesidad de estrechar las relaciones intw- 
nacionales, legaciones permanentes cuyo fin es, no tan sólo re- 
presentar á su país en la tramitación y arreglo de un negocio 
que penda de la resolución gubernativa, ^no muy principal- 
mente prevenir las cuestiones fomentando en su patria y en el 
país en que ejerce sus funciones el espíritu de justicia y de 
simpatía recíproca. 

Se toma nota por la historia del Derecho Internacional, como 
manifestaciones del nacimiento de la diplomacia, de las emba- 
jadas de Luis XV, del pacto entre el Rey de Inglaterra y el 
Emperador de Alemania, suscrito en 1520 para mantener á 
firme enviados diplomáticos, de los esfuerzos de Bichelieu en 
pro de las legaciones permanentes, etc. 

Otra de las numerosas diferencias que se advierten entre las 
naturalezas tan distintas de las diplomacias del primero y del 

(1) Manael J. Mozo, Tratado Semental de derecho de gentes y mairitímo 
internacional, Madrid, 1898, pág. 305. 
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segando perlodotiene mi «xplicaciÓD en la correlativa dediver- 
aidad de la constitación política de los Estados antiguos, de los 
modemoe. Los Agentes Diplomáticos de loa tiempos antiguos 
tenían á sn cargo la representacián de los intereses personales 
de los soberanos; al paso que los agentes modernos representan 
los intereses generales de la colectividad. Esta diversa misión 
hace distinguir con perfecta claridad la res'^ectiva Índole de loa 
funcionarios de la antigua ; de la moderna escuela. 

Loa diplomáticos de la época en que el principe era con- 
siderado como el duefio y señor absoluto de la nación, tenían 
como único objetivo de sus esfuerzos conseguir el triunfo de 
los deseos ó ambiciones licitas ó vedadas, obra de intereses se- 
rios ó de caprichos baladlea del gobernante, sin rechazar me- 
dios por incorrectos que fueran. Lammenais sintetiza en los 
términos que siguen la diplomacia de los tiempos antiguos: 
«Ella ee el sacerdocio de! interés. Tiene dos objetos principales: 
procorar el bien propio y el mal ajeno. Si una nación, por ejem- 
plo, arruina á otra sin obtener niugún beneficio directo, ad- 
quiere por lo menos una superioridad relativa de riqueza y de 
poder. El diplomático debe estar, por consiguiente, exento de 
los escrúpulos del deber. Sus funciones se reducen á nna sola: 
á engallar. Cuando calla, cuando habla, cuando afirma, cuando 
ni^a, cuando grita, cuando insinúa, cuando aconseja, no persi- 
gue otro objeto. Sus discursos, su silencio, su figura, su gesto, 
BUS caricias, sus enojos, todo en él miente.> 

Los diplomáticos de los tiempos modernos tienen que dea- 
empeñar su rol fundándose sólo en los inconmovibles principios 
de la equidad y de la justicia y sin olvidar que la persona de sus 
soberanos mandantes cae del poder ó muere y permanecen en 
cambio á firme la personalidad de la nación que representa y 
la inmutabilidad de sus eternos destinos. 

267. La diplomacia, considerada como ciencia que trata del 
manejo de las relaciones intemacionates de los Estados, es 
ejercida por el soberano ó jefe del Gobierno. 

Las Constituciones de los diferentes países han provisto á 
la forma en que el Jefe del Estado debe cumplir su misión de 
representante de la nación para los efectos de los negocios ex- 
teriores. 
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Hay países en que se reserva exclusivamente al Soberano la 
facultad de dirigir las relaciones exteriores; y hay otros en que 
se concede cierta intervención al Poder Legislativo. 

268. El art. 73 de la Constitución Política deChile^ que enu- 
mera las atribuciones especiales del Presidente de la Repúbli- 
ca, contiene el siguiente inciso: 

«Mantener las relaciones políticas con las potencias extran- 
jeras, conducir las negociaciones, hacer las estipulaciones pre- 
liminares, concluir y ñrmar todos los tratados de paz, de alian- 
za, de tregua, de neutralidad, de comercio, concordatos y otras 
convenciones. 

«Los tratados antes de su ratificación, se presentarán á la 
aprobación de las Cámaras. Las discusiones y deliberaciones so- 
bre estos objetos serán secretos, si así lo exige el Presidente de 
la JElepública. » 

Entre nosotros ha dado lugar á muy interesantes debates 
parlamentarios la inteligencia que debe darse á la disposición 
constitucional que queda transcrita. 

En 1864 se presentó por un miembro de la Cámara de Dipu- 
tados un proyecto de acuerdo contrario al reconocimiento del 
Imperio Mejicano. 

En el curso de la discusión se sustituyó por un proyecto de 
ley que fué aprobado y que estaba concebido en estos térmi- 
nos: «La República de Chile no reconoce como conformes al 
Derecho Internacional Americano, los actos de intervención 
europea en América, ni los Gobiernos que se constituyan en 
virtud de tal intervención, aunque ésta sea solicitada; ni pacto 
alguno de protectorado, cesión ó venta, ó de cualquiera otra es- 
pecie, que amengüe la soberanía ó la independencia de im Es- 
tado americano, á favor de potencias europeas, ó que tenga por 
objeto establecer una forma de Gobierno contraria á la repu- 
blicana representativa adoptada en la América española.» 

En 1898 se propuso en el Senado un proyecto de acuerdo 
redactado como sigue: «Impuesto el Senado con satisfacción 
por las explicaciones del señor Ministro de- Relaciones Extei^io- 
res de que no se hará modificación alguna en lo convenido en 
22 de septiembre último por los representantes dé los Gobier- 
nos chileno y argentino para la solución de las cuestiones su- 



dicación ee manifeató que do correspondía al Congreso Nacio- 
nal fíjar rumbos al Fresideate de la República en el manejo de 
las relaciones iaternacionales, pues ésta es facultad prírativa 
del jefe del Poder Ejecutivo. 

Los partidarioa del proyecto manifestaron que él uo invadía 
las atríbucioDes del Presidente de la República. 

Bl proyecto fué rechazado por catorce votos contra siete. 

En el debate el Ministerio expresó que no haría alteración 
en lo CGovenido puesto que las actas que del acuerdo dan cons- 
tancia son una ley y no paeden ést&s modificarse sino por 
medio de otra ley. 

269. En la imposibilidad de que personalmente el Soberano 
tramite todos los negocios internacionales se conQa al Ministe- 
rio de Relaciones Exteriores la atención de este Servicio bajo la 
inmediata dirección del Soberano. El Ministro de esta Secreta- 
ría de Estado obedece directamente las inspiraciones del gO' 
bemante. 

Son atribuciones del Ministerio de Relaciones Exteriores: 
nombrar los ministros diplomáticos acreditados en el extranje- 
ro y recibir los que vengan acreditados cerca del Gobierno; 
dar instrucciones á aquéllos y negociar con éstos; dirigir la co- 
rrespondencia con las potencias extranjeras; y en general, 
tender en todas las cuestiones que se refieran al servicio diplo- 
mático. (1) 

(1) La ley de 31 áe junio de 1887 reorganlEÓ en Ohile loa Ministerios 
de EsUdo. £1 art. 3.° dice aef: (Corresponde al deepacho de Relaciones 
Exteriores y Cnito: 1.° Las dlapoBlclonee relativas al mantenimiento de 
las relacionas con las potencias extranjeros, al recibimiento de sns Mi- 
nistros diplomáticos y A la admisión de sns Oónsnies 7 otros agentes co- 
merciales; 2.0 la formación, olwervancia 7 ejecnclón de todos los trata- 
dos y coaTonctones Internacionales ; 3.° publicar y comunicar á quienes 
corresponda, dentroy (aera del país, la declaración de gnerra; 4.° nom- 
brar todos los empleados diplomáticos, cónsules y demás agentes públi- 
cos del pafe en el extranjero; 6." legalizar todos los documentos que de- 
ben producir efecto en el exterior y los que, otorgados en el extranjero 
deban producir efecto en Ohile; 6.° todo lo relativo al ceremonial 7 



D8 LOS ÁGBMTKS DIPLOKÍTICOS 

270. 8e conoce coa el nombre de agentes diplomáticos á loa 
foDcionarioa que tieneQ facultad de mantener las relaciones 
políticas entre los Chibiemos y de representar al Estado que los 
nombra en los actos en que están llamados á iutervenir en ra- 
zón de SQS puestos. 

Cada paia tiene reglas uspeciaies para la designación de los 
agentes diplomáticos. 

En algunos hay verdadera profesión: empiezan por servir en 
las oficinas de los Ministenos de Relaciones Extenores en los 
cuales adquieren la primera preparación para el desempefio de 
sus puestos; pasan en seguida á ser oficiales de legación, des- 
pués á secretarios, en seguida encargados de negocios y por 
último agentes diplomáticos. 

El estudio de las ventajas é incoDTenientes del sistema vi- 
gente en los países en que existe la carrera diplomática perte- 
nece al derecho público y constitucional interno. — Debemos 
aquí tan sólo observar que, aun en loe países á que hacemos 
referencia, ciertas misiones diplomáticas de singular importan- 
cia ó transitorias y especiales son confiadas á las veces á indi- 
viduos que no están en la carrera. 

271. En los tiempos anteriores al Congreso de Viena de 1815, 
fueron cansa de continuas y enojosas cuestiones de etiqueta las 
relativas al rango y tratamiento de los ministros diplomáticos. 
Unos se atribuían mayor suma de facultades que otros. Estos 
no reconocían y protestaban de la supremacía que pretendían 
atribuirse aquellos. 

El Congreso de Viena, que tan significativa importancia tie- 
ne en diversas rama^del Derecho Internacional, puso término 
á esas variadas dificultades. £1 reglamento que dictó está con- 
cebido en estos términos: 

etiqueta en Ua aslstenclu oflclales áqne coDcnmm el Presidente de la 
República j Oaerpo Diplomático; 7." todo lo concerniente á las relacio- 
nes del Estado con la Iglesia j al servicio del coito.» 



las Cortes no dan más categoría á sus empleados diplomáticoa. 
Tampoco la dan las alianzas poUticaa. 

<Abt. 7.** En los instromentos ó tratados entre machas po- 
tencias que admitan la alternativa, decidirá la suerte entre los 
tninistroB del orden qne ba de seguirse para las Srmas. 

<E1 presente reglamento .se insertará en el protocolo de los 
plenipoteDciaríos de las ocho potencias signatañaa del tratado 
de París en su sesíóo de 19 de marzo de 1815*. 

Posteriormente, en el protocolo de Aquisgrán ó Aiz-la-Cha- 
pelie de 21 de noviembre de 1818 se admitió una coarta clase 
de ministros públicos, los residentes, que se encuentran coloca- 
dos entre tos de la segunda y los de la tercera clase. 

273. Los ministros de primera clase son ordinarios y extra- 
ordinarios, según lo sea á su vez la misión para cuyo desempe- 
fio son nombrados. 



Los nuncios son distintos de los legados: aquellos representan 
al Papa ante los Crobiernos para todos loa asuntos diplomáticos 
que ocurrau; y éstos tienen la misma representación, aun máa 
íntima, pero sólo para las cuestiones de orden religioso y espi- 
ritual. Los legados son casi siempre cardenales y sólo son en- 
viados á laa naciones católicas qae reconocen la supremacía del 
Papa. Se les llama a lalere porque se supone que el Pontí&ce ^ 
se desprende de ellos. Hay también legados que no son carde- 
nales y que se les llama mitai y otros llamados nati que son 
arzobispos de diócesis que desempeñan á la vez laa funciones 
de legado. 

Los ministros de primera clase tienen carácter representati- 
vo. En coosecueacia, además de representar al Grobierno que 
los nombra, representan la persona misma del soberano y tie- 
nen derecho á que se les haga los honores que se haría á le» 
propios soberanos si estuvieran en el territorio del pais en que 
están acreditados. 

Tienen derecho al tratamiento de excelencia, á honores mi- 
litares y de cubrirse en la ceremonia de su presentaeióu al So- 
berano. 

273. Los ministros de segunda clase son los enviados ordi* 
nanos y extraordinaj-ios, los ministros plenipotenciarios y los 
internuncios del Papa. 

La distinción, dice Wheaton (1), entre los embajadores y los 
enviados se fundó originariamente en el supuesto de que los 
primeros estaban autorizados para tratar directamente con el 
Soberano mismo, mientras que los segundos, aunque aeredita- 
dos cerca de éste, no podían tratar sino con el Ministro de Ne- 
gocios Extranjeros. La autorización para tratar directamente 
con el Soberano parece implicar grado mayor de confianza, 
concediendo á la persona revestida de esa autorización los ho- 
nores debidos á los ministros de la jerarquía más elevada; pero 
esa distinción tiene más de aparente que de real. El uso de to- 
dos los tiempos, y especialmente de los modernos, autoriza átodos 
los ministros públicos, en general, para conferenciar cuando lo 
crean conveniente con el Soberano del país en que están acre- 

(1) Wheatow, Obra citada, Tomo I pág. 194. 



rOD coDsiaeraaaB como actos onciaies. ü^ntonces, como aBora, 
las negociaciones se seguían y concluían con el Ministro de Re- 
laciones Exteriores, y por su conducto llegaban á conocimiento 
de los representantes extranjeros las determinaciones del So- 
berano. 

En verdad, la distinción positiva y única que existe entre los 
ministros dé primera y de segunda clase consiste en la diversi- 
dad de ceremonial para bu recepción. Sus facultades jarídicaa 
son análogas; y en cuanto á su libertad de comunicarse con el 
Soberano he aquí cómo se expresaba Bismarck en 1871 en el 
Reichstag: (Un embajador no tiene cerca del Soberano más 
acceso que los ministros plenipotenciarios, y de ninguna mane- 
ra puede pretender tratar directament« con el monarca sin in- 
tervención de los ministros de éste.* (1) 

274. Los ministros residentes están acreditados á firme ante 
un Gobierno. 

Las leyes internas de cada pais ban colocado á estos funcio- 
narios en condición de inferioridad de sueldo y de rango ai lee 
compara con los ministros de la segunda clase. 

275. La cuarta clase comprende los encargados de negocios, 
que están acreditados ante el Ministro de Kelaciones Extertorea. 

En caso de ausencia del Ministro Diplomático del lugar en 
que ejerce bus funciones, quedaá cargo de la Legación su secre- 
tario con el titulo de encargado de negocios. 

Según Pbillimore, estos funcionarios no tienen derecho á ce- 
remonial ni á honores; pero se les concede las inmunidades de 
que gozan los agentes diplomáticos. 

276. Además de las cuatro clases que quedan mencionadas 
hay otros agentes públicos que no forman parte, sin embargo, 
del cuerpo diplomático, en vista de lo transitorio de su come- 
tido ó por otras causas. 

Se citan entre otros los enviados secretos, los agentes confí- 

. (IJ Mozo, Obra citada, pág. 314. 
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denciales que no quieren ó no pueden manifestar en público 
su investidura diplomática, los ministaros de etiqueta encalcados 
de hacer presentes las felicitaciones de un Gk>biemo á un So- 
berano con motivo de algún feliz acontecimiento personal ó de 
familia, y los comisionados expresamente enviados á otro país 
para concluir un convenio relativo á los servicios fiscales ó para 
fijar ó rectificar fronteras. 

Estos comisarios, dice Fiore, no forman parte del cuerpo di- 
plomático y sólo pueden obtener de los Qobiernos extranjeros 
la asistencia y el auxilio necesarios para desempeñar su misión, 
pero no las prerrogativas que corresponden á los agentes diplo- 
máticos. 

277. Greneralmente los servicios diplomáticos de un país 
ante un Gobierno son desempeñados por una sola persona. Es 
frecuente que una misma persona represente en otras ocasio- 
nes á su Gobierno ante varios Estados á la vez. En ocasiones 
solemnes, con motivo de un Congreso Intetnadonal ó para las 
estipulaciones de un tratado de paz, se suele nombrar dos, tres 
y hasta cuatro agentes diplomáticos. 

278. Es costumbre que un país que recibe un Ministro de 
cierta clase mande á ese país otro de igual clase. 

Esta regla sufre excepciones 6 menudo: se cita el caso de 
Francia que tiene un Embajador en Suiza al paso que esta 
República tiene en Paris solo un Plenipotenciario. — Chile ha 
mantenido con bastante frecuencia un Plenipotenciario en 
Gran Bretaña; al paso que el Ministro inglés ha sido siempre 
tan sólo Residente: en 1899 se ha ascendido la Legación á 
Plenipotencia. 

279. Los agentes diplomáticos son, en la generalidad de loe 
casos, subditos nacionales del país que los designa como sus 
representantes; pero no hai inconveniente de carácter jurídico 
internacional en que tales nombramientos recaigan en subditos 
extranjeros residentes dentro ó fuera del país y aun en subditos 
nacionales del país ante cuyo Gobierno se acredita el represen- 
tante. — Bolivia tuvo de representante en Chile á un chileno. — 
Inglaterra no nombra jamás de agente á un extranjero, por 
disposiciones expresas del Parlamento. — Suecia sigue la misma 
práctica. — ^Estados Unidos no recibe á los norte-americanos 



servicio de China, cuyo Gobierno le nombró embajador extraor- 
dinario cerca de Estados Unidos y de algunas cortes de Europa' 
en éstas fué recibido sin ninguna difícultad ni objeción en la 
calidad en que estaba en debida forma acreditado, más no asi 
en Washington, donde no fué reconocido como tal embajador, 
edno como pteDÍpotenciario especial con la misión de negociar 
un tratado.— El Papa Pío IX rehusó recibir al cardenal Hohen- 
lohe como ministro prusiano, por cuanto como cardenal estaba 
sometido á su potestad y no podía ser conveniente represfflitan- 
te de un Gobierno extranjero. 

280. La cuestión del ceremonial con que debe ser recibido 
el agente diplomático depende de las prácticas establecidas en 
cada país. 

Por regla general, al llegar el agente á la capital del país de 
sa destino debe avisar su llegada al Ministerio, de Relaciones 
Exteriores. Solicitará por' este mismo conducto audiencia del 
Soberano para los efectos de presentarle las credenciales. JuD' 
to con hacer esta petición de audiencia debe entregar copia de 
las credenciales y del discurso que proyecta pronunciar en el 
acto de la recepción. El día fijado se le recibe en audiencia 
pública y solemne y el Soberano contesta el discurso del diplo- 
mtico. — Eq los países monárquicos el diplomático es presenta- 
do en seguida á la familia real. 

Una vez recibido el agente, debe visitar al jefe del Gabinete, 
al Ministro de Relaciones y al Cuerpo Diplomático. 

A propósito de estas últimas visitas, Heffter observa que los 
embajadores esperan, antes de hacerla que los ministros ya 
acreditados se la bagan primeramente, para cuyo efecto su 
secretario les avisa el hecho de haber sido ya recibido. Los mi- 
nistros de las otras clases deben pedir hora para presentarse. 
Tal es también observación de Neumann. (1) 



(1) Heppter, Derecho publico de Euryía, pág. 444— Nkumann, Obra 
citada, pág. 276. 
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Por decreto de i." de junio de 1897 se ha r^lamentado en 
Chile el ceremonial diplomático. (I) 

Las cuestiones relativas al rango y á la precedencia entre 
los agentes acreditados ante un mismo Gobierno eran en lo 
antiguo por todo extremo frecuentes. Se tomaba en cuenta el 
poder político de los soberanos mandantes, suscitándose muy 
enojosos conflictos. Se ha acudido á ciertos expedientes para 
evitarlos. Asi, se conviene, dice Neamann, en que todos los 
sitios serán considerados iguales; los ministros se sientan sin 
orden determinado ó según el orden alfabético de los nombres 
de los Estados; se adopta un pie de perfecta reciprocidad de- 
volviendo exactamente lo que se recibe; en las sesiones de los 
Congresos se usa una mesa redonda sin distinción de luga- 
res, etc. 

Existen reglas, que aquí omitimos por estimarlas de detalle, 
que determinan la colocación de los ministros en los banque- 
tes oñciales ó en los desfiles. 

281. El Estado ante qnien se acredita al Agente diplomático 
tiene derecho para no recibirlo fundándose en condioionos per- 
sonales del nombrado: en 1820 el rey de Cerdeña se n^ á 
recibir al barón de Martens como Ministro de Prusia alegando 

(1) Extractamoa lu disposiciones pertinentes del RegUraieiito vigente 
en Chile: Al tener noticia de la próxima llegada de nn Agento Diplomá- 
tico, el Mlnletro de Belacioues Impartirá las órdenes necesarias para qne 
las autoridades respectivas de la cindad de llegada le den la biei^venlda 
en nombre del Gobierno y pongan á sn disposición un departamento es- 
pecial del ferrocarril qne lo ha de conducir á la capital. En el día desig- 
nado para la audiencia, el sub-eecretarlo de Relaciones Eztoriores, acom- 
pañado de un Edecán del FresIdentA de la República, ee traaladari al 
domicilio del Agente y le Invitará á ocupar un carraaje de gala del Qo- 
blerno en unión de su secretario. En la puerta del salón de recepcionea 
el Ministro de Relaclonea recibirá al Agente j le acompasará hasta et 
centro del aalón en donde ya estará el Presidente. Sin qae medie presen- 
tación, el Agente pronunciará el discureo de estilo haciendo entrega de 
loa credenciales. El Presidente contestará el discarao. Llenada eata for- 
malidad, el Ministro de Relaclonea hará lae presentaciones del caso. En 
aegnlda, el Agente regresará á su domicilio aoompafiado de las mismas 
personas qne le acompaflaron á au venida. Momentos después el Mlnletro 
de Relaciones hará una vlalta al Agente recibido, acompafiado del mb- 
secretarlo. 



^ruuuuiuiieuiiu uu lueuuu graven y uaiiuuttuuH, i 
^é8 no acreditaría otro Agente, sino que se limitaiia á dejar 
la logacióa á cargo del Secretario. Cootrasta coa esta poUtica 
ÍDglesa, celosa y exigente, la conducta, que la misma Inglaterra 
observó en el caso citado por Bynkerahoek del nombramieoto 
para ministro en la Haya de un inglés condenado en la India 
holandesa á pena infamante; fué expulsado del territorio de 
Holanda. 

282. Llámaoae credenáalet los documentos emanados del 
Soberano que juetíBcan la legitimidad del nombramiento del 
Agwte ante el Soberano que lo recibe. £n las credenciales se 
coDfiigna el nombre del funcionario con sus títulos si tos tiene, 
el objeto de la misión y el carácter de su leprasentacióu y se 
pide al Soberano preste entera fe en todo cuanto diga en an 
calidad de tal representante. 

Laa credenciales de los legados, nuncios é internuncios se 
llaman buias. 

Los Agentes acreditados ante el Sultán de Turquía deben 
llevar credenciales dirigidas al Sultán y cartas oficiales destina- 
das al Gran Vitir y al jefe de la cancillería. 
I Las credenciales de los ministros de loa tres primeras clases 
son firmadas por el Soberano y dirigidas al Soberano; al paso 
que laa que debe llevar el Encargado de Negocios van dirigi- 
das y son firmadas sólo por el Ministro de Relaciones Exte- 
riores. 

Es costumbre, aun cuando hay razouea de orden jurídico 



— 244 — 

que no la hacen necesaria, renovarlas credenciales: 1.^ Cuando 
se verifica un cambio de Soberano en el país que tiene consti- 
tuida la misión diplomática; 2.<^ Cuando ese cambio ocurre en 
el país en que el Agente está acreditado; 3.<* Cuando el Agente 
sea ascendido á una clase superior, como sucederia si estando 
acreditado como ministro residente es elevado á plenipotencia- 
rio ante el propio Gobierno; y 4.<> Cuando por cualquier con- 
cepto cambie la constitución política del país en que el Agente 
ejerce sus funciones ó del país que ha nombrado á dicho 
Agente. 

Los Ministros llevan además plenos poderes, documento ne* 
cesarío para entrar en negociaciones y que deben ser exhibidos 
al iniciarlas, é instrucciones que en pliego reservado el Gobier- 
no da á su Agente para el desempeño de las funciones de su 
puesto. 

El Ministro diplomático que atraviesa el territorio de uno ó 
varios Estados para llegar al perteneciente al país en que va á 
desempeñar su empleo, goza de franquicias y seguridades es- 
peciales. No debe considerársele como un simple particular en 
tránsito; antes por el contrario, como lo dice Fiore, el carácter 
de que se hallan revestidos los agentes diplomáticos obli^ á 
los terceros Estados á proteger la seguridad personal de los 
mismos y á asegurarles el goce de los derechos y prerrogati- 
vas que se fundan en el carácter público que se les atribuye. 

283. En general, tienen derecho para nombrar agentes di- 
plomáticos los Estados soberanos. 

Los estados protegidos podrán ó nó ejercer el derecho de le- 
gación según las estipulaciones especiales del pacto de protec- 
torado. 

Los Estados confederados y federales se encuentran en la 
misma situación: el Imperio Alemán, al atribuir al Emperador 
el derecho de nombrar agentes diplomáticos, no derogó el que 
á cada uno de los Estados corresponde para nombrar agentes 
á fin de negociar en lo relativo á sus negocios particulares. 

Los cantones de Suiza carecen del derecho de legación. 

Los Estados* que componen la Unión Americana no pueden 
fú mandar agentes diplomáticos al exterior ni concluir por sí 

I irreglos de ninguna especie con los Gobiernos extranj^t)8. 

I' 



oportuno citar las opioioaes más autorizadas sobre la materia. 

Fiore propone la regla de que los Estados no reconocidos 
pueden enviar sus agentes con una misión diplomática, pero 
no pueden pretender que oficialmente se les reconozca como 
tales sino por aquellos Balados que hayan reconocido oficial 
mente también al Gobierno que los envia. 

La cuestión se presentó y fué muy debatida con motivo del 
envío qne los Estados Confederados del Sur hicieron á Ingla- 
terra y Francia de los agentes Masón y Slidell durante la guerra 
separatista de 1861 qne fueron acreditados para procurar el 
reconocimiento de la independencia de loa dichos Estados del 
Sur. Embarcados á bordo del Kmt, fueron arrestados de orden 
del Grobierno del norte. El ministro inglés Lord Russel, reba- 
tiendo las argumentaciones del ministro americano, Mr. Seward, 
afirmaba el derecho del país neutral á mantener relaciones con 
una y otra parte beligerante. Dada la falta de reconocimiento 
de la independencia del Gobierno de hecho por las potencias 
neutrales, i^regaba el ministro inglés, debe considerarse que 
los agentes enviados están revestidos de los miamos poderes y 
que gozan de las mismas inmunidades que los ministros, aun- 
que DO estén revestidos del carácter de representantes ni tengan 
derecho alguno á los honores diplomáticos. De aqui concluía 
que dichos agentes podían ser enviados y recibidos, sin que 
por ello se cometiera acto hostil. 

Cuando con motivo de la guerra civil de Chile en 1891 la 
Junta de Ciobierao nombró agentes confidenciales, no se suscitó 
la cuestión que se analiza. Dichos agentes fueron oídos por 
las diversas cancillerías y sus comnnicaciones dirigidas á los 
Gobiernos, no sólo no fueron devueltas, sino que hubo algunas 
que obtuvieron contestación oficial (1). 

He aquí el texto de la comunicación dirigida por la Junta de 
Iquique al Gobierno inglés: 



(1) VéMe U Memoria de los Agentes Oonfldenclftles de U JanU de 6o- 
bieroade 1881. 
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«La Junta de Grobierno de esta República, deseosa de coatí- 
noar y estrechar Iss buenas relaciones que la unen al Beino 
Británico, designa en el carácter de Agente confideDcial ante 
vuestro Grobierno, pudiendo obrar conjunta 6 separadamente, 
á los seBores Augusto Matte j Agustín Ross, de que se hacen 
dignos por su inteligencia, ilustración y celo en el serricio de 
la causa constitucional, y os mega les prestéis benévola acogi- 
da y crédito en sus gestiones, y particularmente cnando os ex- 
presen los votos que esta Junta hace por la prosperidad de 
vuestra persona y gloria de vuestra administración». 

En 1823 hubo en el Perú una guerra civil. Se organizaron 
dos Gobiernos, con asiento en Lima y en Trujillo res[>ectiva- 
mente. Cada uno de estos Crobiemos mandó con credenciales 
ante Chile á un ministro distinto. El Gobierno de la Moneda 
recibió á ambos funcionarios con las formalidades de estilo, á 
pesar de las reclamaciones del enviado de Lima que había pre- 
cedido, además, al de Trujillo. 

En 1835, con motivo de una nueva guerra civil en el Perú, 
se discutió la misma cuestión en Chile. Bello fué de opinión 
entonces (1) que el Gobierno chileno recibiera á los enviados de 
los dos bandea contendientes. Justificando sus conclusiones, de- 
cía: Chile tiene un agente acreditado cerca del Gobierno de Li- 
ma, entre cuyos habitantes y los cbilenos -median intereses de 
mucha magnitud qne exigen ona protección especial y pudie- 
ran comprometerse gravemente si se cortaran sin los más po- 
derosos motivos fas relaciones ya entabladas. Teniendo Chile 
un enviado en Lima, no puede negarse á recibir un represen- 
tante de aquel Gobierno en su seno; y dando acogida al enviado 
de uno de los dos beligerantes, no puede negar este acto de de- 
ferencia al otro, sin depioner el carácter neutral. Estados Uni- 
dos, afladfa, han observado análoga conducta con motivo de la 
guerra civil del Portugal. 

En reahdad, pues, si no hay razón de ninguna especie para 
no cultivar las relaciones de amistad y de comercio con un 
país determinado, tampoco la hay para no seguir cultivándolas 



(1) Bello, Volumen X de aaa Obras Completas, pig. 419, fielucÚNsa 
dipUmáticat de tos Qobienuu de keeho. 



poi el necDO eoio ae que ese país se aiviaa momentáneamente 
en dos. 

Bn cuanto á la conducta de los ministroa que estág acreditaj 
dos ante un país en que estalla una revolución, he aquí cómo 
ta concibe Calvo: 

( ¿Qué conducta deben observar loa Estados extranjeros cnaD- 
do surge una revolución en un paía cerca del cual están repre- 
sentados por una misión diplomática permanente? Cuando 
luchas intestinas en un Estado dividen sus poderes públicos, 
el primar deber de los otros Gobiernos es la observancia de una 
neutralidad absoluta y la abstención completa de todas las 
relaciones diplomáticas. Según el uso invariablemente seguido 
en tales caaos, los agentes extranjeros contiQÚan hasta nueva 
orden sus antiguas relaciones cod el Qobierao cerca del cual 
están acreditados ó no entablan relacionea 8Í;no puramente 
oScioaaa con laa autoridades, cualesquiera que sean, que de 
hecho hayan reemplazado al mencionado Gobieruo.» (1) 

285. Se denomina Cuerpo Diplomático á la reimíón de to- 
dos los enviados acreditadoa ante un mismo Giobierno. 

No hay duda de que, una vez mejor orgamzadoa estos cuer- 
pos, se comprenderá la considerable importancia que pueden 
adquirir. 

Su infinencia civilizadora podrá indicar, con suma prudencia, 
á los Gobiernos las soluciones máa arregladas á la equidad y al 
derecho, siempre que algún grave negocio de carácter interna- 
cional aconseje oir la voz de los representantes de las colectivi- 
dades extranjeras. 

286. La misión diplomática termina por expiración del plazo 
de sus credenciales; por ternÚDacióu det objeto que motivó el 
nombramiento; por el retiro ó llamado que hace al agente su 
Soberano; por la guerra entre loa países de cuyas relacionea 
políticas ae trata, etc. 

Cuando ae cambia la clase de la miaión diplomática se acoa- 
tumbra enviar nuevas credenciales. 

Las cartas de retiro se presentan en andieucia pública. El 
'Gobierno conista estas cartas, dejando constancia de la apre- 

(I) OAtTO, Obra citada, tomo III pág. 170. 
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dación que le- haya merecido la forma en que el ministro 
saliente ha desempeñado su puesto. 

Termina^ por último, la misión diplomática por su despedida 
forzada por parte del Gobierno ante el cual está acreditado. Los 
pasaportes sólo pueden darse en casos muy calificados y cuando 
la permanencia del diplomático constituye un verdadero peli- 
gro para el Estado ó cuando se haga reo de delitos que afeen 
notoriamente su conducta. 

287. Insertamos á continuación la ley que organiza en Chile 
el servicio diplomático: 

Artículo PRIMERO. Los agentes diplomáticos qae nombrare el Presidente 
de la República, en nao de la atribución que le confiere en número 6 d^ ar- 
ticulo 82 de la Constitución serán de dos clases: 

1.° Enviados Extraordinarios y Ministros Plenipotenciarios; 

2.° Ministros Residentes. 

Podrá, además, investirse del carácter de Encargado de Negocios á los 
Secretarios de Legación que por fallecimiento, ausencia ó imposibilidad 
del jefe de ella, deban asumir, interinamente y con la competente auto- 
rización del Gobierno, el desempefio de funciones diplomáticas. 

Art. 2.° El personal de los empleados de Secretaria de las legaciones 
de Chile podrá constar de un secretario de Legación, de uno ó dos oficiales 
de secretaría, según lo creyere conveniente el Presidente de la República, 
y hasta de tres adictos. 

Podrá también agregarse á estas legaciones á un oficial del Ejército ó 
de la Armada Nacional, siempre que por razones especiales del servicio, 
el Presidente de la República lo determine. 

Art. 3.° El sueldo de los Enviados Extraordinarios y Ministros Pleni- 
potenciarios será de diez mil pesos anuales y el de los Ministros Resi- 
dentes de ocho mil. 

Art. 4.° Los secretarios de legaciones servidas por Ministros de pri- 
mera clase gozarán el sueldo de cuatro mil pesos anuales, y los de las 
legaciones servidas por Ministros de segunda clase el de tres mil qui- 
nientos. 

Los oficiales de secretaría que se encuentren en el primer caso indica- 
do en el inciso precedente tendrán el sueldo anual de dos mil pesos, y el 
de mil ochocientos los que se encuentren en el segundo. 

Art. 6° Los oficiales del Ejército ó de la Armada Nacional que presta- 
ren sus servicios en una Legación de la República, en calidad de adictos, 
gozarán del sueldo de su empleo militar y de una gratificación igual al 
veinticinco por ciento del que corresponda á los oficiales de secretaria en 
la misma Legación. 

Art. 6.^ Los adictos durarán en sus funciones por el término de dos 
años, contados desde la fecha de su respectivo nombramiento. 



mente art ca&dro de Ieu indicadas asignaciones locales, las qae ae regala- 
rán en consideración á laa necesidades 7 exigencias especiales del país 
en donde eetuviese acreditado el Agente Diplomático. 

Art. 8.° Los gastos de eserltorio y correspondencia da cada Legación 
aeran de cargo del jefe de ella. Gorrera, sin embargo, de caenta del Esta- 
do, el valor de las comnnicacionea telegráficas qne, por motivos del ser- 
vicio Y con causa justificada, se dirigiesen al Gíobierno ó á fnDCionariofl 
chilenos. 

Art. 9.0 Los secretarios de Legación qne, en los casos á qne se refiere 
el articulo 1.°, quedaren interinamente investidos del carácter de Encar- 
gad)» de Negocios, percibiráti, mientras daren eos funciones de toles, 7 
además del sueldo de en empleo, la asignación local correspondiente al 
jefe de la Legación á quien reemplazaren. 

Art< 10- Para expensa de establecimiento, se'aslgna á los Agentes 
Diplomáticos, Secretarlos de Legación y oficiales de Secretaría, nna mitad 
del sueldo fijo correspondiente á nn año, según bu categoría- 

Esta asignación podrá percibirse desde quince días antes de la salida 
del país. 

En el caso de que nn Agente ó empleado diplomático dejare, por cansa 
de promoción ó renuncia, el servicio de la Legación paraque hubiese aido 
nombrado, antee de qne transcurriesen trescientos sesenta j cinco días 
desde la fecha inicial indicada en el inciso precedente, sólo tendrá dere- 
cho á que se le considere de abono, como legítimamente devengada, la 
parte de asignación proporcional al número de días transcnrridos. 

Art. 11. El Estado abonará el costo del transporte marítimo de los 
empleados diplomáticos enamorados en el articulo anterior, de sos mnj^ 
res y de aquellos de sus hijos menores de edad qae vi rana su lado, desde 
el puerto Inicial de la navegación basta el de término, 7 tanto en el viaje 
de partida como en el de regreso al país, después de terminada la misión 
por haber llenado sn objeto ó por resolaciún del Gobierno. 

Para loe efectos de este abono, las tesorerías del Estado ó tas oficinas 
pagadoras de los empleados diplomáticos sólo tomarán en consideración 
las tarifas d« transporte por la vía más directa entre el puerto Inicial de 
la navegación 7 el de en destino en el país adonde el empleado se diri- 
ge definitivamente. 

Art. 13. Los Agentes y empleados diplomáticos qne hubieren de tras- 
ladarse á un punto distinto, ó á nn país diverso de aquel en que residen, 
con motivo de comisiones accidentales en servicio de la República, serán 
reembolsados' de sns gastos personales de traslación 7 de resldencUf 
según la cuenta que presentaren bajo aa sola exposición. 
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Art. 18. Lfts Legaciones de la Bepública en el extranjero podrán ser 
dotadas, siempre qae el Presidente de la Bepública lo estime necesario, 
de on oficial contador. , 

£1 Presidente de la Bepública podrá asignar á este empleado, según 
las necesidades del servicio que se le confíe, nn eneldo annal que no baje 
de dos mil pesos ni saba de cuatro mil quinientos. 

Abt. ] 4. Los sneldoe y asignaciones que establece la presente ley comen- 
zarán á devengarse desde quince días antes de la partida del país, y cesa- 
rán quince días después de aquel en que el Agente ó empleado diplomático 
ha debido regresar al país, valiéndose de las vías directas y usuales de 
comunicación. 

Abt. 15. Los sueldos y asignaciones á que se refiere el artículo prece- 
dente, serán pagados en libras esterlinas ó giros y valores equivalentes 
á razón de una libra por cada cinco pesos de dichos sueldos y asigna- 
ciones, 

Art. 16. Los Agentes y empleados diplomáticos de Ohile deberán resi- 
dir en la capital ó en el punto en que tenga su asiento el Gobierno del 
país cerca del cual se encuentran acreditados. 

Sin perjuicio de la regla general establecida en el inciso precedente, 
los referidos empleados diplomáticos podrán separarse del lugar de su 
residencia hasta por un término de dos meses, con goce |de sueldo, y de 
cuatro meses adicionales, sin sueldo, siempre que hubieren obtenido 
una autorización previa por el órgano del Ministerio respectivo. 

En los casos en que por circunstancias imprevistas no lea hubiere sido 
dable obtener esa previa autorización, deberán dar cuenta al Ministerio 
de toda ausencia que se prolongue por máé de quince días. 

No es aplicable á los Agentes y empleados diplomáticos la ley de 10 de 
septiembre de 1869. 

Art. 17. La jubilación de los Enviados Extraordinarios y Ministros 
Plenipotenciarios se hará con arreglo al sueldo que corresponda á un 
Ministro de la Oorte Suprema en la proporción indicada para este efecto 
en la ley de 11 de enero de 1883. 

Los Ministros residentes se jubilarán con arreglo al sueldo que corres- 
ponda á un Ministro de la Corte de Apelaciones, en la misma proporción 
establecida en la indicada ley de 11 de enero de 1888. 



DE LOS PBIYlLBaiOS T DEBERES DE LOS AGENTES DIPLOMÁTICOS 

288. El principal privilegio que corresponde á loa Agentes 
Diplomáticos es la inviolabilidad personal que ha sido estable- 
cida para los efectos de hacer expedito el cumplimiento de 



deberá reprimir cod mAno enérgica coalqaier ateotado, mate- 
rial ó moral que se cometiere contra éste, sino también abste- 
nerse de todo acto de violencia en su perjuioio. 

Los artículos de prensa ÍDJuriosos para los representantes 
extranjeros deberán ser censurados por la autoridad. Ofendida la 
dignidad del puesto por insultos públicos de viva voz, ó por me- 
dio de actos ó de artículos de diarios, el diplomático entablará su 
queja ante la cancillería y ésta estimulará, en la manera estable- 
cida en las leyes locales, la acción de los oficiales del miniaterio 
público á efecto de obtener en la forma ordinaria el castigo de 
los culpables. — Habiéndose en 1845 publicado en un diario de 
Valparaíso unartlculoofensivopara el diplomático inglés acredi- 
tado en Chile, se fonnuI6 una reclamación que terminó con 
una nota pasada por el Gobierno á los funcionarios encargados 
de perseguir ante el jurado de imprenta la responsabilidad de 
loa autores de la publicación. Lord Palmerston, que era enton- 
ces el Ministro de Negocios Extranjeros de S. M. B., al dar 
por terminado ese incidente, expuso que en casos análogos el 
Gobierno inglés había procedido de la misma manera. 

La obligación impuesta á los Gobiernos es correlativa de la 
que al propio tiempo corresponde al Agente Diplomático, de no 
inmiscuirse de ninguna manera en los negocios internacionales 
del listado en cuyo territorio reside y de observar una conduc- 
ta correcta. 

Cuando el acto que realiza el Agente no se refíere á tas fun- 
ciones propias de su puesto, estando, por lo tanto, comprendido 
dentro de los actos de su vida privada, el privilegio de invio- 
labilidad desaparece. Si con motivo de sucesos políticos inter- 
nos, extraaos, por lo tanto, á la competencia del Agente, éste 
se abanderiza y es insultado y vejado por los ciudadanos adep- 
tos á la causa contraria, serla absurdo que pretendiera hacer 
reclamaciones fundado en su carácter de agente diplomático. 
Lo mismo deberá decirse cuando el Agente sea herido ú ofen- 
dido con motivo de una rifia que él haya provocado: la propia 
defensa autoriza para rechazar el ataque y no podría cobarde- 
mente el Agente pretender privilegioe fundado en el carácter 
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que invisto y que en verdad olvidó al provocar torpemente el 
conflicto. 

Casi todas las legislaciones contienen preceptos especiales 
que garantizan la inviolabilidad de los agentes diplomáticos. — 
En Chile, el artículo 120 del Código Penal ñja la pena del que 
violare la inmunidad personal ó el domicilio del representante 
de una potencia extranjera y el artículo 429 del mismo Código 
autoriza á los Ministros Diplomáticos para requerir al ministe^ 
rio público á fin de que entable á su nombre la correspondiente 
acción contra el que los hubiere calumniado ó injuriado. 

289. Como consecuencias de la inviolabilidad del agento di- 
plomático, le corresponden los siguientes derechos: 

1.® El de seguridad especial de no ser violada su correspon- 
dencia ó las encomiendas posteles selladas con el timbre de su 
Gbbiemo; 

2.® El de exención de registro aduanero de su equipaje y el 
de s>i familia; 

8.® El de libertad de practicar su propio culto pudiendo toner 
su capilla; 

4.® El de gozar de los honores establecidos por el ceremo- 
nial, pudiendo enarbolar el escudo y la bandera nacional en la 
casa de la Legación. 

En cuanto á la seguridad especial de que se rodea á la co- 
rrespondencia de los agentes diplomáticos^ debe advertirse que 
ella subsisto aún en el caso de expulsión del agento. 

La exención de registro aduanero es una mera cortesía hacia 
el representanto de la potoncia extranjera. 

Respecto al ejercicio del culto, debe recordarse que el tratado 
de Westfalia de 1648 ya lo tonía reconocido. Allí se habla del 
ejercicio público del culto, del ejercicio privado, como el con- 
cedido á los Ministros no católicos por el edicto de tolerancia 
de José II de Austria, y el ejercicio doméstico que era exclusivo 
para el Ministro, su familia y su séquito. 

290. La inviolabilidad se extiende á la esposa del agento, á 
su familia, al personal de la Legación y al séquito del Ministro. 

Se estima que, reconociendo esto derecho en favor de las 
personas que viven con el Ministro en la misma casa ó que 



á las leyes de sa paía. — Whealon, que sienta este principio, dice 
que el uso autoriza al agente, no obstante, tan sólo para dete- 
ner á los delincuentes á fin de enviarloB' á su propio país para 
qne alli sean juzgados. Bello sigue la mistna doctrina, diciendo 
que sólo COD la venia del Ministro pueden las aotoridades inten- 
tar procesos contra dichas personas. 

Creemos que no hay razón alguna para snstraer de la acción 
de los Tribunales del país en que reside ni Ministro & los indi- 
viduos que componen su servidumbre. Se explica esta prerro- 
gativa en favor de la esposa del Ministro, de sn familia y del 
personal oficial de la secretaria; pero no en bien de gentes qne, 
si es verdad que viven en la casa del Ministro, también es cierto 
qae ni desempefian puesto oficial en ta Legación, ni forman 
parte del hogar del diplomático. 

Nos parece contrario á todo principio sano de derecho facul- 
tar á los'agentes para administrar justicia á los individuos que 
componen sn séquito. No necesitan de esta facultad para servir 
correctamente sus puestos; y las leyes de excepción, como lo 
son las qae confieren prerrogativas á dichos agentes, deben 
interpretarse sin ampliaciones inmotivadas. 

Bs inaceptable que se repitan casos como tos referidos por 
Calvo. — Un embajador de Espafia én Venecia sentenció por sí 
y ante sf á uno de stia sirvientes á sufrir la pena de muerte: el 
infeliz fué colgado de una de las ventanas del palacio habitado 
por el Ministro. — Un embajador francés en Holanda obligó á 
las autoridades locales á entregarle, para castigarlo él, á un sir- 
viente que habia cometido un delito contra una joven en lugar 
distinto de la embajada y que había sido preso en la calle pú- 
blica. 

En casos como éstos el Ministro debe poner al delincuente á 
disposición de las autoridades judiciales del país para que sea 
castigado con arreglo á la ley imperante en el país en que se 
cometió el delito. 



291. Resta decir qnelí 
de la entrada del agento i 
salida. Aúa declarada la { 
senta, au persona es sagí 

Hasta Turquía, que asi 
coa del país ai cu^ declai 
la falsa excusa de proced 
populares, ha admitido be 

292. La casa ocupada 
No puede, en consecuenc 
líela ni es susceptible de < 
expresa y previa aoneacie 
toridad judicial. 

Según las buenas noci 
inviolabilidad no puede 
buen desempeGo de la mi 
luto de la acción de loa ' 
han cometido un delito d 
sometidos ¿la jurisdicciói 
do fuera, se han refugiad 

El criminal que entra á 
secuoíón de los jueces lo( 
Ministro consiente en an 
persona ¿ las autoridades 

No se concibe qué late 
ra ne^ar la eutrega cuanc 

La tendencia general d 
nativas de los distintos E 
de asilo; y en todo caso á 
delitos, como lo dice Friti 
de un sentimiento puro -¡ 
por la ignorancia ó la [ 
más bien á la fragilidad i 
des de una época de rev 
dad del corazón. 

Seria indebido, y consl 
rrera diplomática, que el 
violan la seguridad públi 



BQ seguridad común.— Kent sostiene que niogún Estado debe 
dar asilo Á los reos de delitos atroces 6 que ponen en grave 
peligro la seguridad pública; antes bien, debe entregarlo? á la 
potencia extranjera que los reclama, deapués de haber averi- 
guado 8Í hay razonable fundamento para enjuiciarlos. 

SI procedimiento que en estos casos se emplea es el siguieate: 
£1 agente diplomático es invitado por el Ministro de Relacio- 
nes Exteriores para entregar al criminal á la autoridad local. Si 
esta invitación, cortés 7 respetuosa del carácter diplomático 
que inviste la persona á quien va dirigida, es rechazada, ta Can- 
cillerla se dirige al Gobierno represeatado por el agente pidién- 
dole ordene á su Ministro proceda á la entrega, tomando en- 
tretanto las medidas de seguridad que su prudencia le acon- 
seje. Si, á pesar de esta conducta, el Gobierno no ordena la 
entrega, la autoridad local puede forzar la habitación del di- 
plomático 7 extraer de esta manera al criminal asilado. 

Desde el momento en que el diplomático convierta su casa 
en refugio de criminales, la prerrogativa de la inviolabilidad 
desaparece, puesto que ella ha sido reconocida y establecida 
sólo para los efectos de asegurarle el Ubre desempeño de sus 
funciones públicas. 

Se citan numerosos casos de aplicación de la regla que que- 
da enunciada:— En 1750 el Embajador de Francia en Konaa 
admitió en la LegaciÓQ á algunos conspiradores napolitanos 7 
trató de hacerlos salir de la ciudad en sus propios carruajes. 
Arrestados por la autoridad, el Gobierno Pontificio contestaba 
las protestas del diplomático francés diciendo que, si el emba- 
jador se había permitido proteger á bandidos vulgares, á su go- 
bierno debería ser licito apoderarse de ellos donde quiera que 
fuesen encontrados. A estas observaciones el diplomático re-^ 
plicó que no se trataba de subditos del gobierno del Papa sino 
de napolitanos perseguidos por los españoles. 

En 1726 el duque de Riperda se refugió en casa del emba- 
jador inglés en Madrid. Habiéndose negado á hacer la entrega, 
ésta se obtuvo por la fuerza. 



tion frecuentes los casos en que se üa ejercitado por los ftli- 
nistros diplomáticos la facultad de prestar asilo á los refugiados 
politicos. Pueden citarse, entre muchos otros, loa siguientes: eu 
1865 fueron asilados en la Legación francesa del Peni varios ré 
volucionarioa: el Gobierno francés aprobó la conducta desu Agen- 
te, que DO quiso entregarlos. — En 1891 se asilaron en la Legación 
Norte Americana varios miembros importantes del partido de- 
rrotado. Mr. Egan se negó á entregarlos, mereciendo la aproba- 
ción de su Gobierno. — En ese mismo año el Presidente Balma- 
ceda, después de su derrota, se asiló en la Legación Argentina 
en la cual, á poco de su desastre, puso fin á sus días. 

294. La cuestión de los impuestos que pueden pesar sobre 
los agentes diplomáticos ha llegado á uua solución de alcance 
más restringido del que en los tiempos anteriores se le daba. 

El agente está exento de los impuestos personales, como el 
de capitación (1), empréstitos forzosos, cupos de guerra, etc. 

Los impuestos de aduana no se cobran por regla general de 
cortesía á los agentes. — Así lo establece la ley belga de 1822 bajo 
la base de la reciprocidad. — En Inglaterra (2) la exención de de- 
rechos de aduana de que gozan los embajadores y ministros ex- 
tranjeros tiene por origen el articulo 3." de la ley 7." Ana, ca- 
pitulo XII en cuanto es una emanación del principio de que 
Dada puede hacerse en el sentido de arrestar á un embajador 
ó ministro público de un Estado extranjero ó ^trabar en 
cualquier modo su libertad de acción ó la de sus herederos ó 

(1) SI se cobrara en Chile si inipueato peraonal establecido en la lej 
qae creó la entonomíe manicipal, loe Agentes dlplomáticoa no estarían 
obligados á pagarlo. 

(8) Bemie de Clunkt, 1887, pág. 1116. • 
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reciprocidad, el derecüo de liDre introducción a electos de un 
valor basta de veinte mil pesos en el primer afio del arribo 
y basta de cuatro mil pesos en cada uno de los afios posterío 
res. — En Francia ae permite la introducción, libre de derechos, 
de los artículos destinados al uso personal del Ministro y de su 
familia y que sean internados al arribo del agente y basta 
seis meses y á veces basta un afio después. 

Los demás impuestos sobre los bienes muebles no son pa* 
gados por los agentes si existen pactos al respecto, sea expre- 
sos ó sea fundados en la reciprocidad. 

Los impuestos sobre bienes inmuebles, que no se refieran al 
edificio ocupado por , la Legación, deben ser pagados por el 
Ministro. 

Loa impuestos municipales deben ser pagados por el agente, 
ya que no se ve razón, como dice Neumann, para que el mu- 
nicipio les obsequie la iluminación de las calles, la conserva- 
ción de los pavimentos, etc. Estos impuestos no son sino un 
pago del servicio que se presta y que se recibe. 

Loa impuestos de correos y telégrafos deben igualmente ser 
pagados por los agentes. 

295. El segundo privilegio concedido á los agentes diplo- 
máticos es el de su inmunidad, esto es, el de exención de la 
jurisdicción local. 

Por una ficción legal se supone que los agentes no ban aban- 
donado el territorio del país que representan y de esta ficción 
ae deduce que los tribunales locales no alcanzan á au persona 
ni á sus actos y contratos. 

Foelix, Bynkershoek, Kluber y PhUlimore dicen qne los 
agentes no cambian de jurisdicción mientras desempefian la 
misión diplomática, á pesar de cambiar de residencia. 



ClVIt. 

Para Calvo, bí por la palabra exterritorialidad debe entender- 
se que la casa ó reBidencia de uu ministro público debe ser con- 
siderada como una porción del territorio de su país, resulta 
como consecuencia inmediata que la acción de la autorida<l 
local se encuentra completamento paralizada, lo cual no es ni 
jurídica dí politicamente admisible. 

Para itiquelme, no se puede intentar ninguna demanda con- 
tra el agente diplomático ya que niogiíu embargo procede e» 
su contra. 

Fiore limita el alcance de las inmunidades diplomáticas sólo 
á las materias j en las cuestiones que se refieran al ejercicio 
de sus funciones. 

No es posible, en efecto, aceptar que un agente diplomá- 
tico contraiga una obligación civil y no la cumpla prevalido 
de no poder ser arrastrado á los tribunales de justicia. El Agen- 
te, al coctraer una deuda, no ejecuta un acto propio de sus 
funciones sino un mero acto de individuo particular que no 
hay razón de ninguna especie para amparar con el privilegio 
singular y especiallsimo de ta inmunidad. 

Cuando Bello manifiesta su opinióu de que las deudas que 
un ministro lia contraído antes ó en el curso de su misión cou- 
traiga, no puedeu autorizar su arresto, expresa la verdadera 
doctrina; pero cuando agrega que tampoco pueden ellos auto- 
rizar ningún acto de la jurisdicción local creemos que no es 
eco ñel de la regla jurídica. 

296. Es muy interesante el caso citado por Riquelme de un 
ministro extranjero acreditado en París que, al ausentarse de 
Francia sin pagar sus deudas, vio embargados sus muebles por 
8U8 acreedores con aceptación de la medida por parte del Go- 
bierno francés. Inserta ese autor, y Mozo la reproduce, la 
extensa nota que la Cancillería francesa pasó á todas las Cortes 
europeas en justificación de la medida. 

Véase en Wheaton un prolongado debate habido entre las 
Cancillerías prusiana y norte americana con motivo del recia- 
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mo que hacia el propietario de la casa ocupada en Berlín por 
el Ministro de Estados Unidos alegando que éste era responsa- 
ble del valor de los deterioros que sufrió la casa arrendada. El 
propietario, para garantir su derecho, obtuvo retención de al- 
gunos muebles del agente. El debate, que dio origen á muy 
bien meditadas comunicaciones en las que se hacía un cabal 
estudio de las materias conexas con la cuestión, terminó con la 
devolución de los muebles retenidos y el pago extrajudicial de 
una suma alzada como valor de los deterioros. 

No parece que haya razones plausibles para que continúe 
imperando la tradicional doctrina de la completa inmunidad. 
En nada se opone á la dignidad de la misión desempeñada por 
los ministros públicos la competencia de los tribunales locales 
para juzgar los actos que ejecuten como personas particulares. 

Mucho más evidente es aún este principio si se considera á 
un Ministro dedicado á los negocios, que es comerciante ó que 
tiene adquiridas propiedades en el pais. 

En cuanto á las reglas que deben aplicarse cuando se trate 
de acciones judiciales dirigidas contra un agente por actos rea- 
lizados en el ejercicio de su misión política y como represen- 
tante del Estado, ya hemos tenido ocasión de consignarlas en 
un capítulo anterior. 

En Austria existe con el nombre de cMariscal de la Corte» 
una jurisdicción especial y privilegiada para los miembros de 
la familia reinante, excepto el soberano, y para los representan- 
tes diplomáticos extranjeros cuando son demandados. Neu- 
maun, que es de los autores que aceptan la exención completa 
de la jurisdicción local, dice que en rigor esta jurisdicción es- 
pecial no podría ser obligatoria; pero como su existencia data 
desde tan antiguo y todos los Estados la han reconocido desde 
tiempo atrás, los diplomáticos acreditados ante la Corte de 
Austria la aceptan de buen grado. 

297. Por lo que respecta, no ya á la condición de ser deman- 
dado ante los tribunales del país, sino á la posibilidad de ser 
citado á comparecer como testigo ante ellos mismos, creemos 
que no hay desdoro de ningún género para un diplomático en 
acudir al llamado respetuoso que le haga la judicatura. 

A ñn de evitarse cuestiones, convendría solicitar del Mi* 



dicción territorial respecto de los Ministros públicos. El estatuto 
de la reina Ana impide los actos ejecutivos en la casa habitada 
y sobre sus bienes. — En 1854 el secretario de la Legación Belga, 
que era también director de una sociedad comercial, fué de- 
mandado para la restitución de np depósito de acciones. Soli- 
citada la declaración de incompetencia del tribunal, éste 
pronunció un fallo en que se sientan algunos principios que 
parecen limitar el alcance de la exterritorialidad. — En 1896 un 
individuo -se presentó en Londres, demandando al Ministro de 
Servia por cobro de sueldos insolutos por el tiempo que estuvo 
á su servicio como criado doméstico. El magistrado, que encon- 
traba razón al demandante, expuso á éste no obstante que un 
ministro extranjero no podía ser demandado ante los tribunales 
ingleses. La demanda fué retirada. 

En Rusia no puede ejecutarse una sentencia en la casa ocu- 
pada por un agente, á no ser que éste consienta. 

Eu Estados Unidos se prohibe incoar ó perseguir contra loa 
agentes cualqaier acto de procedimiento en virtud del cual 
pueda el ministro ser detenido, preso ó secuestrado y retenidos 
sos bienes. 

En Francia existe una circular del Ministerio de Negocios 
Extranjeros, dirigida con motivo del embargo de los bienes del 
Ministro de Hesse decretado á solicitud de sus acreedores, en 
la que decía: «Estando fundada la inmunidad en una conven- 
ción reciproca, pierde el Ministro sn privilegio cuando abusa de 
¿1 contra la intención evidente de los dos soberanos. Por esta 
razón no puede un Ministro público prevalerse de su privilegio 
para dejar de pagar las deudas que haya contraído en los paises 
en donde reside.» — Sin embargo, se han expedido por los tri- 
bunales numerosos fallos en los que se ha establecido la incom- 
petencia de los Tribunales en materia civil con respecto & 



siguientes principios: 

1,." Los usos internacionales tienen fuerza de ley conforme 
á una regla geueral reconocida por los ankires j por los repre- 
sentantes de las potencias ante el Ck>ngreso de Aix-la Chapelle. 
Es costumbre internacional que loa embajadores representen 
de pleno derecho á sas países ante los tribunales de su resi- 
dencia. 

2° En consecuencia, el embajador de Francia puede litigar 
ante los tribunales griegos sin tener que presentar la prueba de 
su calidad de representante de los intereses idel Estado francés. 

En Chile, el Ministro Plenipotenciario de la República Fran- 
cesa, asumiendo la representación de la mujer y herederos que 
pudieran existir en Francia de un subdito francés fallecido en 
Chile, demandó el pago de una deuda á un deudor del falleci- 
do, quien se excusaba alegando que había pagado á la mujer 
que su acreedor presentaba en Chile como su legítima esposa, 
y á quien él pudo por consiguiente de buena fe reputar como su 
viuda. Considerando la efectividad de la deuda y que, según lo 
dispuesto en el artículo 23 del tratado entre Chile y Francia, los 
cónsules que representan sin poder especial á sus compatriotas 
que tengan interés en la sucesión, no pueden percibir dineros 
de sus nacionales, se dio lugar á la demanda en cuanto á la 
existencia de la obligación cobrada y se mandó depositar su 
valor en arcas ñscalee. 

300. Por lo que respecta á la materia criminal, las opiniones 
de los autores se encuentran también enteramente divididas. 
Grocio, Bynkershoek, Vattel, Bluntschli, Heffter, Klüber, Mar- 
tens, Wheaton, £onñls, Travers Twis consideran exentos de 
los tribunales criminales á los agentes diplomáticos. Carnazza 
Aman, Fiore, Laurent sostienen la doctrina contraria. 

Para los primeros la inmunidad en materia penal se funda 
en principios de orden público. Someterlos á la acción de los 
jueces locales del crimen puede ser causa de que se les prive 
de libertad en el desempeQo de sus funciones. No deducen de 



esta inmuDidad dichos 
cía, la impunidad de le 
torea de delitos, son raí 
para juzgarlos y castij 
obteuer este castigo s 
mática. 

Según Calvo, la exe 
tener dos excepciones, 
sado como criminal y 
guada, si se presentar 
una causa cualquiera c 

301. Hay un caso di 
res: si un agente diplo 
contra el Estado en cu 
independencia, para d 
vorecer un motín mili 
y odioso, los tribunales 
der al registro de sus 
según Calvo; pero la p 
miento. El agente será 
toda comunicación de I 
exigirá al Gobierno d 
hasta podrá ser enviad 
torio. — El obispo de R 
de Inglaterra por delit 
llamare, embajador de 
igual delito en 1718 y 
el gobierno de sus pa; 
Madrid, fué conducido 



302. Se da el nombí 
que se designan por ui 
ticulares de sus 8úbdit< 

Los cónsules no han 



obtuvieron en los países meridionales, adaciendo las necesida- 
des de garantir sus intereses, el establecimiento de los deno- 
minados jueces cónsules, que poco después se convirtieron cq 
verdaderos arbitros, & cuya resolución inapelable sometían las 
diñcultades que les ocurrían en el curso de sus negocios. 

En el Consulado dd mar se contienen numerosas disposicio- 
nes relativas á la elección de los jueces-cónsules, á sus funcio- 
nes naturales y á los procedimientos de tramitación que de- 
bían observarse en los asuntos de su competencia. Esta obra, 
á pesar de su antigüedad, ha servido de base á las legislaciones 
modernas. 

En la época de las Cruzadas, el interés de los comereiantes 
los indujo á establecer cónsules en las costas del Asia, punto 
de desembarco de los expedicionarios. Tal es el origen, bien re- 
moto, de los cónsules llamados de Oriente. 

En el siglo XVI los países comprendieron la imperiosa ne- 
cesidad de designar ¿ algunos de sus ciudadanos para que des- 
empeñaran las fimcionos de cónsul en el extranjero, á cayo 
efecto se trasladaban al lugar de la designación. El carácter de 
estos agentes pasó así á ser oficial y público mediante el nom- 
bramiento hecho por el Estado, en vez del carácter eminente- 
mente privado que les daba antes la circunstancia de ser de- 
signados por la sola particular ioictativa de los comerciantes 
interesados en ello. 

A medida que ha ido aumentando el comercio internacional, 
los países han comprendido la necesidad imprescindible de 
prestar ana preferente atención á esta rama del servicio público. 

Los ministros diplomáticos cultivan las relaciones guberna- 
tivas de los Estados y su misión es de la mayor importancia 
como hemos visto; pero la acción efícaz é inteligente de los 
lentes consulares puede ser en estremo beneSciosa para alcan- 
zar ese mismo resultado, como que el cultivo é iucremento de 
las relaciones económicas y comerciales entre dos naciones ea 
la base más firme é indestructible que pueda darse á las rela- 
ciones gubernativas y políticas. 

Se denota en todos los países un vivo deseo de mejoFar el 
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servicio consular Se comprende hoy mejor que nunca las nece- 
sidades que, de una buena organización de él, se puede esperar 
sean s^^tisfechas. 

'303. Las diferencias que existen entre el diplomático y el 
cónsul se advierten con sólo considerar la diversidad de sus 
naturales funciones. 

El primero es el encargado de mantener las relaciones polí- 
ticas del Estado y el segundo el de cultivar y servir las relacio- 
nes comerciales de sus compatriotas y, de esa suerte^ atender 
los intereses económicos, basados en el comercio internacional, 
del Gobierno que lo nombra. 

El primero lleva la representación política del Gobierno que 
lo acredita y su palabra debe ser creída en razón de la propi»* 
investidura, y el segundo no va á desempeñar su puesto ante 
el soberano del país de su residencia sino á servir á sus con- 
ciudadanos en materias comerciales. 

Sólo por excepción, pues, los cónsules pueden investir la 
representación diplomática. Tal sería el caso de que un país 
acreditase como ministro diplomático á la misma persona que 
se encontrara desempeñando el puesto de cónsul; mas, en este 
caso el carácter diplomático lo adquiriría elcónsul á virtud de 
las cartas credenciales. 

El hecho, que se repite con mucha frecuencia, de que los 
cónsules remitan al Gobierno que los nombró informaciones de 
carácter político, no les altera su condición de cónsules. Guando 
un país no tiene acreditado ante el Gobierno de otro á un agente 
diplomático y ha menester de informaciones de carácter político 
las recabará de su cónsul y el hecho de que éste las suministre, 
sea por iniciativa propia 6 á solicitud de su Gobierno, no hace 
que se le considere como diplomático, porque tal carácter sólo 
lo da la carta credencial dirigida de Soberano á Soberano.— El 
cónsul de Estados Unidos en Cuba nunca fué considerado como 
diplomático á pesar de las atribuciones extraordinarias que le 
tenía conferidas su Gobierno. 

De aquí es que no participemos de la opinión sustentada por 
Bluntschli (1) cuando dice que los cónsules son también agen- 

(1) Bluntschli, obra citada, art. 250. 



Ed Francia se ba diacutido ante la Corte de GasaciÓQ el pimto 
relativo á si los cAasuIes tienen 6 no el carácter de ministros 
públicos: ese alto Tribunal ba fallado, en varias ocasiones ya, 
que tal calidad no lea corresponde. 

304. Loa cónsules aoa nombrados en la forota que establezcan 
las leyea reapectivas de cada pafa. — En Cbile se ba reglamenta- 
do por decreto de 10 de abril de 1897 la forma en que los candi- 
datos á cónsules deberán rendir ta prueba de competencia que 
requiere la ley. 

Por regla general, hay cónsules generales, cónsules ordinarios 
y vicecónaulea. Los primeros tienen á su cargo á todos los cón- 
sules que existan desempeñando sus funciones en las diversas 
ciudades de un país determinado ó aun en diversos países 
que se agrupan para eate efecto. Los segundos son los que 
cumplen au cometido en una ciudad ó puerto comercial de re- 
lativa importancia, Los vicecónanles residen en puertos de 
importancia comercial más reducida. 

En Francia los cónsules se denominan generales ó particula- 
res. Hay también vicecónsules y agentes consulares. Los cón- 
sules están asistidos de cancillerea que hacen el papel de notarios 
y que lea auzilian. Hay todavía en Francia otra diferencia en- 
tre los cónsules y loa vicecónsules: éstos no administran justi- 
cia en los casos en que aquéllos puedan hacerlo. 

306. Para que un cónsul pueda entrar al desempeño de sua 
funciones se necesita que obtenga previamente del Gobierno 
del pafa en que va á reaidir el exequátur correspondiente á las 
letras patentes que dan fe de su nombramiento. 

Laa letras patentes 'son una trauseripción autorizada del de- 
creto supremo de nombramiento. 

Llegado al pala de su destino el cónsul solicitará, por medio 
del Agente Diplomático de su Gobierno si allí lo hubiere, y si 
no, directamente, el decreto de exequátur. 

El exequátur es uo decreto expedido por el Gobierno que 
tiene por objeto: 1." manifestar oficialmente que no tiene in- 
conveniente en que la persona nombrada desempeñe el puesto 
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propiedades gocen de los dereetios que les estuvieren asegura- 
dos por tratados, ó á falta de éstos, los que por las leyes ó prác- 
ticas del país se otorgaren á los extranjeros. 

Para garantir esos derechos deberán hacer las representacio- 
nes que se estiraaren convenientes ante las autoridades reS' 
pectivas. 

Pueden ser nombrados arbitros en ka diferencias que ocu 
rran entre sus compatriotas. En caso de que desempeñen este 
pue-to deberán procurar, como dice Bluntachli, que los intere- 
sados renuncien á apelar de su fallo ante los tribunales locales 
de justicia. Si asi no lo hicieren, podría suceder que la senten- 
cia del cónsul, pronunciada con arreglo á las leyes del Estado 



(1) Lft mayor porte de estas dleposlcionea ae contienen en el reglamen- 
to del servicio conanlar de la Repáblica de Chile de 9 de abril de 18BT. 



En 1843 ae pronunció el Grobieruo de Chile acerca del alcance 
que, á su juicio, debe teaer la jurisdiccióo de loa cónsules ex- 
tranjeros eu las cuestiones de la gente de á bordo: un mari- 
neros C'onil, de la fragata francesa Teodora Eugenio, anclada en 
Valparaíso, inició ana querella criminal ante los jueces locales 
contra el piloto del buque por golpes recibidos en un altercado 
abordo. Conocedor de esta acusación el cónsul francés, hizo 
presente al Gobierno la inconveniencia de que los jueces locales 
dieran oídos á las quejas de los individuos pertenecientes á las 
tripulaciones de buques extranjeros; y pidió que, de conformi- 
dad con la costumbre observada en el mundo civilizado, se le 
remitiese á él lü conocimiento del negocio. El Ministerio de Re- 
laciones Exteriores se formó el juicio que consignó eU su nota de 
4 de febrero de 1843, en la que decía: iLa conclusión á que ad- 
hiere el Gobierno es que, en las cuestiones de orden y disciplina 
de un buque extranjero, la justicia local obraría contra el dere- 
cho común que observan actualmente las naciones cristianas, 
admitiendo querellas de los marineros contra sus capitaneas ó 
cualesquiera otras personas de la tripulación del buque.» 

Si algdn marinero ú otra persona embarcada á bordo de un 
buque mercante nacional hubiera cometido algún delito en 
alta mar, el cónsul levantará una información sumaria aceica 
del hecho, recibiendo las declaraciones de la gente de mar y 
pasajeros y tomará las medidas necesarias para que los delin- 
cuentes sean puestos á diaposición de los juzgados patrios com- 
petentes. El cónsul deberá reclamar ai la autoridad local in- 
tentare conocer de los delitos cometidos en alta mar. 

Solicitará de la autoridad local la aprehensión de los mari- 
neros desertores. 

Son ministros de fó para los efectos de constatar todo lo reía 
tivos á las averías que sufran la nave y las mercaderías. Y en 
caso de que el perjuicio experimentado por el buque lo impo- 
sibilitare para sostenerse en el mar, el cónsul está autorizado 
para ordenar las reparaciones que sean del caso y aun para au- 
torizar la venta en publica subasta de la nave en el evento por 



dividnos de la miama nacionalidad. 

Cuando se trata de au juicio entre individiios europeos de 
diversas nacíoDaiidades funciona ud tribunal mixto compuesto 
de dos jueces del demandado y uno del demandante. 

De las demandas que se sigan entre ua europeo ó america- 
no y an musulmán coooce el juez turco si el europeo ó ameri- 
cano es demandante, y el respectivo cóasul ai éste es el deman- 
dado. 

Estas reglas sufren la excepción general de que, tratándose 
de acciones inmuebles y con motivo de propiedades ubicadas 
en territorio turco, aoa competentes sólo los jueces musulmanes 
sin distinguir la nacionalidad ni del demandante ni del de- 
mandado. 

En materia penal, el cónsul respectivo es competente poia 
coDOcec de las cuestiones criminales que ocurran entre extran- 
jeros. El crimen cometido por un turco contra un extranjero 
está sometido á la competencia de los jueces musulmanes. Al 
levés, es de la competencia de la justicia consular el crimen 
cometido por el extranjero contra un turco. 

Egipto. En este país funcionan los tribunales mixtos, or- 
ganizados por el Gobierno egipcio con la aprobación de los 
Estados europeos. 

Hay tres juzgados mixtos de primera instancia compuestos 
de indígenas egipcios y de europeos. 

Hay una Corte de Apelaciones que funciona en Alejandría 
compuesta de siete miembros de nacionalidad extranjera y de 
cuatro nacionales. 

La competencia de estos tribunales mixtos comprende todaa 
tas cuestiones civiles y comerciales que ocurran entre europeos 
de distintas nacionalidades ó entre éstos é indígenas. 

Además de estos Tribunales mixtos, funcionan como jueces 
los cónsules con competencia para entender en los negocios 
entre individuos de su misma nacionalidad y los tribunales 
locales con competencia para los negocios entre indígenas. 

Cbina. — ^Los cónsules extranjeros en este país gozan de los 

mismos privilegios que en Turquía. Por consiguiente, sus nacio- 
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DE LOS CONfLIOTOS INTBBHAOlONALEa T OK LOB MEDIOS 
DIFLOXÍTICOB DB DIBIUlBLOa 

313. A pesar de la acción bienhechora de la diplomacia, qae 
se esfuerza con tesón incesante en evitar las cuestiones enojo- 
sas entre los Estados, es un hecho que los encontrados intere- 
ses de éstos en el triple orden mora), político y económico oca- 
sionan perturbaciones que á las veces podrán ser llaDamente 
resueltas, pero que en otras serán causa inevitable de disiden- 
cias más profundas y de más hondas agitaciones. 

Dentro de la sociedad nacional los individuos que la forman 
se ven envueltos en continuos litigios á causa de los encootra- 
dos intereses que loe mueven. Cuestiones múltiples de domi- 
nio, de estado civil, de comercio, originan pretensiones que se 
cruzan. ¿Qué extraño es entonces que los Estados que no son 
aino los conductores políticos de las agrupaciones en que está 
dividida la humanidad tengan también contradicción de in- 



No hay duda de que la progresión notoria de la cultura uni- 
versal y el mejoramiento general de las instituciones en todos 
BUS aspectos, son causa positiva de que los litigios internacio- 
nales DO se presenten ni con la frecuencia de antes ni con los 
caracteres de violencia que hacían inevitable la solución extre- 
ma de la guerra. Mas, de aqui á alcanzar el progreso casi ideal 
de evitar las guerras hay una distancia enorme. 

Para que los htigios internacionales no se prod ujeran ó por 
lo menos para que todos ellos fueran resueltos en forma amis- 
tosa, sería necesario que todos los países llegaran á nn grado 
idéntico de civilización, lo que es sólo teóricamente aceptable, 
y á una comprensión uniforme de sus derechos y deberes po- 
líticos, de tal manera que su coexistencia en la sociedad inter- 
nacional estuviera libre de ataques perturbadores. 

313. Cuando no ha podido solucionarse de modo pacífico el 
cooSicto internacional tienen forzosamente que recurrir los Es- 
tados á la guerra; pero, para que el derecho legitime esta solu- 



este medio terminó Estados Unidos las cuestiones de límites 
del Maine y del Oregón. 

317. La interposición de los buenos oficios de une potencia 
amiga debiera merecer una buena acogida por parte de los 
gobieraos empefiados ea la contienda. Bate ofrecimiento no 
importa intervención indebida y no podría honradamente ser 
desestimado & ese sólo titulo. 

Inglaterra ofreció sus buenos oficios para impedir la güe- 
ra franco-alemana de 1870: fueron rechazados. Francia en este 
caso solicitó infructuosamente la mediación de laa poten- 
cias (1). 

318. Cuando la interposición de buenos oficios es solicitada 
por alguno de los gobiernos ó por los dos, toma el nombre es- 
pecial de mediación. 

La mediación tiene caracteres mucho más definidos que la 
interposición de buenos oficios. El mediador no es ni juez ni 
arbitro. Su deber es imponerse á fondo de la cuestión que ha 
producido la disputa, en su aspecto general y en sus detalles; 
provocar un arreglo que la termine; ejercer su influencia moral 
para inducir á nna buena inteligencia. 

Como dice Calvo, cuando el mediador ha agotado los medios 
de persuasión y ha hecho lo posible por obtener una buena ar- 
monia, cesa ya su papel. 

En 1844 estuvo á punto de aer declarada la guerra entre 
España y Marruecos con motivo de representaciones hechas por 
el pnmer gobierno al segundo á causa de su inercia en impedir 
los ataques repetidos que se hacían por sus subditos á la plaza 



(1) Paeden verae en Maso, pág. 215, deUllee «cerca de eetaa negocla- 
donee. 



que concede el df scubrimieato; y al replicar en el debate y co- 
mo na deseo de termíoar amistosameDte la cuestión, [>ropn90 
someter su examen á la mediación del Papa León XIII. — Acepta- 
do el procedimiento por Eapafia, Su Santidad formuló un pro- 
yecto de arreglo que f aó convertido en pacto por los gobiernos. 
—Su Santidad después de recordar que B:?paQa no sólo descubrió 
las Carolinas y Palaos sino que realizó diversos actos en bene- 
ficio de los indígenas, lo que constituye un titulo legitimo de 
soberaoia; y que tales actos, no ejecutados por ningún otro go- 
bierno, explican la tradición constante y la convicción del pue- 
blo español acerca de eea soberanía, fué de parecer que se 
adoptaran como acuerdo loa siguientes puntos: 1." Afirmación 
de la soberanía de £spaíia sobre las islas Carolinas y Palaos; 
2." Para hacer efectiva esa soberanía, el Gobierno español se 
obliga á establecer lo más pronto posible en dicho archipiéla- 
go una administración regular coa fuerza suficiente para ga- 
rantizar el orden y los derechos adquiridos; 3." Espafia ofrece 
é. Alemania plena y entera libertad de comercio, de navegación 
y de pesca en esas mismas islas, como también el derecho de 
establecer una estación naval y un depósito de carbón; 4." Se 
asegura igualmente & los alemanes la libertad de hacer plan- 
taciones en las mencionadas islas y la de fundar establecimien- 
tos agrícolas en la misma forma en que puedan hacerlo los sub- 
ditos espafioles. 

En 1899 se ba realizado la venta de estas islas al Imperio 
Alemán (1). 

En 1880, durante la guerra de Chile contra Perú y Boli- 
via, se ofreció y fué aceptada la mediación que ofrecieroo con 
la anuencia de sus gobiernos, los ministros de Francia, In- 
glaterra, Italia y Estados Unidos para procurar la terminación 
de la guerra. Las conferencias, llamadas de Arica, que tuvie- 
ron lugar á bordo de un buque de guerra americano, no alcan- 
zaron éxito. 

(1) Puede conaaltaree an estndio sobre la enajen&ctún á AlemanU del 
grnpo de las CsroliiiaB en la revista Quettion» IHplomatiítiet correspon- 
diente á jnUo de 1899. 



Eq 1892 Chile fué solicitado 
para que interpusiese su inedi 
nico en el asunto relativo á los 
Guayana inglesa. Chile accedió 
hacer las gestiones del caso á o 
cionario que estalló en Venezw 
de que las negociaciones tomare 
oían á la fecha de la solicitud d 

319. La solución de los confli 
contrarse en el funcionamiento ' 
ferencias, reunión de repreaenb 
interés en aquellos. 

Antiguamente se denominab 
loa Soberanos mismos que se cita 
en litis y procurar su término ai 
bre de Conferencias á las que t 
representantes de los Estados dt 

En la época presente los sobe 
nea. Con ocasiones muy señalad 
entrevistas para resolver altas i 
cional. 

No asistiendo hoy los Soberai 
da este nombre á laa reuniones 
nos qne tienen por objeto tratai 
continental; como los de París d 
los tiempos contemporáneos; de 
en 1648 en tiempos anteriores. 

El título de Conferencia, mÁ¡ 
niones de delegados que tienen 
más concretos y de interés más 
cias de Londres de 1831 para f 
holandesa y de 1871 para las cui 

No debe olvidarse también qi 
deliberaciones de los Congresos 
qae las de interés positivo é inn 

320. Lorimer ha ideado la or) 
ternadonal permanente destini 
puedan sa^r entre las distintas 



proyecto, habría una autoridad compuesta de tres poderes que 
íuDcionarfa en el Estado libre de Constantinopla: Poder Legis- 
lativo formado por un Senado y una Cámara de Diputados, 
cuyos miembros serian designados por los distintos Estados; 
Poder Judicial que sería desempeñado por nn Tribunal inter- 
nacional de apelación en materia civil y penal y Poder Ejecu- 
tivo que tendría á sus órdenes uq ejército internacional. 

Ija realización del deseo del profesor inglés está sin duda . 
muy lejana y sólo confiando mucho en el progreso de las E^;ru- 
paciones en que está dividida la humanidad y en la compresión 
exenta de vicios, de sus derechos y deberes, paede pensarse 
en que llegue algún día á resultado, siqaiera apreciable. 

Más probable es que se llegue á algún resultado práctico en 
el seno de la Conferencia de la Haya que funciona actualmente 
(1899). Se ha propuesto en ella la instalación de un Tribunal 
permanente de arbitraje á cayo fallo se someterían las cuestio- 
nes que se presentaren con ciertas excepciones. 

321. Las Conferencias pueden realizarse para ñnes que sólo 
interesen á dos Estados. Los delegados de cada país defende- 
rán en su seno la tesis favorable á los derechos de su patria; 
pero procurarán arribar á una solución amigable del conflicto. 
Sus acuerdos se consignarán en forma de proyectos de tratados 
que, para su validez y promulgación, se ceQirán á las reglas 
generales ya conocidas. 

Entre Qiile y la República Argentina en 1898 se celebró un 
protocolo por el cual se acordó que una Conferencia compuesta 
de cinco Delegados de cada país se reuniera en Buenos Aires, 
con los objetos siguientes: 

1." Trazar la linea divisoria de aaabos países entre los para- 
lelos 23° y 26° 52' 46" de latitud austral teniendo en conside- 
ración todos los documentos y antecedentes de su referen- 
cia; y 

2." Estudiar y proyectar las soluciones que correspondan en 
los asuntos que puedan interesar directa ó indirectamente álos 
dos países y que sean sometidos expresamente á su delibe- 
ración. 

Los delegados á la Conferencia de Buenos Aires no libaron 
á acuerdo. El limite en la región indicada fué ñjado por un 



cional cuando, como lo dice Gteffckeo, lae pretenaiooes contra- 
dictorias pueden ser formuladas iurldicament«. 

En efecto, 8Í se trata de determinar el monto de UQa cantidad 
de dinero que se debe á titulo de perjuicios; si se discute la 
cuestión de loa lugares ó puntos por donde debe pasar la línea 
demarcadora de las fronteras de dos países; si el conflicto se 
re&ere á derecbos territoriales invocados en razón de descubrí- 
miento ó de toma de posesión; si, en general, la causa qae ha 
dado origen al debate puede ser resuelta con sujeción Á princi- 
pios admitidos en derecho, de tal modo que el fallo que ae dé 
importe la aplicación de uno de esos principios, se admite que 
ella puede ser sometida á arbitraje; maé, no puede decirse lo 
propio cuando se trata de cuestiones que afectan el honor y la 
dignidad nacionales; sentimientos de que nadie puede ser juez 
sino la propia nación ofendida. , 

325. No debe olvidarse que cualquiera que sea la persona que 
se nombre para quedesempefie el puesto de arbitro, elfallo debe 
ser respetado por los países que á ese procedimiento acudieron. 

Sólo por vicio de nulidad puede licitamente un Estado inteu- 
tar sustraerse al cumplimiento del fallo arbitral. La nulidad no 
puede invocarse sino cuando ha habido error en la materia so- 
metida á arbitraje, ultra petita, 6 no se ha oído á laa partes. 

La cuestión de nulidad es resuelta por otro arbitro y el país 
que la promueve no podría decorosamente rehuir el nuevo jui- 
cio arbitral. 

326. Se ha discutido la cuestión de si un país está facultado 
para escusarse del compromiso de cumplir et fallo dado por el 
arbitro á pretesto de que sus Cámaras Le^slativaa no presten 
BU aprobación at laudo arbitral. 

Nos parece inaceptable la escusa puesto que ella haría inefi- 
caz et recurso del arbitraje. Cuando un país acude á este medio 
para solucionar ana dificultad de carácter internacional, debe- 
rá impetrar previamente la aprobación del Poder Legislativo, 
siempre que el sistema constitucional imperante prescriba la 
intervención de esa rama del poder público en semejantes asun- 
tos. La aprobación que las Cámaras presten al pacto de arbitraje 
importa ratificación anticipada del laudo que el arbitro expida. 
\ 
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tarae el arbitro para dictar el fi 
no pueden ser otras en la gen 
tablecidas por el Derecho Intei 

En algunas ocaaioces, como 
hama, se precÍBan laa reglas jur 
á la resolución del arbitro. 

338. Las cuestiones retativaí 
servar el arbitro para suatanci 
acta de arbitraje ó determinadt 
de laa partes interesadas. 

EL Instituto de Derecho Inte 
aiones de Ginebra y de la Haya 
Procedimiento Arbitral interna 
tado en todos los casos. 

329. Si las partes se ponen 
ción del juicio arbitral, se habí 
vemos inconveniente para que 
de solemnizar más dicho acuer 
da sentencia en el sentido de d 

A fin de evitar desinteligenci 
do en ciertas ocasiones dar al 
componedor. Esta costumbre c 
tíficas del arbitraje. En efect 
asuntos que se someten á arbit 
á los principios fijos é inmutah 
el sistema si se concede al árbi 
ción, DO de estricto derecho, i 
dad (1). Acéptese ó sohcítese en 
potencia amiga ó llegúese á i 
cancillerías; pero no se preten 
miento hay arbitraje. 

Blnntschli opina que, en la 
autorizado para hacer á las p 
con el fin de llegar é. una trat 
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buena ó de mala política ver modo de procurar un arreglo, 
agregando que las transacciones entran en el dominio de las 
Bolnciones libres, voluntarias, amigables, mientras que los arbi- 
trajes tienen un carácter esencialmente judicial. 

330. En el siglo XIX han sido en extremo frecaentes los 
casos de arbitraje (1): 

Sentencias arbitrales sobre deslinde de fronteras: 1." Deslin- 
des del Canadá y Estados Unidos. Laudo pronunciado en 1872 
por el emperador de Alemania; — 2.* Id. de Argentina y Para- 
guay, Laudo de 1878 pronunciado por el Presidente de Esta- 
dos Unidos; — 3," Id. de la Guayana francesa y de las cotoDÍae 
holandesas. Laudo de 1891 pronunciado por el Czar de Rusia; — 
4." Id. de Veuezuela, y de la Guayana inglesa. La resolución 
pende actualmente de un tribunal presidido por Martens. 

Sentencias sobre posesión de territorios: 1.° Territorio é islas 
de la bahía de Delagoa. Disputa' entre Portugal é Inglaterra. 
Laudo de 1875 á favor del Portugal, pronunciado por el Pre- 
sidente de Francia; — 2." Isla de Lamu, situada en la costa afri- 
cana de Zanzíbar. Disputa entre Inglaterra y Alemania. Laudo 
de 1890 á favor de laglaterra, pronunciado por Mr. Lamber- 
moot. Ministro de Estado belga;— 3." Territorio de la Puna de 
Atacama. Derechos de Chile y República Argentina. Laudo 
de 1899 de Mr. Buchauam, Ministro de Estados Unidos en 
Buenos Aires. 

Sentencias sobre captura de buques ó cai^a: 1." Laudo del 
~ Czar de Rusia de 1875, absolviendo al Gobierno japonés de la 
reclamación peruana con motivo de la detención del vapor 
María Lúe que trasportaba eoolies chinos; — 2.° Laudo de Mr. 
Monson, Ministro inglés en Atenas, de 1890. Disputa entre 
Dinamarca y Estados Unidos. Cuestión de perjuicios por de- 
tención de buques de propiedad de un americano en aguas 
danesas. 

(1) Lasobraa mejores y más completas sóbrela materia son los de 
BoDARD DE GiBD, Lt» degtiiUes de l'arhitrage interruiHonai j L'arbiti-age 
inlemationai dans le paisé, U présent et l'avenir. 

De la primera de eataa obras hemos tomado en brevísimo extracto la 
lista de loe principales arbitrajes del préñate siglo. 



prescindiendp de las mnumerablea comiaiones mixtaaj; pero 
loa cuatro restaotea, todos fallados, se reñereo á diversas ma- 
teriaa de interés nacional; á saber: legitimidad de presas marí- 
timas comprendidas en el caso entre Méjico y Francia, 1839; 
dominio territorial, isla de Aves, entre Venezuela y Holanda, 
1857; arresto de ofícialea de un buque de S. M. B. entre el 
Brasil y la Gran BretaQa, 1862; ejecución ó interpretación de 
tratado, entre Nicaragua y Gran Bretaüa, 1881. 

<A estos casos pnedeu agregarse los cinco arbitrajes varios, 
ocurridos exclusivamente entre latino-americanos, todos de in- 
terés nacional y sobre muy delicadas materias algunos de ellos, 
á saber: propiedad de buques y elementos bélicos, entre el 
Ecuador y el Perú, 1853; liquidación de cuentas entre Chile y 
Perú, 1871; violaciones de territorio y depredaciones entre el 



(1) Toro Gísfáb, Nota» nobre arbitraje intemaeimiaí en lo* repúbUca» ¡a- 
tíno-americanai, 1S98. 
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interés sobre él, y si debe, cuál es la tasa del interés y desde 
qué fecha ha de pagarse? 

Eu 15 de mayo de 1863 el rey Leopoldo, fundado en que se 
trataba de propiedad privada capturada en tierra, fdtió conde- 
nando á Chile á restituir $ 42,240, más $ 19,698 á título de 
interés. 

Hemos trascrito del acta de Convención los antecedentes de 
la cuestión sometida á, arbitraje. Bl Macedonian traía de Can- 
tón para el Perú mercaderías de propiedad deespaQoles. Al 
llegar á sus costas, encontró que la expedición libertadora en- 
viada por Chile había invadido al Perú y que la escuadra chi- 
lena tenia bloqueado el puerto del Ca|(ao, El buqufe llevó á 
Arica la mercadería y allí fué vendida en $ 70,400 plata, suma 
que fué remitida al interior. En el trayecto, fuerzas chilenas 
se apoderaron de esta suma y la entregaron á Lord Cochrane, 

Este reclamo, que agitó violentamente la opinión, sólo vino 
á entablarse veinte aflos después de ocurridos los sucesos que 
quedan relatados. 

VI, En protocolo de 6 de diciembre de 1873 se sometió al 
arbitraje de don Carlos F, f^evenhagen. Ministro Residente dul 
Imperio Germánico en Chile, la reclamación de Estados Unidos 
con motivo del embargo y detención por las autoridades chile- 
nas de Talcahuanoen 1832 del buque ballenero Good Belum — 
Este arbitraje no llegó á realizarse por cuanto, á insinuaciones 
del Congreso de Chile, el Gobierno transigió directamente la 
reclamación. 

VII. Por la convención de 6 de agosto de 1892 se estableció 
un Tribunal Arbitral de tres Comisionados, uno nombrado por 
Chile, otro por Estados Unidos y el tercero en discordia nom- 
brado por la Confederación Suiza. Este Tribunal tuvo por mi- 
sión poner término á todas las reclamaciones entabladas por 
corporaciones, compañías ó individuos privados, ciudadanos de 
Chile, contra el Gobierno de los Estados Unidos, derivados de 
actos cometidos por las autoridades civiles ó militares de los 
Estados Unidos contra las personas ó propiedades de ciudada- 
nos de Chile, que no estén al servicio de los enemigos de loa 
Estados Unidos, n¡ hayan prestado á éstos voluntariamente 
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La reíorgión eonaiste eo la implantación por parte de un Go- 
bierno de las mismas medidas de orden legislativo que implante 
otro Gobierno en perjuicio de los intereses de aquel ó de 
8U8 subditos, Si un fíobierno niega á nuestros conciudadanos 
el derecho de acudir á los Tribunales de Justicia que tiene 
establecidos, puede por vía de retorsión tomarse igual medida 
por nuestro Soberano. 

Riquelme cita el caso de los derechos diferenciales de ban- 
dera: si los establece un Gobierno, tieue á su vez perfecto de- 
recho el soberano de ios individuos á quienes se cobran para 
establecerlos á su ve?, por via de retorsión en su pais y en contra 
de loa individuos subditos del primer país. 

Fiore considera que no toda medida autoriza el uso de la 
retorsión. Así, por ejemplo, dice, si valiéndose uu Estado de 
au poderlo sanciona ciertas medidas de rigor en perjuicio de 
nuestros conciudadanos ó les priva de ciertos beneficios de 
que gozaban según 1"8 usos internacionales (elevando las ta- 
rifas aduaneras, sometiendo á Ins extranjeros á pagar tasas 
gravosas para poder residir en el territorio, ejercer en él, el co- 
mercio ó para transmitir la propiedad por sucesión, etc.,) no seria 
. lícito emplear las mismas medidas de rigor en perjuicio de los 
ciudadanos de aquel Estado. 

La retorsión va destinada á atacar los intereses del Estado 
que hiere los nuestros; no se dirige, en consecuencia, A ofen- 
der los derechos de ningún Gobierno. 

336. I^a represalia es una medida ¿e violencia contra el de- 
recho de otro Estado que desconoce nuestra facultad y con el 
cual estamos en debate diplomático procurando resolver el con- 
flicto pendiente. ' 

No pudiendo negarse la justicia de la guerra como medio 
coercitivo necesario para alcanzar la satisfacción y reparación 
debida al derecho lesionado de un Estado, tampoco es posible 
negar la justicia y procedencia de las represalias, siempre que 
con su empleo considere un Gobierno que puede alcanzar el 
respeto de sus derechos á que justamente aspira. 
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Deberán estimarse justas las represalias cuando se reúnan 
las siguientes circunstancias: 1.* que haya realmente una lesión 
de los derechos del Estado que las ejerce, verificada por el 
Grobierno del país contra el cual van dirigidas; 2 * que se 
trate de un verdadero derecho de parte del Estado ofendido y 
no de una pretensión que no tenga un serio fundamento ju- 
rídico; 3.* que hayan fracasado los medios conciliatorios pre- 
cedentemente examinados; y 4.* que las represalias se ejerzan 
de Estado á Estado, no siendo lícitas en principio ante el De- 
recho contemporáneo las dirigidas contra particulares. 

Divtdense las represalias en positivas y negativas. Estas 
consisten en la resistencia de cumplir un deber correlativo á un 
derecho perfecto. Aquéllas se ejercitan capturando personas ó 
cosas pertenecientes al Estado enemigo. 

Las represalias más usadas son: secuestrar los bienes públicos 
del Estado ofensor que se encuentran en nuestro territorio, 
no cumplir los tratados pendientes, interrumpir las relaciones 
comerciales, etc. 

En ningún caso pueden aceptarse como represalias legíti- 
mas los actos de crueldad ni los vejámenes en las personas. En 
consecuencia, es justamente censurado el acto de las fuerzas ale- 
manas de la guerra de 1870, que fusüaron á los indefensos 
padres de 26 jóvenes que defendieron á su patria en los cuerpos 
de franco -tiradores franceses. — Se critica también con comple- 
ta razón, el incendio que á título de represalias las fuerzas 
inglesas y francesas provocaron en el palacio de Verano del 
Emperador de la China en la lucha de 1860. 

337. He aquí algunos casos de aphcación de represalias que 
tomamos de la obra de De Cussy. 

En 1838 el Gobierno de las Dos Sicilias celebró un contrato de 
explotación de minas de azufre con una compañía particular; 
acto que Inglaterra consideró perjudicial á los intereses de al- 
gunos de sus subditos. De resultas de activas negociaciones 
diplomáticas, Inglaterra obtuvo se fijara un plazo breve á di- 
cho contrato. Llegado el vencimiento del plazo, el contrato 
siguió, sin embargo, cumpliéndose. A las enérgicas reclama- 
ciones de Inglaterra, el Gobierno de las Dos Sicilias contestó 
al final de un serio debate, que no podía acceder á las exigen- 
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ciaa británicas. Inglaterra dispuso entonces que au escuadra del 
Mediterráaeo ejerciera represalias sobre todas laa naves que na- 
vegasen con bandera siciliana: muchos buques fueron apresa- 
dos. En esta situación, el Gobierno de las Dos Sicilias hubo de 
aceptar la mediación francesa que arregló la cuestión satisfa- 
ciendo á Inglaterra. 

En 1854 llegaba al pequeño puerto de San Juan de Nica- 
ragua un vapor mercante americano que conducía á su bordo, 
como pasajero, al Ministro de Estados Unidos en la América 
Central. Al entrar al puerto, pasó muy próximo al bote de un 
pescador qn« gritó, temiendo ser atropellado, en solicitud de 
que se cambiara el rumbo de la nave. Molesto con esta actitud 
el capitán del buque, disparó un tiro de fusil sobre el pesca- 
dor matándolo en el acto. La población pidió la entrega del 
capitán del barco para que fuera castigado por las autoridades 
locales. Habiéndose negado á ello el Ministro y cónsul ameri- 
cano, k autoridad mandó fuerzas á bordo á extraer al capitán; 
lo que no pudo conseguirse. El pueblo insultó al consulado 
americano y apostrofó á su jefe. El Gobierno americano man- 
dó un buque de guerra á San Juan á pedir satisfacciones y á 
exigir fuertes indemnizaciones pecuniarias. Negadas unas y 
otras, el buque americano bombardeó la plaza y la redujo á 
cenizas quemándola en su totalidad. 

En 1861 naufragó un buque mercante inglés en aguas del 
Brasil. El cónsul de Inglaterra obtuvo de su Gobierno que re- 
clamara del Gobierno Imperial la suma de 6,625 libras ester- 
linas á título de perjuicios por cuanto después del naufragio el 
buque había sido saqueado por los habitantes de la costa. Ha- 
biéndose negado el Brasil á acceder á esta exigencia, Inglaterra 
bloqueó á Río Janeiro y dispuso que un buque de su marina 
de guerra apresase y detuviese todos los barcos mercantes bra- 
sileros que encontrare á su alcance. Ante semejante predión 
hubo de ceder el Giobieroo de S. M. don Pedro. 

En 1898 ha habido una imposición semejante de parte de 
Italia ejercida contra Colombia á causa de reclamaciones pecu- 
niarias de un subdito. 

338. El bloqueo padfieo consiste en impedir por medio de 
los buques de la armada que se haga el comercio con una pía- 
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DE LA GUERRA. 
1 

PBIHOIPIOa GENERALES 

339. Loa conSictos internacionales no encuentran en numero- 
sas ocasiones su solución, amigable y deñnitiva, en el ejerciciode 
los medios conciliatorios, diplomáticos y coercitívoa, de que nos 
hemos ocupado. El arbitraje do es aplicable á. todas las dificul- 
tades; y además, si no hay cláusula compromisoria, serta me- 
nester una mutua cabal comprensión de sus deberes por parte 
de los dos Estados en confiicto jurídico para que acudieran á esa 
fórmula de honrosísimo avenimiento. 

Por otra parte, ocurre con mayor frecuencia de lo que fuera 
deseable que el Gobierno con quien estamos en discusión realiza 
UQ acto súbito de hostilidad material en nuestra contra. Para re- 
pelerlo, es de rigor y de imperiosa necesidad, aun cuando sea 
á la par doloroso en demasía, acudir á la guerra, — medio últi- 
mo, aceptado á falta de otro posible, de» dirimir los conflictos 
entre gobiernos. 

En la sociedad civil las contiendas que se suscitan entre los 
individuos y que no encuentran su definitivo término ni cd la 
transacción ni en los compromisos, son sometidos al estudio y 
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rras, lejos de ser una maoclia que afee á la humanidad, coos- 
tituyen uu factor de todo punto uecesario para alcaazar el 
pragreso geueral y para hacei' esparcirse los principios de jus- 
ticia y de derecho por todos los ámbitos deí universo. 

Para los unos, como Roliu-Jaequemyns, la guerra es un 
procedimiento en la tramitación de los negocios internacionales; 
para los otros, como Holtzendorff, ea el derecho de legitima 
defensa equiparado al que corresponde al hombre en la socie- 
dad civil. 

Las guerras traen consigo un cortejo innumerable de des- 
gracias: muerte de muchos ciudadanos, -perjuicios de todo gé- 
nero, gastos de gruesos caudales y tal vez el retroceso general; 
pero, en cambio, en machas ocasiones, signiñcan el progreso y 
el adelantamiento moral y material de los pueblos. 

342 . La división más aceptada de la guerra es en ofensiva y 
de/entiva. Seria absurdo pretender que toda guerra ofensiva 
fuera injusta y justa toda guerra defensiva. 

Los guerras justa» son las que se hacen en resguardo de un 
derecho ó con la mira de alcanzar su respeto ó la integridad de 
su goce. Para llegar á ellas el Estado puede atacar al adversa- 
rio 6 puede esperar los actos de agresión y defenderse. 

A los gobiernos que se ven en la dura necesidad de llevar á 
sus países á las guerras les interesa no aparecer atacando sino 
defendiéndose. La opinión pública se inclina muyáraenudodet 
lado del agredido, no porque considere que todo agresor haga 
un acto injusto, sino porque á través de la historia se han visto 
muchos casos en que eso ha ocurrido. 

La guerra es también internacional y civil; ó sea, entre Esta- 
dos ó entre individuos que componeu una misma agrupación 
humana. 

Las guerras civiles son en principio ajenas al Derecho In- 
ternacional; pero las estudia y considera por cnanto le son apli- 
cables en el hecho las r^las establecidas para los procedimien> 



qne tenga la antoñdad auñciente para hacer la declaración res- 
pectiva? 

En el estado actual del derecho correspoade sólo & la opinión 
pública universal pronunciar su jueticiero veredicto. Ella de- 
berá conocer loa diferentes elementos de la cuestión controver- 
tida y al efecto deberán serle suministrados esos antecedentes 
en forma de memoriales publicadoa por las cancillerías res- 
pectivas. 

Las guerras justas deben descansar en motivos justiñcados. 
Se cuentan entre éstos el castigo de una agresión indebida 
cuando el agresor se niega á darnos una reparación competen- 
te; el respeto á nuestra integridad territonal; el afianzamiento 
de las consideraciones debidas á nuestros representantes diplo- 
máticos, etc. 

No son considerados como motivos justos de guerra ni el 
engrandecimiento territorial legítimo de un país, ni los propó- 
sitos civilizadores de que un país crea sentirse animado. 

Por lo demás, como lo dice Rivier en la Sevue de Droit In- 
lemalional de 1891, la cuestión de la justicia ó de la injusticia 
de la guerra considerada de una manera general y abstracta, 
tau debatida antes de ahora, es de mínima importancia práctica 
éimposible de resolver. No se la puede estudiar sino con rela- 
ción á una guerra determinada; y aun en casos concretos la res- 
puesta no podrá menos de ser poco segura. 

346. Se han hecho numerosos ensayos de codificación de las 
leyes de la guerra. 

Por la iniciativa del emperador Alejandro II de Rusia, se 
reunió la Conferencia de Bruselas de 1874 que elaboró un pro- 
yecto importantísimo que, aun cuando no ha sido ratiñcado 
por los gobiernos, es una obra de inamovibles principios. 

En 1863 el profesor Lieber redactó las célebres Instrucciones 
de Estados Unidos á sus ejércitos que fueron sancionadas por 
el Presidente Lincoln. No obstante su carácter de ley interna 
de un sólo país, esta codiñcación tiene nua importancia uní- 
versal. 

El Instituto de Derecho Internacional en su sesión de 1880 
celebrada en Oxford sancionó un Manual de las leyes de la 
guerra continental. Loa publicistas que elaboraron esta obra 
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rreira dice que la declaración oDUgatona de la guerra importaFla 
extralimitar el marco razooable de benevoleucia que se tieoa 
para coa el enemigo y darle tiempo para que se prepare mejor 
á sosteaer la injusticia. La declaracióu de la guerra sería así 
una imprudencia en vez de una obligación. 

Esta razón, que la vemos emitida también por otros autores, 
DO contempla sino una parte, y la menos importaute, de los 
ñnea quese persiguen con ladeclaracióo. El objeto que se tiene 
en vista al declarar la guerra no consiste únicamente en la ad- 
vertencia que se hacaal Gobierno enemigo de quevau á comen- 
tar las hostilidades, dándole, en consecuencia, tiempui para pre- 
pararse á sostener la injusticia. La declaracióu persigue ñnes 
que afectas más bien Á los subditos de los Estados beligeraatea 
que á la acción de los gobiernos. 

En efecto, el Gobierno enemigo, antes de que la decIaraciÓQ 
se efectúe, estará prevenido, habrá acumulado los elementos de 
defensa mientras se tramitaba la cueatióa por la vía diplomáti- 
. ca, el pensamiento de la cancillería enemiga no le será del todo 
desconocido y aun, salvas muy limitadas excepciones, sabrá la 
solución que se ha de dar al asunto controvertido. En nuestros 
tiempos las cuestiones diplomáticas do se discuten generalmen- 
te en el silencio de los gabinetes: la prensa y la opinión toman 
parte activa en su dilucidación; podrán las cancillerías reser- 
varse los detalles, pero la política cierta que se va á adoptar es 
por punto general del dominio público. Y para explorar el sen- 
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(1) Don Federico Diez dk Medina, profesorde Derecho de la Univer- 
eidad de la Ptit, Solivia, diue en aus Nociones de Derecho Ínter-nacional Mo- 
derno, página 346 de la edición de 1896, qne (Chile en 1879 ae apoderó 
del paerto de AntofagasU sin declararla guerra á Solivia." 

Para apreciar la conducta que Chile obnervó en aquella ocasión, debe 
, reoordarao qae nuoatra cancillería con fecha 3 de enero de 1879 decfa al 
Encargado de Negocios en )a Pez, que, ai el Gobierno de Bolivia pereiatfa 
en llevar á efecto la ley de 14 ée febrero de 1878 sobre contríbuciones 
aalitreraa, pidiera ana pasaportes y agregaba; El Gobierno de Cbile con- 
eidera también conveniente que V. S. eipreee, antes de retirarse, al de 
Solivia, que aa negativa reiterada á suspender la ejecncián de la citada 
ley importaría la anulación del tratado de 1874 y que, en conaecoencia, 
roto ese pacto por Bolivia, renacerían para Chile todos Ioh derechos que 
legítimamente hacía valer antes del tratado de 1866 sobre el territorio á 
que eee tratado Bc refiera. Por la misma razón, Cbile, llegada esa des- 
agradable emergeacls, que ét no La provocado y que no ha podido evitar, 
ejercerá aquellos actos qne estime necesarios para la defensa de sus 
derechos. > Por nota de 20 de enero se pedía al Agente Diplomático chi- 
leno requiriera nna contestación franca del Gobierno de Bolivia que «nos 
permita saber si ese Gobierno asume las consecuencias que tendrán qne 
derivarse forzosamente de so negativa.» 

En nota de 8 de febrero de 1879 el Agente chileno decía al Ministerio 
de Relaciones Exteriorea de Bolivia lo qne pígne, refiriéndose al recurso 
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texto dd la resolnciÓD votada el ID de loa corrientes por .el Con- 
greso, y que ha BÍdo aprobada con esta fecha, relativo á la pa- 
cificación de Cuba. — Eo conformidad & eata ley, e! Presidente 
08 encarga comunicar inmediatamente al Gobierno espafiol la 
■ resolución referida agregando ana representación formal del 
Gobierno americano exigiendo que Espaíia renuncie en el acto 
á. la soberanía y al gobierno de la isla de Cuba y que retire sus 
fuerzas de mar y tierra de Cuba y de las aguas cubanas. — Al 
hacer este pedido, Estados Unidos expresan no abrigar ningu- 
na disposición ó intención de ejercer soberanía ó jurísdicción ó 
algún control sobre Cuba, pues no tienen otro ñn que pacificar 
la isla. Confirman su determinación, una vez alcanzado ese 
fin, de dejar el gobierno y el control de Cuba á su población, la 
que constituirá un gobierno libre é independiente. — Si el pró- 
ximo sábado, 23 de Abril, á mediodía, el Gobierno de Estados 
Unidos no ha recibido del Gobierno español una respuesta ple- 
namente satisfactoria á esta representación y resolución, propia 
para asegurar la paz en Cuba, el Presidente, sin otro aviso pre- 
vio, empleará en la medida que juzgue necesario el poder y la 
autoridad que le confiere y le impone el acuerdo legislativo 
referido para los efectos de hacerlo cuu^plir debidamente». 

351. El retiro de los Ministros Diplomáticos no lleva envuel- 
ta la idea de realizar la guerra; sólo indica que las relaciones 
entre loa dos Estados se encuentran atteradae. 

Los tratados suscritos entre el Brasil y Prusia en 1827 y 
entre Brasil y Francia en 1826 contienen una cláusula en que 
se establece que, en caso de ruptura de relaciones pacificas, 
se entenderá declarada la guerra con el retiro de los agentes 
diplomáticos. 

Pactos de esta naturaleza no es conveniente se celebren por- 
que, ateniéndonos á los hechos, el retiro de los Ministros Diplo- 
máticos no equivale siempre á una declaración de guerra: es 
una manifestación de que las relaciones diplomáticas no pue- 
den cultivarse á causa de desinteligencias en materia grave; 
pero en la práctica debe considerarse como simple medida de 
apremio. 

352. La declaración debe publicarse á ñn de que llegue á 
conocimiento de los subditos de los Elatados beligerantes j estén 



— 810 — 

en situación de cumplir con las obligaciones que impone el 
nuevo orden de cosas que se inaugura. En Francia, se publica 
en el Diario Oficial; en Chile, además de hacerlo en el periódi- 
co oficial, se promulga por bando en las capitales de provincias. 

Es también necesario se comunique la declaración á los Go- 
biernos que van á permanecer neutrales en la contienda paraque 
«stén en situación de cumplir con los deberes que impone la 
neutralidad y participen á sus subditos la existencia del hecho 
de la guerra. JPara este efecto, es costumbre notificar á los Es- 
tados-neutrales la ruptura de las relaciones pacíficas por medio 
de notas diplomáticas. Con frecuencia estas notificaciones van 
acompañadas de manifiestos en que se expresan los motivos que 
han inducido á la declaración y se agregan algunas considera- 
ciones para manifestar la justicia de la causa que se defiende. 

353. La ruptura de las relaciones pacíficas produce como 
consecuencia inmediata la suspensión de las relaciones diplo- 
máticas. 

El Ministro Diplomático, al poner en conocimiento del Gro- 
bierno ante el cual está acreditado la declaración de la guerra, 
pide sus pasaportes ya que la misión más importante que está 
llamado á realizar en el ejercicio de sus funciones es la conser- 
vación de las relaciones amistosas: y rotas éstas, no tiene razón 
de ser su permanencia en medio del país enemigo. 

Durante el curso de la guerra puede llegar á ser necesario 
entablar algunas negociaciones, como el canje de prisioneros, 
la protección de los nacionales que se encuentran en el pais 
enemigo. Para dirigir estas comunicaciones y á fin de conservar 
el archivo de la Legación es costumbre designar al represen- 
tante de un Estado amigo. Én la guerra entre Estados Unidos 
y España, el Plenipotenciaiío español designó á los represen- 
tantes de Austria y Francia para proteger á los subditos espa- 
ñoles y para conservar el archivo de la Legación. 

El Gobierno que otorga los pasaportes debe tomar las medi- 
das de policía más rigurosas á fin de que el representante del 
Estado enemigo salga del país en condiciones de seguridad. 

Las inmunidades que confiere el Derecho Internacional al 
agente diplomático subsisten hasta que haya abandonado el te' 
rritorio del Estado en que I^a residido. 
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ao de las facaltades que couüere el Derecho laternacioaal á los 
combatientes. 

En las guerras ciriles, paeden ios Bstadoa reconocer et ca- 
rácter de beligerante al elemento revolucionario cuando tiene 
UD ejército regularmente organisado, se ha constituido un go- 
bierno fuerte que inspire garantías de seriedad, que sea capaz 
de mantener el orden público j que se someta á las preacrip- 
cionea del Derecho Internacional. La determinación de los ca- 
sos en que concurren todos estos requisitos es materia comple- 
ja y que se estudiará á su debido tiempo. Por ahora, nos 
limitaiemos á indicar que se ha reconocido en diversas ocasio- 
nes la calidad de beligerante al elemento disidente. — Francia 
é Inglaterra en 1861, con motiro de la guerra separatista de 
Estados Unidos, reconociéronla beligerancia á los Estados con- 
federados. — Bolivia, en la guerra civil de 1891 en Chile, adop- 
tó el mismo temperamento con la Junta de Gobierno, constr- 
tuida por delegación del Congreso j que t«nía á sus órdenes 
un Ejército regularmente organizado en lacha contra el G!o- 
biemo de la Moneda. 

359. El Derecho Internacional moderno ha aceptado el prin- 
cipio de que sólo son enemigos los Estados beligerantes y sus 
fuerzas armadas. 

Los subditos de los Estados, en tiempo 'de guerra, sou de 
dos clases: combatientes, los que forman parte de )a fuerza ar- 
mada y sobre los cuales reeaea las hostíhdades y no combatien- 
tes, los que no tienen carácter enemigo y que forman el resto 
de los habitantes. 

Esta teoría de separación de la solidaridad entre el Estado 
y e! individuo, aunque muy antigua en los textos de los trata- 
distas, sólo se proclamó oficialmente en la guerra franco-pra- 
ai&aa. cuando el Rey de Prusia, Guillermo, emitió en una pro- 
clama estas palabras: iHago la guerra contra loa soldados 
franceses y nó contra loa ciudadanos franceses!. 

360. La declaración de guerra, por último, produce conse- 
cuencias en el comercio. 



vez que comprenda lainatilidad de sus eeifuerzoa, deje de estar 
en condicionea de Bostener ia injusticia de que nos ha hecho 
victimas. 

Las operaciones de la guerra deben concretarse á las fuerzas 
armadas, y en la realización de este principio debe omitirse 
todos los actos crueles que estén en pugna con los usos de loa 
pueblos civilizados, evitar las destrucciones inútiles y el empleo 
de armas que, por acuerdo mutuo de los Estados, son prohi- 
bidas. 

En los considerandos de la declaración de San Petersbui^o 
de 1868 aparecen consignados de una manera clara estos prin- 
cipios y 36 expresa el deseo de los pueblos civilizados de 
atenuar en lo posible las calamidades de la guerra. 

cCoDsiderando, dice la declaración, que los progresos de la 
civilización deben dirigirse á atenuar eo la medida posible las 
calamidades de la guerra; que el único objeto que legítima- 
mente deben perseguir los Estados en las hostilidades es debi- 
litar las fuerzas militares del enemigo, bastando para esto poner 
fuera de combate el mayor número de combatientes que sea 
dable. 

(CoDsiderando: que traspasar ese justo y razonable límite 
con el uso de armas que originen á los heridos sufrimientos 
injustiñcados ó una muerte iuevitable es contrario á las leyes 
de la humanidad, etc.* 

Las leyes de la guerra no reconocen, pues, derecho á los 
Estados para valerse de cualquier medio que tienda á ocasio- 
nar daños al euemigD;*y para jConocer^cuáles son los que pueden 
emplear sin violar las leyes internacionales y aquellos cuyo 
empleo es prohibido, haremos distinción entre las hostilidades ~ 
licitas y las ilícitas. 

362. Ija determinación de los medios que licitamente pueden 
emplear los beligerantes es materia compleja y que no puede 
reducirse á los límites estrechos de una fórmula. En la confe. 
reacia de Bruselas de 1874 los representantes de Rusia propu- 
sieron la idea de determinar, enumerándolos, los actos licito 
de la guerra; pero se reconoció que no podía aceptarse una in- 
dicación semejante á cansa de la imposibilidad de precisa 
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á personas que no forman parte de la fuerza armada y qué no 
son enemigos. 

Pero el deber del jefe Je las fuerzas sitiadoras de permitir 
la salida de las bocas inútiles de la plaza sitiada, ¿lleva en- 
vuelto el reconocimiento del derecho del gobernador de esta 
plaza para expulsar á las bocas inútiles? A juicio de Fjore, y 
participamos de su idea, no debe permitirse al gobernador de 
ana plaza sitiada expulsar á los babitantes que quisieran per- 
manecer en ella por su cuenta y riesgo. 

Creemos conveniente que en la elaboración del reglamento 
que para lae operaciones de las tropas tienen la mayor parte 
de los Estados debe consultarse la idea de privar al gobernador 
de las plazas sitiadas de la facultad de expulsar á los no com- 
batientes. 

Si el Grobernador estuviera revestido de semejante derecho 
podría llegarse á presentar un caso verdaderamente extrafío. 
El artículo 18 del reglamento de los Estados Unidos para los 
ejércitos en campaña, dispone: «Cuando el comandante de una 
fortaleza sitiada manda salir á los que no pelean para econo- 
mizar las provisiones, está permitido al sitiador, por más que 
ésta sea una medida excesivamente rigurosa, rechazar á los 
expulsados, obligándoles á entrar en la fortaleza, é fin de que 
éstos pidan la rendición de la mismas. 

De modo que si se concediera al gobernador el derecho de 
expulsar á los combatientes y el ejército sitiador estuviera so- 
metido á disposiciones reglamentarias setnejantes á las que 
rigen en Estados Unidos, sucedería el caso anormal de que ciu- 
dadanos tranquilos é inofensivos fueran rechazados por las dos 
partes beligerantes. 

De aquí que el gobernador no tenga facultad para expulsar 
y sólo debe permitir la salida de los no combatientes que quie- 
ran alejarse voluntariamente del campo de operaciones. 

Y si la expulsión, contrariando los principios expuestos, se 
llevase á efecto, creemos, y volvemos á iavocar la autoridad 



Los heridos y los priaioQeros deben ser tratados con el res- 
peto y las consideraciones debidas á sn rango. Un Estado que, 
en nuestros tiempos, naatara ¿ los prisioneros se baria reo de 
un enorme delito que no tendría justiñcaci6n de ningún gé- 
nero. 

Desde el momento en que el combatiente enemigo depone 
las armas, adquiere los derechos que las íeyes internacionales 
confieren á los prisioneros de guerra. No es permitido á los 
Estados realizar aquellas famosas guerras autiguas en que na 
se daba cuartel al vencido, y en las ;cuales, si se respetaba la 
vida de éstos,.era para reducirlos a la esclavitud. 

El Derecho Internacional moderno desconoce la facultad que 
en otros tiempos se reconocía á loa Estados para poner á pre- 
cio la cabeza del general enemigo, o la del Soberano, ó la de 
políticos dirigentes. Ha sido vivamente censurado el decreto 
de Napoleón I que puso á precio la cabeza del Barón de Stein. 

En las operaciones militares no es licito el empleo de las ar- 
mas y proyectiles que ocasionen crueles sufrimientos ó heridas 
de difícil curación. La tendencia de la guerra no es matar á 
los combatientes enemigos sino tomarlos prisioneros, herirlos 
para imposibilitarlos de continuar combatiendo durante el tiem- 
po que falta para celebrar el tratado de paz. Debe, pues, pro- 
hibirse el nao de las armas envenenadas, de las balas de forma 
irregular que ocasionan heridas de difícil cicatrización y de las 
balas explosivas. 

La declaración de San Petersburgo de 1868, cuyos conside- 
randos hemos transcripto en otra parte, contiene tma disposi- 
ción que deben observar loa países civilizados. 

Esta declaración fué firmada por todos los Estados europeos 

y dispone que das partes contratantes se obligan á renunciar 

Dkbbcho 31 



mutuameat 
tropas de tí 
400 gramoe 
nsDtes ó inl 
tas disposic: 
á los proyw 
ezpIosiÓQ. 

El uso d 
qne sea la f 
nabaa las t 
qae adoptai 
bárbaro. 

366. Es I 
en sos ejér 
tumbrea de 

En la gu( 
cedimiento i 
turcos del J 
Hería frauce 
Calvo, maa< 
ciplÍDadas. 

Se ceueur 
baras de los 
Bulgaria (in 

Es, pues, 
QÓ el de los 
que sean mi 

Ed la últi 
reproches lo 
los ludios qi 

367. Las 
que no dege 
las sorpresaí 

Las promi 
mente. La v 
ejércitos co 
militar. 



\ 

\ 



Ea la obra de Vattel eticoDtranios an caeo de estratagema 
vitaperable. Una fragata inglesa, en la guerra eQti« Francia é 
Inglaterra en 1756, á corta distancia de la costa de Calais, hizo 
séllales de socorro; y, habiendo acudido á socorrerla cierto nú- 
mero de marineros en un bote, fueron capturados. 

Calvo cita otro caso ocurrido eu el puerto de Barcelona el 
año 1800. Una fragata y dos navios ingleses aa apoderaron vio- 
lentameote de un barco sueco y con él y bajo su bandera en- 
traron al puerto apoderándose de dos fragatas españolas. 

Mozo, eo la página 432 de su Derecho de Gentes y Marítimo 
Internacional, reproduce el siguiente dato que contiene la obra 
de Novo y Coiaon titulada Sutoria de la Guerra de Eipaña en 
el Pacifico: «En el combate que el 26 de Noviembre de 1865 
sostuvo la goleta española Covadonga con la corbeta chüeua 
Eemeralda, bailándose ésta ano á mucha distancia de la pri- 
mera, arboló la bandera inglesa; yn próximos los dos buques, 
la Etmeralda metió sobre estribor para presentar el costado de 
este nombre, haciendo un disparo con bala y tapaboca, y segui- 
damente descargó la andanada sobre la goleta. La corbeta chi- 
lena hizo su primera descarga izada la bandera inglesa y, sin 
cambiarla por la suya legítima, gobernó para aproximarse más 
á la Covadonga, como si fuera su ánimo tomarla al abordaje. 
Sólo entonces en el momento de la segunda descarga, arrió el 
pabellón inglés izando el de Chile.» — Después de reproducir el 
párrafo que queda trascrito, el autor español Mozo critica la 
conducta de la Esmeralda y agrega que ese no fué triunfo al- 
guno para la nave chilena porque era de un mayor poder muy 
considerable. — La prensa española, en efecto, y con la mira 
evidente de pretender justificar el fracaso de la nave hispana, 
lanzó la especiefalsa de haber entrado al combate la Etmeralda 
con la bandera inglesa izada al tope. La Gazetle de France publi- 
có la misma información; pero poco más tarde la rectificó hidal- 
gamente. La Gaceta de Madrid declaró inexacta la noticia, re- 
conociendo que la captura había sido realizada en buena lid. 
-T-La verdad es que la captura de la Covadonga fué un acto de 
gran valor militar. La Etmeralda estaba tripulada por 112 
hombrea de los que no murió ninguno y la Covadonga por 137 
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cho y de derecho. 

LoB Estados para conservar «I orden interior y atender á au 
propia defensa neceBÍtan del mantenimiento de ejércitos re- 
gnlares. La organizacióa de, las fuerzas militares es menester 
no sólo para abtener más pronto el ñn de la guerra, sino para 
disminuir sus calamidades. Si se emplearan contra el enemigo 
fuerzas sÍd organización, compuestas de personas que no cono- 
cieran las leyes de la gjierra y que no estuvieran acostumbra- 
das á observar la discipliaa de la vida militar, las leyes del 
Derecho Internacional no se aplicaiían con la escrupulosidad 
que requieren y la duración de las luchas se prolongaría mu- 
cho más de to necesario. 

Los grandes males y los considerables perjuicios que en el 
comercio, en la industria y en todos los órdenes de la actividad 
humana producen las guerras, hacen indispensable que so du- 
ración se reduzca en lo posible; y para alcanzar este fin es me- 
nester que los beligerantes opongan fuerzas ' organizadas, ya 



derosamente á obtener el éxito de laa batallas. Ejercitadas en 
el manejo de laa armas dorante un tiempo máa ó menos largo, 
habiendo obserrado la diaclplina militar yledueadas en las ideas 
del honor y del saber, prestan servicios de considerable impor- 
tancia. 

371. Los ejércitos de reserva, los cuerpos francos, los franco- 
tiradores, las guerrillas y las montoneras organizadas en debida 
forma son también elementos militares qae deben considerarse 
como parte integrante de las fuerzas armadas siempre que 
concurran los siguientes requisitos establecidos en la declara- 
ción de Bruselas: 

1." Estar autorizados por el Gobierno para combatir. 

En la guerra franco-prusiana se suscitó la cuestión de si bas- 
taba la autorización general ó si era necesario la autorización 
especial concedida personalmente á cada uno de tos combatien- 
tes. El Gtobierno prusiano expidió un decreto en que se dispo- 
nía que <todo prisionero deberá justifícar su calidad de soldado 
por medio de una .orden emanada de la autoridad legítima y 
dirigida á su misma persona, y por la cual se le llame á tomar 
las armas, y acreditar además encontrarse inscripto en las un- 
tas de un reglamento organizado por el Gobierno.* 

El Gobierno prusiano exigía, pues, para que la persona co- 
^da con las armas en la mano fuera tratada como prisionero 
de guerra, que ésta tuviera en su poder el certificado de ins- 
cripción en un cuerpo del ejército. 



La aatom&ciÓQ especial para cada soldado ea una medida 
demasiado rigurosa j may difícil da constatar. A nneatro juicio, 
la autorizacióD geoeral basta para acreditar la calidad de com< 
batiente siempre que se campla con todos loa demás reqoi- 
sitos. 

2." Tener & su cabeza nna persona reepoasable ó, al menos, 
depender directamente del general en jefe, 

3.0 Llevar nna sefial distíntÍTa y ñja que pueda reconocerse 
á cierta distancia, y ajustarse en las operaciones á las leyes y 
usos de ta guerra. 

El Grobierno prusiano en ta guerra con Francia, qoe en un 
principio reconoció como cuerpos legítimos á los franco-tirado- 
res y guardias nacionales franceses por haber sido organizados 
con arreglo á leyes y disposiciones ministeriales, declaró más 
tarde que todos aquellos que no pudieran ser reconocidos á la 
distancia del tiro de fusil como soldados y que hubiesen muerto 
á un prusiano no serian tratados como prisioneros de guerra 
sino juzgados por los consejos de Guerra. 

La lealtad de las operaciones militares exige que los com- 
batientes lleven alguna seQal que los distinga de loa demáa y 
que denuncie su carácter. 

4."^ Llevar las armas á la vista. 

372. Tienen los Estados facultad para contratar tropas ex- 
tranjeras. 

Enrolados los extranjeros en el ejército, se les oonsidera 
como combatientes y tienen los mismos derechos y obligacío- 
nee que los nacionales; pero el Gobierno del Estado beligerante 
DO puede, ni ann á pretexto de ta más ineludible de las nece- 
sidades, obligarlos á prestar el servicio militar durante la lucha. 

373. Los levantamientos en masa 6 son decretados por el 
Gobierno á ñn de que todos los ciudadanos en estado de cargar 
armas resistan al invasor ó son espontáneos. 

El artículo 10 de la declaración de Bruselas dispone que: da 
población de un territorio no ocupado, que, al aproximarse 
el enemigo, toma espontáneamente las armas para rechazar la 
invasión, sin haber tenido tiempo para organizarse, de confor- 
midad con el artículo 9." será considerada como beUgerante, sí 
respeta las leyee y los usos de la guerra*. 
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Laa leyes de todoa loa Estados aplican las penas más severas 
á los que, desentendiéadoae de la más vulgar de las ideas del 
honor y de la dignidad, se dedican al espionaje. —El reglamento 
de los Estados Unidos para los ejércitos en eampaCa dispone 
que los espías serán juzgados por un consejo de guerra y con- 
denados á la pena capital. — El Código Penal chileno casti^ no 
sólo á loe espías sino también, y con la pena de presidio mayor 
en su grado máximo á muerte, al que loe ocultare ó los hiciere 
ocultar. 

El espionaje, por su carácter ruin y miserable, ha sido prac- 
ticado únicamente por personas desprovistas de educación y á 
las cuales no les gula el elevado propósito de servir á la patria ■ 
sino de obteuer una vil recompensa. Calvo dice que sólo po- 
drían citarse muy raros casos eu que personas respetables ó de 
algmia graduación militar bayan desempeñado el papel de 
espías. 

La condición indispensable que se requiere para que una 
persona sea condenada por el delito de espionaje es que pro- 
cure obtener noticias valiéndose del disfraz ú ocultándose. No 
puede considerarse espía al individuo que se aproxima á laa 
filas enemigas sin disfrazarse y afrontando valientemente el 
peligro á que se expone. 

Laa acusaciones de espionaje, por prestarse á satisfacer ven- 
ganzas personales y á numerosos abusos, ea necesario que re- 
vistan garantías de seriedad. De aquí es que convendría admi- 
tir el principio de que tos presuntos espías sólo serán castiga- 
dos una vez que la autoridad judicial los haya juzgado (1). 

Para aer castigado como eapia un individuo, ea menester ae 
le sorprenda infrf^nti ejecutando el delito. En el Manual de 

(Ij Huiul de Im l*y«« de U gnam votado por el Inrtitnto de Derecho 
InUnwctonal, ■rtícnlo '26. 



toB que quedeo en el campo de batalla ni despojarlos 
de los objetos que les pertenecían. Elstos objetos se remiten 
á 9ua familias por conducto de las aatoridodes militares ó del 
Gobierno del Estado á -que pertenecía el extinto. (1) 

2.°. Identificar sus nombres. No es lícito inhumar á los muer- 
tos antes de haberse recogido los indicios necesarios para cons- 
tatar sus nombres. Estas indicaciones 86 remiten al Ejército ó 
al Gobierno enemigo para los efectos relacionados coa su esta* 
do civil. Esta medida contribuye á facilitar los arreglos de la 
testamentaria de los fallecidos. Sirve también para los efectos 
de las pensiones de montepío que se decreten. 

3." Sepultarlos. Al terminarse las batallas no decisivas es 
Recuente que los generales en jefe estipulen una tregua con el 
objeto de sepultar los cadáveres. Nada más humano que esta 
cristiana medida. 

382. Los heridos que quedan en el campo de batalla están 
sometidos á disposiciones especiales que se especifican en la 
Convención de Ginebra de 22 de agosto de 1864. 

Los malos tratamientos que hasta mediados de este siglo se 
daba á los heridos y la deficiente organización de las ambulan- 
cias fueron factores que movieron al itahano Patasciano y al 
ginebrino Dunant á pedir la convocatoria de un Congreso que 
reglamentara su triste situación y procurara aliviarla prodigan- 
do á los heridos todos los cuidados que fueren necesarios. 

La iniciativa de estos dos escritores, apoyada por la de Moy- 
nier, presidente de una sociedad ginebrina de asistencia públi- 
ca, dio origen á la Convención de Ginebra que es la que más in- 
fluencia ha ejercido en la disminución de las calamidades de la 
guerra. 

Los principios aceptados en la Convención de Ginebra son la 

(1) Manual de loa leyes de la guerra, por el Instituto de D. I. arts. 19 
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A medida que la civilizacióa se fué desarrollando, nuevas 
teudeiícias y pnacipios más humaaitarioa introdujeron el sis- 
tema del rescate que consistía en obtener la libertad mediante 
el pHgo de una cantidad de dinero efectuada por el mismo pri- 
sionero ó por personas que se interesaran por su suerte. Este 
periodo del rescate obtuvo su forma más perfecta cuando se 
adoptó la costumbre de que al Estado mismo á que pertenecía 
el vencido le correspondía pagar la cantidad que se exigía por 
la libertad de los prisioneros. 

En la eetualidad, se reconoce por todos los Estados cultos que 
la facultad d« los ciudadanos de tomar las armas para combatir, 
proviene de un derecho legítimo altamente patriótico, y esta 
idea civilizadora ha contribuido á sentar el principio de que el 
combatiepte que cae en poder del enemigo no puede ser redu- 
ddo á la esclavitud ni aplicársele peua alguna. Sí es legítimo 

Art. 7.0 La apreciación de estas circaDetaocIna queda confiada á loa 
hamanitarloB aentlmientOB de loa combatlentea. 

Loa náufragos y heridos recogidos y salvados de este modo no podrán 
volver á servir darante la KQ^fra, 

8e declara neutral el personal religioso, médico j hospitalario de toda 
embarcación capturada; pediendo al desembarcar recoger los objetos é 
instrumentos de cirugía de su propiedad particular. 

Abt. 8." El personal designado en el artículo anterior tlehe continuar 
deaempefiando ans funciones en la embarcación capturada, ayudar ¿ los 
evacnacloues de heridos hechas por el vencedor, quedando después en 
libertad de volver & an pafs en la forma prescrita en el párrafo 2.° del 
primer artículo adicional antes citado. 

Las estipulaciones del segundo artículo adicional qne precede son 
aplicables al tratamiento de este personal. 

Art.° 9.° Los buques hospitales militares quedan aometidos á los leyes 
de guerra en lo relativo á su material, qne pasa á ser propiedad del que 
los captara; pero éste no podrá retlrarioa dn su destino especial durante 
U guerra. 

Art. 10. Todo buque mercante, cualquiera que sea su nacionalidad 
cargado exclnslvamente de heridos y de enfermos para su transporte, 
Mtá protegido por la neutralidad; pero sólo la visita de un cmcero ene- 
migo, notificada en et diario de navegación, imposibilita ft loe heridos y 
enfermos para volver á tomar parte en la guerra. El crucero tendrá tam- 
bién derecho de dejar á bordo un comisionado para acompofiar el convoy 
7 asegurarse de la buena fe de la operación. 

SI el bnqne mercante contiene además cargamento, también l« protege 
DsBiOHO 2S 



384. Ea los nümeros anteriores hemos indicado cuáles son 
las personas que pueden ser tomadas prisioneraB y hemos sen- 
tado el principio de que sólo los miembros de las fuerzas armá- 
is neatralidad, eiempre gue por -au aataraleza do deba ser confiscado por 
el combatiente. 

Los beligerantee conservan el derecho de prohibir á loa bnqaes Den- 
trslea toda comunicación y movimiento qne joEgnen perjndiclal al secre- 
to de sus operaciones. 

En casos urentes podrán los comandantes en jefe hacer convenÍM . 
particulares para neatralizar accidentalmente, y de ana manera especial, 
los buques destinados á la evacuación de heridos y de enfermos. 

Art. 11. Los marinos y mtlltarea embarcados, enfermos ó heridos, de 
enolqulera nación que sean, deberán ser protegidos y cuidados por loe 
captnradores. 

Id vnelta á su patria está sajela á las disposiciones del artículo 6." dei 
convenio y del articulo 5.° adicional. ' 

Art. 12. La bandera distintiva qoe se ha de unir al pabellón nacional 
para indicar que un buque ó cualquiera otra embarcacidn reclama 
los beneQcioH de la neutralidad, segda loa principios de este convenio, 
será el pabellón blanco con cruz roja. 

Los beligerantes pueden ejercer en este ponto cuantas comprobacíoon 
juzguen necesarias. 

LoB buqnes hospitales militares se distinguirán por so pintura exterior 
blanca con una batería verde, 

Art. 13. Los buques hospitalarios aostenidos por cuenta de las socie- 
dades de socorro reconocidas por los Gobiernos signatarios de este con- 
venio que estén provistos de au docnmento del Soberano que haya dado 
la autorización expresa para su armamento y certificación de la antori- 
dad marítima competente, expresando qne han sido sometidos á su vigi- 



obtener el fío de la guerra deben ser consideradas como tales. 

385. Loa beligerantes deben tratar á lo3 prisioneroB con el 
respeto y iaa coasideracioaes debidas á su raogo y posición so- 
cial. No es licito despojarlos de sus objetos personales, con ex- 
cepción de las armas, aun cuando fueren de un valor considera- 
ble. 

Los prisioneros de guerra lo son del Gobierno y nó-de lá 
persona que los ha capturado. (I) 

El beligerante, por la razón ya expuesta de que el vencido 
ha heclio uso del más perfecto de los derechos al combatir, no 
puede aplicarles ningún castigo ni emplear medios que tien- 
dan á aumentar su desgracia. 

Uno de los únicos casos en que es hcito imponerles algún 

lancia durante eu armameoto y basta su salida defiDitiva, y que por en- 
tonces «ataban acondicionados únicamente para el objeto de an miaión, 
seráD Goneiderados neutra lee, lo mi amo que todo bu pereoDal. 

Seráu respetados y protegidos por los beligerantes. 

Se darin á conocer izando, en nnián de bu pabellón nacional, la ban- 
dera blanca con craz roja. El diatintivo del personal en el ejercicio de 
sus funciones será nn brazal de los mismos colores. La pintura exterior 
aerá blanca con batería roja. 

Estos buqaea prestarán socorro y asistencia á los heridos y náuFTagos 
de loa beligerantes sin distinción de nacionalidad. 

No estorbarán en manera algnna loa movimientos de los comba- 
tientes. 

Obrarán, por sH cuenta y riesgo, lo mismo durante el combate que 
después de él. 

Los beligerantea tienen sobre ellos el derecho de comprobación y de 
TJsita; pudiendo rehusar su concurso y mandarles alejarse. 

Los heridos y náufragos recogidoa por estos buques no pueden ser re- 
clamados por nliiguao de los combatientes, pero quedan obllgadoa á no 
volver á servir durante la guerra. 

Art. 14. En las guerras marítimas, toda soapecba fundada de que uno 
de los beligerantes se aprovecha de los beneficios de la neutralidad con 
miras ajenas al Interés de los heridos y enfermos, autoriza al contrario 
para suspender por su parte el convento liaata que pruebe que no hubo 
mala fe. 

Si esta sospecha llegare á ser cierta, puede aer suspendido el convenio 
mismo dorante toda la guerra. 

(1) Declaración de Brnselas, art. '23 é Instrncclones Americanas, art. 74. 
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(1) Instrucciones Amwc 

(2) OeclaTsción de BruBü 



ción superior. (4) 

£11 hoQor obliga á los prisioneros de guerra á declarar cuál 
68 su verdadero grado. No es licito atribuirae un grado inferior 
para obtener más pronto el canje ó uq grado superior para 
tener un mejor tratümiento. {6) 

Los prisioneros obtienen, por último, su libertad iamediata- 
mente que se celebra el tratado de paz. 

VI 

ps LA OCUPACIÓN MILITAB 

388. Las guerras llamadas ofeosivas ante la táctica militar 
Be hacen atacando al enemigo en su propio territorio, marítimo 
6 terrestre. 

(1) Instruccioaes Americanas, art. 131. 
(3) lostrnuclone* Am«rjcaiuw, art. lOíl. 

(3) Inetrucc Iones Americanas, art. 106. 

(4) Ed la guerra de 1879 entre Gblls y loa Estados aliados del Perú j 
Boliria se celebré un canje d« prisioneros de carácter especial. El Gobier- 
no del Perú expulsó, como lo hemos ya dicho, á todos loa ciudadanos 
chilenos residentes en bu t«rrltorio. Trece de estos ciudadanos qne por 
falta de recursos no habían podido cumplir el decreto de expulsión tae- 
ron reducidos á prisión y posteriormente canjeados por un coronel prí- 
■lonero de nacionalidad peruana. 

(6) Instrucciones Americanas, art. 107. 



Las expediciones que se envían para destruir la» fuerzas de 
resistencia del Gobierno enemigo, Bd internan en el terríto^ 
rio sometido á bu soberanía. Si lo atraviekiD tan s6Io para loa 
efectos de llegar á los puntos más lejanos sobre los que se 
desea operar, se dice que se veriñca una invasión. Si el ejér- 
cito que lo atraviesa lo hace punto de apoyo para las expedi- 
ciones futuras y base de operaciones, se entiende que hay ocu- 
pación bélica. 

389. La invasión de territorio es, pues, enteramente diversa 
de su ocupación militar. En el primer caso, el ejército no tiene 
las obligaciones que le corresponden en el segundo. 

El invasor no tiene para qné preocuparse de la administra- 
ción de tos territorios que atraviesa: su mira se reduce á alcan- 
zar á un ponto considerado conveniente por sus generales y 
directores. 

El ocupante manifiesta su intención piositiva de permanecer 
por un tiempo que puede ser más ó menos largo en los territo- 
rios que ocupa: debe, en consecuencia, preocuparse de admi- 
nistrarlo y de cumplir los deberes de gobernante, aunque transi- 
torio. 

Ninguna hostilidad más directa y 'beneñciosa para un go- 
bierno que está con otro en guerra puede idearse, que la ocu- 
pación militar de parte de su territorio. Basta tener presente 
que siendo el objeto de la guerra obligar al Esta'do enemigo a 
reconocer el derecho que nos ha violado, de ninguna manera 
más positiva podremos inducir á ese Estado á acceder á nues- 
tra demanda que sustrayendo de la acción de su soberanía cierta 
extensión territorial. 

Mediante la ocupación militar se obtiene: 1." eliminar de la 
soberanía del Estado la porción de territorio ocupado; 2." sus- 
traer de la misma soberanía á los habitantes qne existan en esa 
sección, cualquiera que sea la nacionalidad A que pertenezcan; 
3.° impedir que el Estado enemigo se aproveche de los benefi- 
cios que para los fines de la guerra puede reportarle el territorio 
ocupado; 4." obtener para sí estos propios beneficios; y 5.° com- 
peler ai Bastado enemigo á abandonar la resistencia que hace á 
nuestro 'derecho. 

En ciertas ocasiones la ocupación militar, sostenida durante 



Estado á que pertenece ha cesado de hecho de ejercer allí una 
autoridad regular y el Estado iavasor es el úuico que puede 
manteoer el orden en esa propia sección. 

Es requisito eseDcial para que se dé por establecida jurídica- 
mente la ocupación militar la de que los habitant«s acepteQ 
la situación creada. 

Se entiende que hay aceptación por el hecho de no produ- 
cirse frecuentes levantamientos en ma»a. Si esto áltimo ocu- 
rriera, no habría ocupación porque faltarían simultáneamente 
las otras apuntadas circunstancias. 

Los individuos que habitan el territorio ocupado, si se le- 
vantan en armas contra la autoridad ocupaute, se exponen á 
penas severas. De ordinario los promotores de la iusurreceión 
son fusilados, no tanto por castigo propio á la falta cometida 
como para que sirva de escarmiento é impida que haya cons- 
tantes imitadores. 

Calvo cita numerosos casos de apiicación de las reglas sobre 
la materia. En 1796 las fuerzas francesas que ocupaban la 
ciudad de Pavía fueron hechas prisioneras por sus habitantes 
insurreccionados. Napoleón llegó á la ciudad, hizo fusilar á los 
cabecillas de la insurrección y entregó !a ciudad al saqueo de 
sus tropas. — En 1797 se insurreccionaron los habitantes de Ve- 
rona ocupada por fuerzas francesas, fusilando á ía mayor parte 
de la guarnición y á más de cuatrocientos heridos franceses 
que había en un hospital de la ciudad. Se fusiló á los instiga^ 
dores de la sedición y se impuso á los vecinos de la ciudad 
una contribución de pago inmediato de la suma de un millón 
cien mil francos. 

392. La ocupación mihtar conñere derechos é impone obli- 
gaciones. En cuanto es una abierta hostilidad, faculta ai ocupan- 
te para usar los elementos que tenga acumulados y que puedan 
prestar alguna utilidad directa ó indirecta, pero positiva, para 
loa fines de la guerra. Y como, por otra parte, el ocupante no 
es soberano del territorio ocupado sino uu mero poseedor á 
título de combatiente en lucha, debe administrar la sección 



396. Se ha discutido acerca del derecho que puedan tener 
los habitantes para salir del territorio con el ñn de ir á buscar 
un puesto en las fílas del ejército patrio. 

Creemos que semejante derecho existe: 1 " porque en doctri- 
na la facultad de entrar y salir de los distintos territoríoa corres- 
ponde á todos los hombres; 2° porque los habitantes no son 
prisioneros de guerra; 3.» porque la ocupación militar es una 
hostilidad dirigida contra el Estado^on el cual estamos en gne. 
rra y no puede sostenerse que sus efectos se hagan exteosivos 
á sus habitantes hasta el extremo de privarles de au libertad 
personal. 

Con razón, tacha Fiore de contrario á la civilización el de- 
creto dictado por las autoridades alemanas de Alsacia y Lorena 
sometidas á su ocupación militar en la guerra de 1870, por el 
cual todo aquel que se reuniere al ejército francés sería casti- 
gado con el secuestro de sus bienes presentes y futuros y con 
diez años de destierro. Se prescribia además, entre otras cosas, 
que toda donación tnter vivos ó morlis causa que hiciese el con- 
denado después de serlo, relativamente á sus bienes 6 á parte 
de ellos, sería nula y quedaría sin efecto. 

397. La legislación vigente en el territorio ocupado continua 
por regla general imperando, siempre que no sea atentatoria 
de la situación de hecho producida ó iucompatible con ella. 

398. Las leyes políticas quedan en suspenso en el territorio 
mientras dure la ocupación militar. 

Á la autoridad del antiguo soberano se ha sustituido la del 
ocupante bélico, que es quien tiene la posesión de hecho de la 
autoridad pública (1). 

(1) Con fecha 2S de septiembre de 1S81, el jefe de las faerzaa chllensi 
de ocnpación de Linu en la, gaerra contra Perú y Bollviadictóel sigalente 
decreto; 

<En lo encesivo no se permitirá en la parte del territorio peroano ocu- 
pado ó qae ntás adelante se ocapare, el ejercicio de actos de gobierno por 
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cios de mera administración local. 

El funcionario político representa al Soberano, y su mandato 
expira por el hecho miamo de la suspensión del ejercicio de la 
soberanía en el territorio ocupado. La ocupación militar es una 
hostilidad qae se hace al Soberano; y el primer efecto que ella 
produce es la desaparición del poder público en el territorio 
ocupado. 

En consecaencia, el funcionarlo político debe ceder su puesto 
á la autoridad que nombre el ejército ocupante, et cual, si bien 
ao es soberano en esa sección territorial, es poseedor y tiene 
en su mano la administración y el gobierno mientras lo re- 
quieran las necesidades militares ó no sea obligado á reti- 
rarse. 

El funcionario administrativo, en cambio, uo encarna .ni 
ejerce la representación política del Gobierno. 

Su misión se refiere á los intereses locales. 

El ejército ocupante, que no ha emprendido la guerra para 
hacer daño & los particulares, deberá esforzarse en lo posible por 
mantener en sus puestos á esta clase de funcionarios. 

Éstos podrán, naturalmente, renunciar los cargos que des- 
empefian; y cuando tal cosa hagan, no estaría autorizado el 
ocupante para tomarlo á mal y molestarlos en manera alguna. 

405. Los derechos que puede ejercitar el ocupante militar 
sobre los bienes de propiedad nacional existentes en el terri- 
torio ocupado son diversos según su naturaleza. 

Si se trata de inmuebles, debe hacerse la distinción entre los 
que sirvan de una manera directa para la guerra y aquellos que 
no estén destinados á ese servicio. En efecto, los primeros po- 
drán ser destruidos ó inutilizados, si á juicio del jefe ocupante 
la realización de esta medida fuere necesaria; ul paso que los 
segundos deberán ser respetados. 

Como aplicación de estos principios, los fuertes, arsenales de 
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El mismo autor recuerda qu« Francisco José de AuBtna se 
vengó de uu modo más espiritual de su vencedor Napoleón. 
Se contentó con hacer colocar sobre el arco de triunfo del 
Simplón, en Milán, al freats del bajo relieve en que él estaba 
representado aceptando la paz impuesta por Napoleón, un 
segundo, bajo relieve representando la abdicación de Napoleón 
en Fontainebleau. 

La destrucción de loa archivos nacionales no es menos cen- 
surable. Se contienen en ellos interesantes documentos para la 
historia del país y para la investigación de los sucesos pasados. 
¿Qué ventaja legitima puede acarrear para loa ñues de la 
guerra semejante destrucción? 

Tan censurable como la destrucción de los museos, bibliote- 
cas, monumentoa, es la apropiación de loa objetos contenidos 
en ellos para los efectos de ser trasladados al país del ocu* 
pante. 

Sin que nosotros aceptemos sin reserva el procedimiento, 
debe juzgarse con criterio diverso la ceaión que en el respectivo 
tratado de paz se haga de estos objetos al vencedor. 

Es digna de aplauso la conducta del ejército alemán vence- 
dor en la guerra de 1870 que respetó de la manera más cum- 
plida loa grandes museos de Vorsallos y loa valiosas colecciones 
de Sévrea de propiedad del Gobierno francés. 

Los objetos de arte, pinturas, estatuas, trasladados al museo 
del Louvre de Parla por los ejércitos franceses desde todos los 
países conquistados, hubieron de ser restituidos por impoaición 
de los triunfantes ejércitos aliadoa. La nota del ministro ingles 
Lord Castiereagh de 11 de septiembre de 1815 dirigida á las 
potencias contiene las razones justiScativas de las exigencias 
de devolución de los recordados objetos. 

Para juzgar esta medida debe tenerse presente que muchos 
de estos objetos eran propiedad de Francia por expresa esti- 
pulación de los tratados. 

En la Cámara de los Comunes, Romilly censuraba en 1816 
loa fundamentos de la recordada nota de Lord Castlereagh. 

407. Los bienes muebles del Estado que sirvan para la 
guerra pueden ser utilizados ó destruidos por el ejército ocu- 
pante. 
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siempre qoe ello sea indispensable para los fines de la gnerra. 

At hablar de las responsabilidades provenientes de los actos 
de gaerra, veremos la caestióa de las indemnizaciones que pue- 
dea corresponder á loe particulares perjudicados. 

410. Aatiguaraento la propiedad particular en la guerra te- 
rrestre era apresable. Ciceróo decía: <La victoria ha hecho pro- 
fanas todas las cosas sagradas de los habitantes de Siracusa.» 

En ia época moderna ha triunfado el principio de la invio- 
labilidad con las limitaciones que se pasan á indicar. 

Cuando las necesidades de las operaciones militares lo re- 
quieren imprescindiblemente, puede el ocupante apoderarse de 
algunos bienes de propiedad particular ó tan sólo utilizarlos, 
según las circunstancias y la calidad de taJee bienes. 

81 se trata de bienes inmuebles, es licito: 1." ocupar las ha- 
bitaciones de particulares para alojamiento de las tropas. Al 
ejercitar esta atribución debe procederse con prudencia: sería 
manifiestamente odioso y contrario á las leyes que presiden 
esta materia convertir en cuarteles los palacios más decorados 
y valiosos que hubiere en la población; 2." hacer uso de los 
potreros y caballerizas necesarios para el pastaje y guarda de 
las caballadas del ejército; 3." destruir las siembras próximas á 
la cosecha. — El hecho de verse privado de los productos de los 
campos contribuirá á hacer que se rinda el enemigo que se verá 
sin recursos de subsistencia. Arrasar vifías, incendiar planta- 
ciones, destruir obras de regadío, etc., son actos, sin duda, pro- 
hibidos, como que significan ua perjuicio muy considerable y 
de duración muy prolongada. 

Si se trata de bienes muebles, es licito: 1." acaparar todas las 
armas que pertenezcan á particulares y que se encuentren en 
almacenes ó en casa de los vecinos. Hay facultad de recoger 
estas armas pero no de confiscarlas. A la expiración de la gue> 
rra deben ser devueltas á sus propietarios; y si esto, por cual- 
quier causa no eximente, no fuere posible, se deberá una justa 
indemnización á los perjudicados; 2." exigir artículos de ali- 
mentación para los oficiales y soldados del ejército, ambulan- 
cias é individuos de la Intendencia General, para las caballa- 
das, etc.; '¿.° tomar los medicamentos y útiles para la atención 
de los heridos y enfermos; i." utilizar los medios de transporte, 



Ellos importan para el país valiosa fuente de recursos en 
cuanto la movilización de los productos agrícolas, mineros, in- 
dustríales, etc., traen consigo riqueza y son parte á una más 
prolongada resistencia, 

Laa vías férreas prestan, además, los servicios de más seña- 
lada importancia para el movimiento de las tropas con arralo 
á los instrucciones de los directores técnicos de la guerra, ó sea, 
del Estado Mayor. 

Una vez en manos del ocupante, semejantes servicios aeran 
de utilidad sólo para éste. Los productos de la explotación de 
la vía y los beneficios que procuran bajo el punto de vista mi- 
litar aeran recibidos por laa fuerzas ocupantes. 

La cuestión de loa derecboa que correaponden al ocupante 
aobre las vías férreas ha sido objeto de estudios muy intere- 
santes en la época contemporánea. (1) 

Desde luego debo liacerae distinción entre los ferrocarriles 
de propiedad del Estado y los de propiedad de particulares. 

En cuanto á los primeros el derecho del ocupante á utilizar- 
los, no sólo es claro y evidente, sino que semejante uso no- 
obliga á pagar indemnización de ningún género; tratándose 
por cierto, á nuestro juicio, do una explotación hecha en la 
forma ordinaria y corriente y con mediana diligencia y cui- 
dado. 

Bluntschli llega hasta conceder al ocupante facultad de 
vender las vías férreas ó de llevarlas á su país, fundándose en 

( I } Ptieden conaaltaree Iab aignlenteH obras: Rocabd di G«id, La gue- 
rre eonUnentat et la proprieté, 1877. — Fébíüd-GibíüD, Reeowr» *n roíson 
de dommages eauaéa par la guerre, 1880. — Véase loa eatndloB de Moraicv 
y Da Stbim publicadOB en 1885,1887 y 1888 en \a, Revw dt Droit Interna- 
^tmal, sobre las vfas férreas en tiempo de gaerra. 



la á lo meuoa, recurrieodo á las especies de particulares. 

La cueatióa se reduce á determinar qué sistema es íprefen- 
ble, si el de requiaicióu verdaderamente tal ó el de compra- 
veota voluntaria realizada coa los habitantes. Bluutscbli dice 
que el uso más corriente do las naciones civilizadas es el de 
realizar contratos de provisión, sin que sea menester acudir 
á las compres forzadas ó á las requisiciones. 
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aquéllas y para el apio efecto de adquirir las especies nece- 
sarias. (1) 

En todo caso debe darse recibos de las sumas impuestas pa- 
ra los efectos de las liquidaciones pecuniarias de la guerra. 
Et Estado deberá devolver estas sumas ó bien las declarará 
recibidas á cuenta do las indemnizaciones quo exija. 

La Declaración de Bruselitó consigna el siguionte principio: 

«En la imposición de las contribuciones, sea como equiva- 
lente de las prestaciones en especie ó á título de multa, se pro- 
cederá, en cuanto sea posible, según las reglas del reparto y 
cupos que estén en vigor en el territorio ocupado. 

«Las autoridades civiles del gobierno local, si continuaran 
en el desempeño de sus funciones, prestarán su concurso para 
realizar dicbos actos. 

«IjBS contribuciones no podrán imponerse sino por orden y 
bajo la responsabilidad del general en jefe del ejército ó de la 
autoridad civil establecida por el enemigo en el territorio ocu- 
pado. 

«Por toda contribución se entregará un recibo al contríbu- 
yente.» ' 

414. Hay unanimidad entre tos autores para calificar de ¡li- 
citas las apropiaciones de los bienes de particulares en forma 
de hoHn. 



(1) Diitz D8 Medimi, obra citada, pág. 895, callüca en términos duros 
la contrlbucióa foreosa impuesta en 1880 á la cindad de Moqnegoa por 
las faerzaa chilenas, agregando qne para completar la suma exigida tuvo 
que entregar la ciudad la custodia de bu iglesia catedral. Rectificando al 
autor boliviano, diremos que este cnpo ínó sólo de sesenta mil pesos, su- 
ma á quu se redujo el de cien mil pesos qne en un principio se impuso, 
fiespecto á la entrega de la custodia no consta este dato de ninguna pu- 
blicación oQclal ann de origen boliviano ó peraano. Nada se dice al res- 
pecto en la comunicación del sindico de Moqnegua de fecha 18 de octubre 
de 1680, en la que se reflerenal Gohiernoaliado todas las iDCidencios de 
este cupo de guerra. La prensa peruana no ha dicho nada sobre la custo- 
dia. Ni una palabra dijo tampoco el periódico de Moquegua í^ Eco del 
M.iaH, que hizo, concluida ja la ocupación, una extensa relación de estos 
sncesos. 

Nos ba parecido conveniente exhibir estos datos para evitar erradas 
apreciaciones. 
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la infraccióa. Loa soldados, oficiales ó cualquier otro indÍTiduo 
sorpreodidoe al perpetrar tales actos de violencia y que rehusa- 
ren obedecer órdenes del superior que lee mande suspender 
esos actos, pueden ser legalmente muertos por él. 

cEl dinero y otros objetos de valor encontrados eu poder de 
los prisioneros, como alhajas, relojes y vestidos que no sean de 
ordenanza, son considerados como propiedad privada de aque- 
llos y es prohibido como un acto deshonroBO usurpárselos. £q 
caso de encontrárseles sumas considerables de dinero, serán 
ellas empleadas en servicio del ejércib». 



DB LA. OITBEB& MABÍTIUA 

418. Las operaciones de la guerra marítima sólo pueden ha- 
cerse en alta mar y en las aguas territoriales de los beligerantes 
que no hayan sido objeto precedentemeute de pactos de neu- 
tralización. 

Si se contraviniere á esta regla, el soberano del territorio vio- 
lado podrá y deberá exigir una satisfacción cumplida, además 
de no conceder valorjurídico á la hostilidad si él tiene que in- 
tervenir en la apreciación del acto. 

La guerra marítima tiene dos objetos: 1." destruir la escua- 
dra enemiga, las fortiñcaciones déla costa y todos los elemen* 
tos que dificulten los desembarcos de tropa en ella; y 2." des- 
truir el comercio de la nación enemiga. 

419, Para alcanzar estos fines es preocupación de todo mo- 
mento de los Estados mantener en el más brillante pie posible 
laa escuadras de guerra. Parte muy considerable de los presu- 
puestos anuales se invierten en la atención de estos servicios (1). 

(1) En I -O ds enero de 1896 laa aBcaadroa principales eran como sigue, 
contando loa acorazados, aiaceros, cafioneroa y torpederos; 

Gran Br«tafU 470 boquee, con 1.170,629 toneUdaa 

Francia 357 > > 640,733 > 

Italia 183 > > 207,012 > 



bardeo, ee hicieron representaciones enérgicas por todo elcuer- 
po coDSular de Valparaíso. Según la representación colectíva 
de los cónsules, el bombardeo de Valparaíso sería una moncha 
para Eopafia como pueblo civilizado. 

Los cónsules inglés, francés y argentino protestaron en térmi* 
nos aun más enérveos. Decían que el bombardeo de una ciu- 
dad coino Valparaíso, aseria un acto de hostilidad tan horrible 
como indigno del Gobierno de S. M. C, y merecería la repro- 
bación del mundo entero y aun la del mismo pueblo español.» 

La Legación de Estados Unidos decía que «si España per- 
siste en su proyecto de bombardear este puerto, plaza comer- 
cial, no queda que hacer al que suscribe otra cosa que reiterar 
¿ nonibre de su Gobierno su solemne protesta contra este acto 
inositado, inútil, contrario á las leyes y costumbres de las na- 
ciones civiUsadas.i 

Ninguna vez ha ocurrido en las guerras entre países ct- 
TÍlizados un acto tan universal y tan enérgicamente censurado 
como el bombardeo de la indefensa Valparaíso. Numerosos 
edificios públicos y particulares fueron consumidos por las lla- 
mas producidas por las balas. Haata los hospitales fueron visi- 
tados por los proyectiles españoles. 



DE LA PBOPIEDA.D PBIVÁDA £N LA ODBRBA HABITIHA 
T DEL COKBO 

422. La propiedad privada conducida á bordo de buques de 
comercio enemigos ¿puede ó u6 ser cooñscada? 

Si la confiscadÓD está autorizada por la costumbre ¿cuenta 
el procedimiento con la aprobación de los tratadistas? 

Según la costumbre invariablementfi observada, á la primera 
pregunta debe darse una respuesta afirmatiTa. 

Desde los tiempos uás remotos basta los presentes, el belige- 
rante ba ejercitado el derecho de captura. 

Cuando un navio encuentra á otro, decfa el Consulado del 
Mar, que pertenece á un enemigo y que conduce carga ene- 
miga, ya se sabe lo que es procedente bacer, por lo cual ee 
inútil se formule ninguna regla al respncto. 

423. Todos los países liau ejercitado el derecho de captura 
de la propiedad particular en el mar. 

Se ha podido observar, sin embargo, que ios de gran comer- 
cio y de escasa ó de no muy bien constituida organización de 



HoltzendorfE, Calvo, Pradier Foderé, Dudley-Field, Martens, etc. 

Aceptan la legitimidad de la captura, siempre que se baga 
por supuesto en alta mar ó en aguas de los beligerantes, Jo8 
autores antiguos como Grocio, Puffendorf y Bynkerahoek y aun 
Vattel y los modernos Funck Breutauo y Sorel, Dana, Lorimer, 
Phillimore, Travera Twis, Wbeaton, Heffter y en general, los 
autores ingleses y americanos. 

426. Los argumentos que se dan por los partidarios de uno 
y otro sistema helos aqui brevlsimamente extractados. 

Inviolabilidad de la propiedad particular bajo bandera ene- 
miga: — la propiedad particular en tierra es respetada; también 
debe serlo én el mar — si, haciendo aso del derecho de requisi- 
cióu, ee utiliza por el Elstado alguna propiedad particular, es 
para satisfacer alguna necesidad del ejército, lo cual puede 
justiScar la medida; en el mar ni existe la razón de utilidad 
directa, pues se aprehende la propiedad particular sólo por arrui- 
nar y matar el comercio — el derecho de captura es perjudicial 
para el propio comercio del país que lo ejercita, pues COD su 
ejercicio se produce uu dafio reciproco. 

Captura de la propiedad particular: — el territorio en que 

pueden hacerse las hostilidades terrestres y las marítimas ea 

muy diverso: en tierra puede someterse personas y bienes al 

poder del ocupante; al paso que en el mar, para debilitar las 
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pritDera es máa conveuieate para los efectos de alcauzar la ruina 
del comercio del país enemigo, la segunda es sin duda más 
conforme con los priacipioa generales que á la vez que pres- 
criben que la guerra se hace de Estado á Estado, disponen que 
á lo sumo se dañe los intereses particulares en aquello que sea 
indispensable para las oiíeraeiooes militares. 

429. Existe acuerdo geaerul entre los paises para eliminar . 
de la captura á las naves enetnigas que se dedican á explota- 
ciones científicas, á las destinadas á hacer el servicio de am- 
bulancia en el mar y á las pequeñas embarcaciones que se de- 
dican á la pesquería en las costas de los beligerantes. 

No existe igual acuerdo general respecto de las naVes que se 
dedican á la gran pesca en alta mar ni respecto de las que, en 
razón de naufragio, recios temporales, etc., se ven obligadas á 
guarecerse en las costas 6 puertos enemigos. 

430. En cuanto á la carga conducida á bordo de un buque 
enemigo, existe la presunción de ser enemiga. Se admite prue- 
ba en contrai-io. 

Pira las judicaturas inglesa y americana, la calidad del propie- 
tario de la carga, que lo es su destinatario, es esencial. Es también 
un principio de constante aplicación que la circunstancia de ser 
la merca<lería producto del suelo enemigo la hace enemiga, 
sin que haya que distinguir respecto del domicilio ni respecto 
de la nacionalidad de su propietario. 

431. Los individuos que se encuentran á bordo de las naves 
enemigas y que pertenecen á su oficialidad y tripulación son 
hechos prisioneros de guerra si son de nacionalidad enemiga. 
Si son neutrales, pueden ser conducidos á su patria ó entrega- 
dos á sus cónsules para los efectos de la repatriación. 

Si hay é bordo personas de nacionalidad enemiga pero que 
van en calidad de raeros pasajeros, deben ser dejados en liber- 
tad á menos que se les pruebe manifiestameuto que tienen 
participación activa en la lucha. 



tado á adherir por el Agente Diplomático de Inglaterra, naes- 
tra cancillería contestó en nota de 14 de agosto de 1856 que «los 
cuatro principios proclamados por el Congreso de París han 
sido objeto de estipulaciones expresas en tratados que hia cele- 
brado la República con potencias de Europa y América y son, 
por consigniente, del todo conformes á la política del Gobierno 
de Chile, el cual no tiene dificultad en celebrar estipulaciones 
que la eacionen y generalicen. — Si el Gobierno de V. S. se ha- 
lla animado del mismo deseo, será grato al del infrascrito con- 
currir por su parte á la generalización de principios que favo- 
recen los intereses generales del comercio y que tanto armonía 
guardan con la civilizacióii de la época.* 

Lios países que han declarado no adherir son Estados Qní- 
dos, España y Méjico. Sin embargo, en la reciente guerra bis- 
pano-americana se hicieron por los gobiernos contendientes 
declaraciones de que se ajustarían á sus preceptos en las ope- 
raciones bélicas que tuvieren lugar. 

436. Las razones dadas por Estodos Unidos se consignan 
en la nota de Mr. Marcy de 28 de julio de 1856. Están funda- 
das principalmente en la desigualdad efectiva de las fuerzas 
navales de los diferentes países. El Gobierno americano no 
puede mantener flotaa numerosas que, además de importar ton 
gruesos desembolsos, significan un peligro para la libertad. No 
habría igualdad entre los perjuicios que podria ocasionar al 
comercio norte- americano la fiota mucho más numerosa de al- 
gún país con el cual pudiera encontrarse en guerra y los esca- 
sos que al comercio enemigo podría ocasionar la naciente flote 
americana. Mientras se acepte el derecho de captura de las 
propiedades de particulares en el mar, no podrá abandonarse 
el empleo del corso. Suprímase esta facultad, declárese invio* 



DE LAS FBEBAS HABITIHA8 

439. Se llama presa la captara bélica eo el mar de navea ó 
de mercaderíaa pertenecieatea al enemigo ó á los neutrales, qae 
ee sancionada como legitima por la sentencia expedida por el 
competente Tribunal. 

440. Sólo pueden bacer presas marítimas los buques perte- 
necientes á la marina militar de los Estados. 

Los países que no han adherido & los principios de la Decía- 
ración de París, reconocen como legítimas también las presas 
hechas por los corsarios á quienes se baya concedido letras de 
marca. 

Se ha aceptado, por último, que puedan realizar el derecho 
de captura las autoridades públicas del Estado residentes en los 
puertos. Así, se estiman como presa, entre otras cosas, las mer- 
caderías que puedan ser detenidas, en tiempo de guerra, en las 
aduanas. 

441. El Instituto de Derecho Internacional en sus sesiones 
de 1882, 1883 y 1887 ha votado un Reglamento de presas ma- 
ritimas que contiene las disposiciones más aceptables que exis- 
ten sobre la materia. 

Bn muchos países europeos y americanos existen además 
leyes de carácter interno que reglan la cuestión. 

442. Como hemos visto, sólo pueden hacerse aprabensiones 
de buques en alta mar y en aguas jurisdiccionales de los beli- 
gerantes. 

Si se hiciere la captura en aguas neutrales, la presa será nula 
y así deberá declararlo el Tribunal respectivo de oficio, á petí- 



El príocipio 63 que la legitimidad de ta presa se presume, 
salvo competente prueba eu contrario. 

' £□ cuanto á las leyes de fondo que deberán aplicarse, en loa 
países en que no existan expresas se dictarán las generales pres- 
critas y reconocidas por el Derecho Internacional. — Base im- 
portante para la decisión de estos tribunales serán sin duda las 
sentencias expedidas en casos análogos por otros Tribunales de 
la mayor autoridad y. prestigio, para valemos de la expresión 
usada en estos casos. 

Eu Francia el fallo del Tribunal de Presas es apelable para 
ante el Consejo de Estado que falla como Tribunal de última 
instancia. 

£n Inglaterra el Gobierno delega, al iniciarse una guerra, en 
el Tribunal del Almirantazgo la competencia para entender en 
materia de presas marítimas. De la apelación de los fallos 
CpntMie el Consejo de la Reina. 

Eu Estados Unidos son competentes los dittrict courts que 
son tribunales civiles á la vez que del almirantazgo. La Corte 
Suprema es el tribunal de segunda instancia. 

En Chile conoce en primera instancia un ministro de la 
Corte Suprema y en segunda todo el Tribunal. 

Cualquiera que sea la organización que se dé á los Tribuna- 
les de Presas, no debe olvidarse que' deben constituirlos perso- 
nas aptas y entendidas en derecho como que la misión de esos 
tribunales es doblemente importante: resolver las cuestiones 
relativas ¿ los derechos privados del capturado y establecer 
precedentes jurídicos que pueden afectar el prestigio político 
de los Estados que los consagran. 

450. La sentencia restitutoría de le presa puede á las veces 
condenar al captor al pago de las indemnizaciones de perjui- 
cios Á que puede haber lugar. 



bíu auxilio de extrañas íuerzas armadas gabemativaa. 

£u caso de recobro la propiedad de la nave vaeWe A mayos 
del antiguo duefio quien dará ona prima á loa salvadores. 

Ed caso de represa la propiedad vuelve á poder de la misma 
persona ó compaQía ¿ que pertenecía antes de la captura. La 
razón de esta regla es clara: el captor no es dueño de la presa 
sino UDH vez quts le ha sido adjudicada por el respectivo tribu- 
nal; y en el caso ordinario de represa no ha habido todavía 
adjudicación de manera que el que la hace no puede adquirii- 
para si ningún derecho. 

Sobre esta materia ba habido diversas doctrinas. 

Según una de ellas, habria que averiguar si la, presa ha sido 
ya conducida á lugar seguro, infra prcesidia. Si así fuere, el re- 
presador se hace dueño de la presa. 

Según otra, hai que determinar si la presa ha estado veiuii- 
cuatro hora» en poder del captor. Si así fuere y se veriScara la 
represa, el represador se haría dueño de la nave. 

Según una tercera doctrina, el represador no tiene sino un 
derecho de salvamento pero ninguno de propiedad á la nave, 
la Que es devuelta á su antiguo propietario. 

453. Insertamos á continuación algunos fallos pronunciados 
en Chile en causas de presas. 

I. El 2 de marzo de 1879 salió un buque en viaje directo 
de Iqaique á Curanipe, donde fondeó el 30 de marzo izando 
la bandera peruana, que luego arrió para sustituirla por otra 
nicaragüense que recibió del consignatario junto con la paten- 
te respectiva. En esta fecha ya el Perú había declarado la gue- 
rra á Chile, que por su parte la declaró á su vez sólo el 5 de 
abril, cuando ya el buque habia pedido su despacho para vol- 
ver á íquique con cargamento de trigo. 

Se discutió si era ó nó buena presa. 

Los dueños del baque eran españoles, comerciantes con ne 
gocios y establecimientos mercantiles en Chile y Perú. La pa- 
tente nicaragüense fué dada por no cónsul que no tenia facul- 
tad para darla, pero después de haber cancelado por el Gobier- 
no peruano en 30 de mayo la patente peruana. 

Considerando que el cambio de nacionalidad fué anterior á 



La duda provenía da que et dueño, que era una sociedad, lo 
habla comprado para enviarlo de Perú á Chile antas de la de- 
claraciÓD de guerra, y que teoiendo dicha aociedad domicilio en 
Chile y en el Perú, sostenía ella que tenía derecho al amparo del 
Gobierno de Chile y á que no se le considerase como enemigo. 

Se declaró que el cargamento era buena presa aplicando el 
principio de Derecho Internacional que Bello sostiene en estos 
términos: 

Un individuo que tiene establecimiento ó domicilio en dos 
países se halla en el caso de considerarse como diudadano del 
uno 6 del otro, según el origen y dependencia de sus obliga- 
ciones mercantiles, de manera que mientras goza de inmuni- 
dades neutrales en los unos se le tratará como enemigo en los 
otros; y porque, entre otras razones, la circunstancia de haber- 
se comprado el cargamento antes de la guerra en nada alteraba 
la condición de ser dicho cargamento propiedad de subdito 
enemigo para los efectos de la confiscación. 



i OÜBItRA CIVIL 



454. La guerra civil se hace entre los ciudadanos de un mis- 
mo país. 

No es nuestro propósito analizar las causas que pueden in- 
ducir Á los ciudadanos á hacerse la guerra entre ai. Sólo debe- 
mos anotar que existirá este estado de guerra sea cuando se 
pretenda por parte del pueblo derribar al Gobierno constituido, 
sea cuando ae desee una reforma en el régimen mismo guber- 
nativo, sea cuando se proyecte la división del territorio nacio- 
nal y la formación de dos Bstados dentro del antiguo territorio. 

Los ciudadanos se abanderizan en las dos corrientes. Toman 
laa armas; se organizan loa ejércitos; se libran batallas; hay un 
vencedor; triunfa un principio: se dice entonces que ba habido 
una guerra civil. 



exiraujeros. 
Dos son los beneficios que reportan coo ^oha medida: 
1." Prestigio moral de la causa sostenida, como quiera que 

el reconocimiento oo se hará por ningún país sino en caso de 
DiBiCHO 26 



libre comercio para sus subditos cou esas proviucins noidas. 
Por otra parte, añadía Francia, bastaba que ei Gobierno in- 
glés hubiese cesado de tratar como rebeldes á los habitantes de 
las colonias levantadas; que observase para con ellos las leyes 
ordinarias de la guerra reconocidas entre las naciones civiliza- 
das; que se hubieran canjeado prisioneros entre las dos par- 
tes beligerantes; que tropas inglesas hubiesen capitulado con 
las de Estados Unidos y que el Gobierno inglés hubiese reco- 
nocido la autoridad de la Queva república enviando comísaríoa 
para tratar de la paz. 

Ni el derecho de gentes, ni los tratados, ni la moralidad, ni 
la política imponían á Francia la obligación de ser el guardián 
de la fídeiidad de los subditos ingleses para con su soberano. 
Basta, para justificar la conducta de Francia, que laa colonias, 
que por su pol>laeión y la extensión de su territorio forman una 
nacióu considerable, hayau establecido su independencia no 
sólo por una declaración solemne sino también de hecho y que 
la hayau mantenido á pesar de todos los esfuerzos de Ingla- 
terra. 

Francia no depende de la corona de Inglaterra: ningún com- 
promiso la obliga á mantener Á Inglaterra en la integridad de 
sus dominios. En cambio, y por último, tenía el derecho de 
mirar como pueblo independiente á la agrupación unida de un 
continente inmenso que se presenta como tal, sobre todo, 
cuando su antiguo soberano había demc^trado después de lar- 
gos y penosos esfuerzos la imposibilidad de subyugarlo. (I) 



(i; Whbatos-, Ristoire des progTi'» du droit detgen». I, 357. 



de los territorios que bao adquirido y poseído largo tiempo, 
como siempre lo hau aido. Estáu en paz cou todo el muudo, co- 
mo con excepciones de poca importancia lo han estado siempre. 
Viven bajo las obligaciones del derecho internacional y de los 

U) Bello, obra citada, pág. 370. 



cia. iDBertamoB algunos de sus acápites: 

< La Constitución Política de Chile prohibe ejecutar gastos 
que no hayan sido autorizados por la ley anual de presupuestos, 
y la fuerza armf^da sólo tiene existencia constitucional eo vir- 
tud de una ley cuya vigencia no alcanza más allá del plazo 
fijado en ella misma. !EI Congreso, revestido de la facultad de 
dictar aquellas leyes, se encuentra de hecho munido de up 
poder trascendental en el gobierno del país y ea representante 
directo de la Nación y depositario, por lo tanto, de la sobera- 
nía; tiene el derecho y el deber de fiscalizar la conducta del 
Poder Ejecutivo y de coutenerlo en sus avances. 

tEl Presidente de la República, jefe del Poder Ejecutivo, ha 
gobernado desde el 1.° de enero de 1891, decretando gastos y 
manteniendo la fuerza armada sin haber obtenido la autoriza- 
ción legislativa. Desde aquel momento quedó transformado el 
régimen legal; invadidas las atribuciones de los Poderes Pú- 
blicos; desconocido y anulado el Congreao Nacional; despeda- 
zada la Constitución del Estado y constituida, por fin, la dic- 
tadura política y militar de la Kepública. 

«En presencia de esta situación, el Congreso de Chile no pue- 
de olvidar los solemnes juramentos pronunciados al instalarse, 
ni la voz de la Nación que lo llamaba al cumplimiento de su 
deber, y apeló á la fuerza armada para restablecer el imperio 
de las leyes y reparar sus fueros lesionados. En persecución de 
este fin ordenó á la Armada de la Kepúblíca la ejecución de 
medidas militares que han dado por resultado, después de san- 
grientos combates, la posesión tranquila de una extensión con- 
siderable del territorio del país, que alcanza á 480 millas de 
costa, abarcando una superficie de 64,886 millas cuadradas. 
Este territorio encierra en su seno la producción más impor< 
tante de las que constituyen nuestro comercio internacional y 
la que más afecta nuestras relaciones comerciales coa las na- 
ciones civilizadas. 

tEl Salitre, que se produce exclusivamente en la zona de te- 
rritorio sometida al imperio de las fuerzas constitucionales, 
alcanza Á 20.000,000 de quintales y paga como impuesto otros 
tantos millones de pesos para las áreas de la Nación. Acrecea 



victorioso, y una escuadra de gran poder, tanto por su numero, 
20 naves, como por su fuerza de combate. La Delegación del 
Congreso lia organizado debidamente los departamentos ocu- 
pados por sus armas, estableciendo en ellos un Gobierno regu- 
lar en armonía con la Constitución y las leyes del país. Llena- 
dos estos deberes, nos encontramos en condiciones más que 
sufícientes, según las prescripciones del Derecho Internacio- 
nal, para ser reconocidos como Poder beligerante. 

«El reconocimiento de beligerancia ó, todo poder que domina 
cierta porción de territorio que se encuentra apoyado en ele- 
mentos militares y sostiene principios de derecho publico, es, 
pues, indiscutible. Este reconocimiento facilita las operacio- 
nes militares haciéndolas menos odiosas, se inspira en grandes 
principios de bumauídad y favorece en conjunto los intereses 
de los neutrales. De aquí proviene quesean éstas las mea inte- 
resadas en reconocer la beligerancia. 

cEs útil leer lo que dice á este respecto Blunstchli en un es- 
tudio sobre la cuestión del Alat>aina. 

«La guerra del Sonderluud en Suiza en 1447 y la guerra civil 
de los Estados Unidos de la América del Norte, de 1861 é 
18fi5, nos proporcionan un ejemplo. El Poder Federal dio en 
ambos países á los separatistas el nombre de rebeldes y no re- 
nunció á castigar á los jefes y promotores de la revolución; 
pero se consideró, sin embargo, á las tropas de los Estados di- 
sidentes como á verdaderos beligerantes y las leyes ordinarias 



consecuencia precisa. Espera que las Potencias neutnUes, reco- 
nociéndole eae carácter, ae abstengan de favorecer directa ó in- 
directamente al enemigo, de entregarles navios de guerra ó 
recursos y elementos militares y ejerzan vigilancia rigurosa 
para impedir que los particulares proporcionen al enemigo di- 
chos elementos.» 



DB LAB C0HVENCI0NE3 DE QÜEREA T DBL TRATADO DE PAZ 

466. Seda el nombre de convenciones de guerra á loa acuer- 
dos estipulados por los beligerantes durante la guerra y que tie- 
nen por objeto proveer á necesidades propias de la lucha. 

Con la declaración de la guerra quedan rotas las relaciones 
diplomáticas entre los Estados, siendo éste el más inmediato 
efecto de la situación anormal que se crea. A pesar de esto, en 
muchos determinados momentos se hace indispensable que los 
gobiernos contendientes celebren ciertos pactos que ligan la fe 
pública nacional. 

Como una peculiaridad, inherente al estado de guerra, acae- 
ce con frecuencia que estos pactos son celebrados por los jefes 
de los ejércitos á los cuales se les reconoce autoridad suficiente 
para ello. En muchas ocasiones no sería, en efecto, posible la 
consulta previa á los gobiernos antes de proceder á la celebra- 
ción de algunos convenios que, acaso siempre, revisten carac- 
teres de suma urgencia. 

El Derecho prescribe que los jefes de los ejércitos conten- 
dientes tienen autoridad y poder para suscribir las convenció- 



dadea y seccioQeB del territorio enemigo que hayan qido objeto 
de esta h(»tilidad durante la guerra; y las leyes que presidirán 
esta ocupación militar serán las de la guerra. 

Puede, pues, decirse ea verdad que la tregua es el manteni- 
miento de la situación de hecho producida en el momento de 
pactarse. 

Se entiende iub falta á las prescripciones más claras de las 
leyes del honor el pafa cuyo ejército burla el armisticio é inicia 
ó prosigue las hostilidades durante su vigencia. La conducta 
pérfida del pais que tal hiciera daría lugar á represalias enér- 
gicas y justificadas. * 

469; Con fecha 11 de abril de 1871 se ñrmó eu Washington 
bajo la mediación del Gobierno de Estados Unidos de Norte 
América un armisticio entre Chile, Bolivia, Ecuador y Perú, 
por una parte, y España por la otra, por el cual se estableció 
Cjue duraría indefinidamente la suspensión de hostilidades exis- 
tente de hecho. — Con fecha de 12 de junio de 1883 se firmó 
entre Chile y España el tratado de paz definitivo por el cual se 
declaró que había paz sólida é inviolable entre los países con- 
tratantes, que se restablecían las relaciones diplomáticas y con- 
sulares y que, por lo tanto, quedaba derogado el pacto de ar- 
misticio celebrado en Washington, debiéndose dar cuenta de 
ello al Presidente de los Estados Unidos de Norte América. 

470. Con fecha 4 de abril de 1884 se firmó entre Chile y 
Bolivia el pacto de tregua que todavía está en vigor á causa 
de encongarse en suspenso, mientras no se apruebe un proto- 
colo suplementario, el tratado definivo de paz celebrado cou fe- 
cha 18 de mayo de 1895. 

Se declara en el primer articulo terminado el estado de gue- 
rra; lo cual, si bitíu no es jurídico con arreglo á las observa- 
ciones que hemos hecho, si se trata de un pacto de tregua, ha 
contribuido á dar más expresión y mayor latitud á lo pactado. 

Por el artículo segundo se dispone que Chile, durante la 
vigencia de la tregua,, continuará gobernando con sujeción al 
régimen político y administrativo chileno los territorios com- 



que, siendo el territorio propiedad de la nación, no hay argu- 
mento que opouer á las cláusulas de ceaióu. Eu efecto, la na- 
ción lia aceptado el hecho de la guerra, ha ayudado con hom- 
bres y recursoB é su Gobierno para emprenderla, lo ha so^ 
tenido con su apoyo moral y uaaieriat. Si sale vencido ese Go- 
bierno en la lucha, participa de la derrota la nación misma. Las 
consecuencias pesarán también sobre ella. 

Fiore, el publicista más ajustado á las doctrinas, reconoce 
que la cesión de parte del territorio puede ser una de tantas 
eventualidades de la guerra y una condición legitima de la paz, 
ora se imponga por el vencedor al vencido para resarcirse de 
este modo de los sacrificios hechos durante la guerra, ora para 
casligrtr á su enemigo que lo haya provocado, sobre todo 9Í 
la giierra es injusta por parte del mismo, ó por último, para 
tener una seguridad en lo porvenir ó impedir futuras causas 
de conflicto. 

Bonfils sostiene que la conquista no es un medio de adqoi- 
Bidón; pero admite Ia cesión de territorios ó provincias como 
condición de. paz. Este mismo autor reprueba la idea de exigir 
el asentimiento del pueblo que habita la sección cedida y cri- 
tica el sistema de plebiscitos. A eu juicio, eí Estado resuelve 
sobre la cesión, no teniendo más derechos los habitantes que 
hacerlas declaraciones que 'crean conveniente respecto á sn 
nacionalidad. 

Bluntschli dice que la cesión de parte del territorio nacional 



poner en ejercicio el soberaoo al volver á tomar bajo su admi- 
Distración y gobierno los territorios que estuvieron ocupados. 
Perteueeeu ellos á los estudios de derecho publico. 

Dejamos tan sólo consignado que los actos válidos de mera 
admitiistmción celebrados por la autoridad ocupante no deben 
ser desconocidos por el soberano. 1>03 dereelios perfectos ad- 
quiridos por los particulares y en los cuales no se haya visto 
ejercitado ningún acto de soberanía estrictamente tal, deben 
igualmente ser respetados. 



DF I.AH INDKMNIZACIONES DE PERJUICIOS CAUSADOS 
l'OR LA GUER.ItA 

479. Las operaciones de ios ejércitos producen inevitables 
deterioros en las propiedades de particulares. 

El tránsito de los beligerantes por los fundos agrícolas, los 
destrozos que producen los bombardeos y toma de las planas 
por asalto, los gravámenes que ocasionan los bloqueos, las 
requisiciones de especies necesarias para la alimentación de 
las tropas, son otras tantos causas de perjuicios positivos, di- 
rectos ó indirectos, que sufren los bienes de los particulares. 



esta raanera, el tesoro público sería proiito agolado, y sería 
uecesario que cada uuo contribuyese cou lo enyo eu uua justa 
proporción, lo que es impracticable. Por otra parte, esas indem- 
nizaciones darían margen á mil abusos y á muy embarazosos 
pormenores. » 

483. Calvo dice: «Una de las cuestiones más importautes de 
Derecho Internacional discutida en los tiempos modernos es la 
referente á la responsabilidad que incumbe á los gobiernos por 
loa daños y perjuicios que causen las faccioues á, los extranje- 
ros. Es tal la importaDcia de este asuuto que su desenlace pue- 
de afectar no sólo á los derechos internacionales de los Estados 
sino también á la legislación propia, exclusiva, particular de 
cada pueblo. Si se establece que lo son, se llegará bieu pronto 
en la práctica á crear un privilegio absurdo y funestísimo á 
favor de los Estados más poderosos y en contra de loa débiles 
ó que por circunstancias especiales no hayan podido consoli- 
dar su situación política. Mas, ello no supondría solamente lo 
que acabamos de decir, sino que equivaldría á conceder uq privi- 
legio injustifícable á favor de los extranjeros y contrario á los 
naturales. Si éstos no tienen derecho alguno á exigir que se 
Iss resarza de los daños y perjuicios, que hayan sufrido ¿cómo 
han de tenerle los demás?» 

Lord Stanley, en el debate sobre la célebre cuestión de don 
Pacílieo, decía: «No creo que los gobiernos estén obligados en 
todo el rigor de la palabra, á indemnizar á los extranjeros que 
hayan sufrido daños ó perjuicios á consecuencia de fuerza 
mayor. > 



— i07 — 

Menciona Calvo varios casos prácticos y agrega: 
(Igual jurispradeocia se ha seguido en casos aumerosisimos, 
de loa cuales sólo citaremos el de ta revolución francesa de 
1789, el de la última insurrección polaca y el de la formidable 
lucha sostenida por los Estados Unidos norte-americanos. En 
todos ellos loa extranjeros han sufrido daños y perjuicios gra- 
vísimos, y sin embaído, ninguna nación ha exigido la respon- 
sabilidad Á los gobiernos rdspectivos» {Derecho Inlernacionál 
teórico y práctico, año 1868, capitulo IX.) 

484. Eu las Cámaras francesas de 1834 se debatió un pro- 
yecto destinado á socorrer á las personas que hablan sufrido 
pérdidas á consecuencia de la insurrección de Lyon. 

En esa ocasión, un diputado propuso una enmienda que 
importaba la idea de nna indemnización obligatoria para el 
Estado. Esta enmienda fué rechazada por la Cámara, la cual 
adhirió á la siguiente opinión de uno de sus miembros, Mr, 
Dupin: 

•Rechazo la enmienda, dijo, porque hace perder á la ley su 
carácter de socorro, de socorro personal, acordado no á la pro- 
piedad, sino á la desgracia y á la persona; y no á titulo de 
indemnización porque serla entrar eu una vía peligrosa y 
ruinosa para el Estado querer reconstruir las casas que se hu- 
bieran destruido en el motín. En caso de insurrección cada 
cual consideraría su casa como asegurada y diría; El Estado 
me la pagará.' 

485. En 1885 el Gobierno Colombiano se vio envuelto en 
una revolución interna. Parte del pueblo se alzó en armas en 
contra del Gobierno regular y legal, se apoderó de plazas, en- 
tre ellas de Colón, puerto que incendió euvarios'puntos. Guando 
se verificaban estos auoesos, el Gobierno Colombiano estaba en 
situación imposible de impedirlos. Algunos subditos ingleses 
entablaron reclamaciones á efecto de ser indemnizados de loa 
perjuicios originados por el incendio. Solicitaron el apoyo de 
su Real Gobierno Británico. He aquí la resolución que dio el 
Gobierno de S. M. B. 

«Legación de S. M. B.— Bogotá, 25 de ^osto de 1887.— 
Señor: Reñriéadome á su correspondencia con loa señorea Gu- 
tiérrez y Escobar, quienes me han entregado los últimos pe- 



rendido á Is miseria. Era un acto de generoaidad patñótica, pero 
no ou acto de legal obligación. 

487. No debe olvidarse, al cooriderar esta materia, que Jos 
extranjeros residentes en el pala eütán colocados en un mismo 
pie de igualdad que los nacionales: no pueden pretender á ti- 
tulo de tales una coudicióa privilegiada. 

El extranjero por regla general parte de su pais sin ánimo 
de vuelta, tine animo reveríendi, ó por lo menos con ánimo muy 
remoto; y se incorporan do hecho y de modo permanente en el 
territorio y pueblo de su establecimiento. 

El Derecho Internacional, ajustándose á la realidad de las 
cosas, tiene consagrada en sus disposiciones prácticas esa con- 
dición voluntaria que se forman los extranjeros. 

Hay leyes dictadas por el órgano de la Corte Suprema de Es- 
tados Unidos que han dispuesto lo que ■ sigue: 

«Todo hombre es considerado como un miembro de la so- 
ciedad donde se le encuentre. 

«Si aparece bastante claro el propósito de formar un estable- 
cimiento permanente ó por tiempo indefinido, el derecho de 
domicilio lo adquiere el extranjero por una residencia hasta de 
pocos días. * 

Si el extranjero, como se ve, queda favorecido por las leyes 
tanto como los nacionales, ¿no es de derecho que deba aceptar 
loB perjuicios que, en situaciones anormales como una guerra, 
alcanzan á todos los habitantes del pais? 

De no ser así, se seguiría la consecuencia absurda de que, 
dentro de un Estado, habría una clase de individuos más ó me- 
nos numerosa que gozarían de privilegios en extremo irritantes 
para la inmensa mayoría: tendrían derechos iguales y obliga, 
cienes en mucho menor mámero;. aprovecharían de las ganan- 
cias y no contribuirían á las pérdidas; en tiempo de paz dis- 
frutarían de las ventajas de la tranquihdad y en tiempo de 
guerra no sufrirían los perjuicios consiguientes por cuanto se 
reservaban el derecho de ser indemuizados. 

Esa situación, enteramente inadmisible, ha sido brillante' 



Modiiic&do más tarde el personal del Tribunal de Arbitros, 
Dombráudosecoiiio Presidenteá LaEayette R. de Pereira, triunfó 
la doctrioa del Arbitro chileno y se declaró sin responsabilidad 
al Gobierno de Chile, teniendo presente: que la ciudad de Ubo- 
rrillos Fué el sitio de un combate encarnizado; f|ue no fué el 
jefe del ejército invasor chileno quien eligiera el radio- de esa 
poblaciórl para convertirla en campo de batalla sino el Gobierno 
del Perú quien la preparó y fortificó con este objeto; que en el 
asalto y ocupación de iOhorrillos et ejército chileno *uvo que 
vencer la resistencia que se le oponía por los defensores de la 
ciudad, parapetados en los diversos edificios públicos y priva- 
dos que servían de centros de la hostilidad del ataque; que como 
medio de vencer aquella resistencia fué menester al ejército in- 
vasor incendiar algunas de laa construcciones y edificios de la 
ciudad, convertidas en centro de aglomeración de las fuerzas 
militares peruanas defensoras de la plaza; que una vez prendido 
el fuego en los primeros edificios atacadus, el incendio se pro- 
pagó con rapidez, sobre todos los ámbitos de la población, mer- 
ced á la calidad de materiales ligeros y secos que forraabau 
aquellas construcciones; que encerrada la ciudad en «un cír- 
culo de fuego», según la expresión del teniente de navio ñ'an- 
ees M. L. Léon, era natural é indispensable que el incendio se 
mantuviera durante tres días consecutivos y ganase poco á 
poco todo el perímetro de la población hasta no dejar en pie 
sino dos ó tres casas aisladas; que siendo, por lo tanto, exactos 
y efectivos los daños causados á la Lima Railways Company en 
sus edificios y estaciones de Chorrillos y Buen Pastor, tales 
ños no pueden imputarse á la responsabilidad de un belige- 
rante que toma por asalto y á viva fuerza nna plaza fortificada; 
qne los actos consecuencia! es de una medida de hostilidad legi- 
tima, son también legítimos; que aun admitiendo que la c; 
trofe de Chorrillos pudo limitarse ó restringirse en sus efectos 
si el ejército de Chile se hubiese dedicado después del combate 
á salvar las propiedades que las llamas no habían consumido 
hasta ese instante, no por esto podría sostenerse, dentro de las 
prescripciones del derecho internacional teórico, positivo y prác- 
tico que este fuere un deber perfecto del beligerante por cuya 
omisión fuere responsable para con terceros; finalmente, qne 



Deredio de Gentes, libro HI, capítulo XV, sección 232; Tlte 
Lato of Claima agaiml Governments; Home of Representatives , 
42 D. Gongrees; JReport iiúm. 134 págiim 274, Washington, Go- 
vernment Printing Office, 1875.) 

493, Cobro de pf-rjuicioh causados en la toma de una 
CIUDAD QDE NO OPONE RESISTENCIA. — Se deckró la respon- 
sabilidad del Gobierno de Cliile y se^ obligó ¿ pagar el valor 
de los daños ocasionados con motivo de un incendio, tenien- 
do presente que él no fué coosecueocia de operación bé- 
lica, por cuanto según es notorio y consta del oficio del Vice 
cónsul británico M. Robilltard, las fuerzas chilenas ocuparon á 



1.0 Que si los ejércitos eu campafia tieoea el derecho de 
exigir, aún de lo9 neutrales, le entrega de especies que les fue- 
ren neceBarías, el Derecho laternacional moderno prescribe el 
que los jefes ú oñciales otorguen recibos que as^uren el pago 
posterior; y 

2." Que si las requisiciones se hicieren mediante la fuerza, 
los Gobiernos de quienes dependen esos ejércitos pagarán 
igualmente las indemnizaciones que correspondan al valor de 
los objetos requeridos. (Bedaración Internacional de Bnudat 
' de 1874 sobre las leyes y usos de la guerra, arts. 40 y 42; Cal- 
vo, Derecho Internacional teórico y práctico, tomo IV, párra- 
fo 2238; Bluntaehli, Derecho Iníernacionai codi/icado, 1886, 
arta. 655 y C56; Geffekeu sobre Heffter, 1883, pág. 301; Hall, 
Derecho IntemaeioneU, párrafo 158). 

En vista de los antecedentes presentados y de la prueba 
rendida, resultaba que laa muías de la Compañía reclamante 
fueron tomadas por oficiales y soldados que bulan después de 
una derrota, rehusando otorgar recibos, lo cual constituye una 
requisición violenta, forzada é irresistible que da, con mayor 
razón que una requisición regular, derecho á indemnización; 
que las muías indicadas sirvieron de cabalgaduras á las tropas 
que sidlan de Tarapacá en buen orden y que, ppr lo tanto, uo 
Be trataba de la sustracción de objetos apropiados por espíritu 
de rapifia, sino de animales utilizados para el transporte de 
tropas y material de guerra. 

Por tales fundamentos, el Tribunal Arbitral, por mayoría 



de voto3, disintieudo el Arbitro de Chile, condenaI)a al Gobier- 
no (le Oliile á pagar á la Sociedad reclamaut« la cfintidad de 
11,900 pesos," moneda corriente de'Chüe. 

Para el Arbitro de Chile no se trataba en este caso de requi- 
sición. Según Bluntschli «el ejército que ocupa un territorio 
enemigo tiene derecho de exigir que sus habitantes contribu- 
yan gratuitamente al mantenimiento de las tropae y á so trans- 
porte. > 

LoenÍDg, el ilustrado redactor de la RevÍPÍa de Derecho In- 
ternacional, decía en 1872, comentando estas ültiirias palalirns 
de Bluntschli: 

«En presencia de tales dificultades, forzoso es reconocer que 
los particulares deben considerar' las contribuciones y requisi- 
ciones como una calamidad insepaiítble de la guerra y renun- 
ciar á exigir el valor de las especies que se le hubieren to- 
mado. • 

En las Instrucciones para los ^ércitos de los Estadas Unidos 
en campaña, dictadas con motivo de la guerra de 1861, se trató 
de establecer (art. 38) la respousabiHdad del Gobierno median- 
te un recibo que dehia servir de título para redamar compensa- 
dones. El articulo 42 del proyecto acordado en el Congreso 
Internacional de Bruselas reprodujo esa regla, y con relación 
á ella decía Montagne Bernard en la Bevista de Derecho Inter- 
nacional de 1875, que era justo se otorgasen recibos de lo 
que percibiere por requisiciones; pero que quedaba claramente 
establecido por la discusión á que la adopción de la regla había 
dado lugar, que un recibo no obliga á nadie al reembolso de lo 
percibido, ni al invasor ni á su propio Gobierno. 

A pesar de su deficiencia, admitía el señor Arbitro, que esta 
regla era un primer paso dado hacia el reconocimiento de la 
roaponsiibilidnd de los Gobiernos por requisiciones. 

Desgraciadamente esto desiderátum uo fué en la guerra fran- 
co-prusiana de 1870 considerado ni por el Gobierno victorioso 
ni por los Gobiernos neutrales con fuerKa bastante para modi- 
ficar las antiguas doctrinas y prácticas de la guerra. 

Los ahogarlos de ia Corona do Inglaterra, consultados sobre 
el particular, fueron de opinión de que loa ingleses con propie- 
dades en Francia no tenían derecho á una protección especial 



una requisición formal que arrastrase la obligación legal ó mo- 
ral de indemnizar á los perjudicados. 

£1 pnmer requisito consistía en que la requisiciÓD hubiese 
sido ordenada por un jefe ó comandante militar, previo el otor- 
gamiento de un recibo suscrito á favor del interesado; y el se- 
gundo en que la reqoisición hubiese sido hecha en el servido 
regular de un ejército. 

La razón de la doctrina se revelaba obvia y elemental, pues 
ningún Gobierno puede ser responsable de los actos de solda- 
dos que, por el hecho de ejecutar actos abusivos de sus funcio- 
nes y de encontrarse dispersos y fuera de las fílas, cesan ipio 
fado de constituir fuerza pública. 

En el caso actual, continuaba el Arbitro disidente, no hubo 
requisición de funcionario competente, no se otorgó recibo ui 
medió reconocimiento posterior de! hecho; y por último, el acto 
abusivo no se ejecutó en servicio de un cuerpo de ejército sino 
en provecho personal de sus autores. Estos eran loa hedios 
tales como los habían establecido los memorialistas y tales 
como quedaban corroborados por la prueba por ellos ren- 
dida. 

Después de analizar ésta someramente, arribó el señor Arbi- 
tro de C/hile (don Luis AIdunate)ála conclusión forzosa de que 
no era posible fundar una resolución, como la que dictó la ma- 
yoría, en mérito de los testimonios tan desautorizados como con- 
tradictorios de los testigos presentados; y que, s\ algo hubiese 
sido permitido derivar de ellos, sería que no se trataba, eu el caso 



Calvo, Derecho Internacional Teórico y Práctico, tomo IV, pá- 
rrafo 2243); 

5." Que este priueipio había sido consagrado de tiempo atráa 
en el art. 62 de la ley chilena de policía de ferrocarriles de 6 
de agosto do 1862, el cual teníii aplicación al caso presente, 
puesto que so trataba del uso del ferrocarril por el Gobierno 
duraote un periodo de coamociÓQ interua; 

6," Que importaba poco que el Gobieruo hubiera ó oo explo- 
tado las lineas mientras las ocupó, puesto que, si la ley se hu- 
biera únicamcuto referido ¡i lu ex|>loliu;¡i^ii, se habría lihiitado 
á prescribir la rendición de cuentn; 

7," Que de la uota dirigida ¡>or el comaudante de Armas de 
Antofagasta al Administrador del ferrocarril y de la prueba 
testimonial se desprendía que el Gobierno tomó posesión de la 
linea á virtud de la prescripción Icgul referida; y 

8." Que el Tribunal teuía indudablemente el derecho de 
aplicar la legislación interna de Chile; y por lo tanto, debía pa- 
garse á la Compañía lo <]ue la ley jle 6 de agosto de 1862 
dispone por los dos períodos en que el Gobierno tomó por su 
cuenta exclusiva el ferrocarril do Antofagasta á Bolivia. 

Por estos fundamentos e! Tribunal Arbitral, con el voto eo 
contra del Arbitro de Chile, condenó al Gobierno de Chile á 
pagar una indemnización por haber tomado'posesión de la línea 
férrea. Se rechazaron los cargos por deterioros y por Ios-perjui- 
cios indirectos que se aducían. 

490. CoJliKO DK INTKKKSLS Dü BONOS ÁL rOiCTADOH EHlTlDOfl 



dencia uaiforme de los tribunales análogos, no son imputablea 
á la responeabüidad de un beligerante. 

500. Sentenc'ií. ds la corte suprema, de chile sobre 

FRRJUICIOS OCA8IOMAD08 POB LA OCCPACIÓN UILITAB. — PoF 

cuanto el derecbo de la guerra faculta á los estados para apo- 
derarse de las propiedades del Gobierno enemigo, para percibir 
aus productos y establecer el régimen de explota«i6n que juz- 
gue más couTeniente, y á la fecha en que Chile declaró la 
guerra al Pera el demandante no era dueQo de la salitrera que 
explotaba en Tarapacá, sino simplemente explotador por cuenta 
del Gobierno del Perú con cargo de pagar al Estado una pen- 
sión de diez centavos por quintal de salitre elaborado; 

Por cuanto en estas condiciones el Gobierno de Chile pudo to- 
mar posesión de esa salitrera ó dejarla como la dejó en poder del 
demandante con cargo de pagar una mayor pensión por quin- 
tal, desde que habiendo adquirido el dominio de la salitrera 
podía disponer de ella libremente; 

Por cuanto no ligaba al Gobierno de Chile el pacto celebra- 
do por el del Perú en cuanto á cobrar sólo la pensión de diez 
centavos por quintal, porque tampoco ligaba ya al del Perú por 
- haberse resuelto el contrato en virtud de un caso de íuerza 
mayor — la guerra — de que do se hizo responsable en el con- 
trato. 

Por cuanto, según el Tratado de Paz, el Gobierno de Chile do 
reconoce sobre las salitreras de Tarapacá otros derechos que 
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QUINTA PARTE 



DE LA NEUTRALIDAD 



CONCEPTO DE LÁ NEUTRALIDAD 

501. La neutraliHad consiste en la situacióa de hecho que 
asume US Estado que durante una guerra internacional se 
abstiene por completo de tomar parte directa ó indirecta en 
ella, cumpliendo los deberes que por derecho le corresponden 
en su calidad de extraño á la lucha. 

Pierde su neutralidad el Estado que auxilia á los beligeran- 
tes con elementos que puedan ser útiles en la guerra. 

502. No se acepta ahora la doctrina sustentada por algunos 
autores antiguos, según la cual podía un Estado, sin violar su 
condición de neutral, auxiliar A ambos beligerantes en una 
proporción igual. 

Con arreglo á este principio, un Estado podía sin faltar á los 
deberes de neutralidad auxiliar á ambos beligerantes con sumas 
idénticas de dinero, con víveres, municiones, armas, etc, en 
igual cantidad. 

Con justa razón se ha rechazado este paradojal principio. 
En efecto, acudiendo con elementos bélicos á los gobiernos en 



La prensa nacional, que en todos tos paises cultos goza de 
iuviolabilidiules iudispeti sables para su existencia y desarrollo 
y para el cumplimiento de so misión intelectual, analizará las 
causas de la guerra que se produzca en países vecinos ó leja- 
nos, las someterá á un minucioso estudio crítico y se pronun- 
. ciará ó nó, obrando en ello con la libeilad qQe le corresponde, 
á favor de una de las partea contendientes, arrastrando en 
caso afirmativo en un mismo sentido á la opinión del público 
lector . 

Las masas populares serán influenciadiia también por la 
prensa; pero por mucho que arraigue en el sentimiento nacio- 
nal la idea de simpatía hacia uno de los Estados en guerra, la 
neutralidad no habrá co'iTJdo peligro. Sólo se verá ella afec- 
tada en el caso de que el Gobierno altere su situación de hecho 
mezclándose en la lucha. 

506. Para Vattel y Bynkershoek no pierde su neutralidad 
un país que, sobrevenida una guerra entra otros dos, concede 
á uno de los beligerantes loa auxilios de tropas, dineros y de- 
más elementos de guerra que le tenía prometidos para ese caso 
en un tratado precedentemente suscrito 

Por nuestra parte estiinamoa esta tesis contraria á las nocio- 
nes de derecho. Preste los auxilios á virtud de la existeucia de 
un pacto anterior ó por acto voluntario simultáneo al hecho 
de la guerra, no hay duda de que se irroga uu perjuicio á uno 
de loa beligerantes y de que hay intervención en la guerra. 

I^a voluntad de cumplir el pacto, por otra parte, manifiesta 
el deseo de hacer causa comúu con el aliado, que tal vendrá á 
aer el país á que se auxilia. 

A veces se ha tolerado esta conducta, y para ello se ha teni- 
do presente que en la alternativa cierta de consentir en un 
auxilio moderado ó de tener un nuevo enemigo al frente, es más 
prudente preferir el primer partido (1), — Así, en 1788 Dina- 
marca suministró naves y tropas Á Catalina II, emperatriz de 
Rusia, contra Suecía, á mórito de un tratado anterior, decla- 
rando que con ello no creía contravenir á la amistad y á las 
relaciones comerciales que subsistían entre ella y Suecia. Este 

(1) AspuzD, Dogmaa da DerecJio ItUenuícUmal, § 313, pág. 2B^. 



aguas para renovar ó aumeutar sn armamouto militar ó para 
proveerse de equipaje y personal; 

5.' No basta el solo hecho de uu neto de hostilidad cometido 
en el tenritorio neutral para hacer responsable al Estado neu- 
tral. Para acusarlo de una violación de sus deberes se requie- 
re la prueba de una intención hostil ó de una negligencia evi- 
dente; 

6.<* El beligerante que sufre un perjuicio á consecuencia de 
la violación de los deberes de la neutralidad no tiene derecho 
á dar por terminada iumediatameiite la neutralidad y á recurrir 
á las armas contra el Estado que ha atentado á sus deberes de 
neutral, á meaos de casos graves y urgentes y sólo mientras 
dure la guerra. 

En los casos menos gravea y uo urgentes ó cuando se ha ter- 
minado la guerra, deben someterse las reclamaciones de este 
género á la decisión de irbitroe; 

7." El Tribunal Arbitral determina ex bono et cnquo la indem- 
nización que ha de satisfacer el Estado neutral, en razón 
de su responsabilidad, al Estado lesionado por él 6 por sus 
subditos. 

611. El Estado neutral debe impedir el enrolamiento en su 
territorio de tropas para los beligerantes. 

Si las leyes interiores del Estado exigieren la autorizaciÓB 
previa del soberano para que un ciudadiiiio pueda ingresar ¿ 
las lilas de un ejército extranjero, ese Gobierno, al conceder se- 
mejante autorización, violarla su neutralidad. 



caiinca ae aemo ei aecDo ae aceptar una comiBion ae servicio 
militar ó naval á favor de uno de los beligerantes; de alistarse ó 
inducir á otra persona á que se aliste eu el ejército ó en la ma- 
rina de uno de los beligerantes, aun cuando sea como simple 
marinero. 

La ley rusa de 1870 contiene disposiciones en el mismo 
sentido. 

512. Menos dificultades presenta ia cuestión si se trata de 
individuos que salen de su patria para ir á incorporarse en el 
extranjero, en el ejército ó marina de uno de los beligerantes. 

El Estado neutral no pierde de ninguna manera su neutrali- 
dad por el hecho de no impedir este alistamiento. Reconoce á 
los habitantes de su territorio el derecho de entrar y salir de 
él á voluntad; y no se divisa razón jurídica alguna que pudiera 
obligará ese Estado ¿impedir que sus ciudadanos se absten por 
inspiración propia en las filas del ejército de su simpatía. 

513. El Estado neutral debe impedir que, en sus dominios, 
se equipen y armen buques de guerra por cuenta de uno de 
los beligerantes. Esta obligación se refiere, no sólo al caso de 
que el equipo y armamento se haga con elementos de propie- 
dad nacional sino que llega hasta obligar al Estado á impedir 
por todos los medios legítimos que estén á su alcance, que esta 
operación se realice con elementos privados y por sus ciudada- 
nos ó por los habitantes de su territorio. 

Pocos recursos de más positiva importancia podrían conce- 
derse á los beligerantes que el equipo y armamento de naves 
de guerra en puertos y ocitas neutrales. Al abrigo de todo ata 
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al alcance áe sub buques de guerra en muchas ocasiones y de 
haber estado anclado en muchos puertos ingleses como ocu- 
rrió en el de Kingston en la isla de Jamaica en donde estuvo 
libremente sttis días. 

3." El Alabanta era un buque iuglés por su origen, por su 
construcción, por su armamento y por su tripulación. Sólo era 
americano por estar mandado por un ciudadano de los Estados 
del Sur. 

Con estos antecedentes se mantuvo uti acalorado y memora- 
ble debate entre ambas cancillerías durante el cual se discutie> 
ron con grandes esfuer/x>s, por uinbns partes, las cuestiones 
relativas á los deberes y derechos de loa neutrales. 

Casi á punto de estallar la guerra entre aiiihos pafscí!^, se 
ajustó en Wásliington, el 8 de marzo de 1871, un convenio por 
el cual se sometía á nrbitrajo la resolución de tan sería disi- 
dencia. 

Se nombró de arbitro á un representante de los dos países 
en conflicto y Á tres designados ]>or kis gobiernos de Suiza, 
Italia y Brasil, 

. Lu resolución de este Tribunal debía basarse en la aplicación 
de ciertas reglas que fueron establecidas en el pacto mismo y 
que quedaron redactadas como sigue: 

«Todo Gobierno neutral está obligado: 

< I ." A emplear las debidas diligencias para impedir el arma- 
meuto de guerra ó el equipo, en el territorio en que ejerza ju- 
risdicción, de todo barco que racionalmente pueda sospecharse 
que está destinado á crucero ó á hacer la guerra contra una 
potencia con la que dicho Gobierno se halle en pae; á emplear 
ia misma diligencia para impedir la salida de sus límites juris- 
diccionales de cualquier buque destinado á crucero ó á hacer 
la guerra ciiniido dicho buque hubiere sido especialmente a<Iop- 
tado, en todo ó en parte, dentro de los mencionados límites 
jurisdiccionales, á los usos de la guerra; 

t2.' A no permitir ni tolerar que uno de los beligerantes use 
de sus puertos ni de sus aguas como base de operaciones ma- 
rítimas contra el otro beligerante ni para renovar ni aumentar 
las municiones militares y armamento ó reclutar itUf gentes para 
la guerra; y 

DiRBOHO 28 



- ( „,o „^ .o,^ ^, iriDUUal Arbitra] 

pronunció en sentencia. 
Insertamos ja parte resolutiva de este fallo. 
Eesnltando: en cuanto al buque denominado Atabama que 
de todos los hechos relativos á la constrnocidn de este barco 
designado desde luego por el núm. 290, en el puerto de Liver- 
pool, á su equipo y armamento en las costas do Ter?eim por 
los cuidados de los barco» el Agripim y Baham,. procedentes 
de Inglaterra, resulta claramente que el Gobierno de la Gran 
Bretafia descuidó emplear las debidas diligencias para cumplir 
su» deberes de ueulraüdad, puesto que, á pesar de las adver- 
tencias y reclamacione» oficiales de los ageutt-s diplomáticos 
de Ios-Estados Unidos durante la construcción del 290 dicho 
Gobierno no tomó las medidas convenientes en tiempo útil y 
que la» adoptadas al fin para detener al mencionado buque 
fueron ordenadas tan tardíamente que fué imposible su eie^ 
cución; 

Resultando: que las medidas tomadas después de la evasión 
de dicho buque para perseguirlo y detenerlo, fueron tan in- 
completas que no produjeron resullado alguno y que no pue- 
den considerarse suficientes para librar á la Gran Bretafia de 
la responsabihdad en que incurrió; 

Resultando: que á pesar de las infracciones de la neutralidad 
de la Gran Bretaña cometidas por el 290, este mismo buque 
conocido como crucero omtedorado Alabama, fué aún admi- 
tido libremente en varias ocasiones en los puertos de las colo- 
nias bnlAnicas, cuando debió haberse procedido contra íl en 
todo» los puertos -sometido» á la jurisdicción inglesa en que se 
le hubiese encontrado; 

Resultando: que el Gobierno de S. M. B. no podría justifi- 
oarso do i'alta de debida diligencia alegando la insuficiencia de 
medios lógalos do que podia disponer. 

Cuatro de los miembros del Tribunal, por tales motivos y el 
quinto por otros que le son propios, opinan: .Que la Gran 
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Bretaña lia faltado por oiuisióo á los deberes prescriptos eti las 
reglas 1.^ y 3.' de las establecidas eii su art. 6." dol tratado de 
Washington». 

Resultando: en cuauto al buque denominado Florida, que 
de todos los hechos relativos á la coustruccióu del Oreto . eji el 
puerto de Liverpool y á su salida del mismo, eo los cuales tus 
autoridades británicas do adoptaron las medidas convenientes 
para impedir la violación de la neutralidad de la Gran Bretaña 
á pesar de las advertencias y reiteradas reclamaciones de los 
agentes de los EslaiJos Unidos, resulta que el Gobierno de 
S. M. B. ha descuidado emplear las debidas diligencias para el 
mantenimiento de sus deberes de neutralidad; 

Resultando: que de todos los hechos relativos á la estadía del 
Órelo en Nassau, á su salida de este puerto, al reclutamiento de 
la tripulación, á su aprovisionamiento, á su armamento con el 
auxilio de! bnque inglés Frince Alfred, en Green Bay, resnita 
que hub(j negligencia por parte de las autoridades coloniales 
británicas; 

Resultando: que á pesar de las infracciones de la neutralidad 
de la Gran Bretaña coraetiflas por el Órelo, este mismo barco, en- 
tonces conocido como crucero confederado ¿"íorida, fué todavía 
en varias ocasiones admitido en los puertos de las Colonias 
Británicas; 

Resultando: que la absolación judicial del Oreto en Nassau 
no puede librar á la Gran Bretaña de la responsabilidad en que 
ha incurrido en virtud del derecho de gentes; 

Resultando: que (-1 hecho de la entrada del Florida en el 
puerto confederado de Mobile y de su permanencia en él du- 
rante cuatro meses, no puede destruir la responsaliilidad de la 
Gran Bretaña; 

Por tales motivos el Tribunal, por mayoría de cuatro votos 
contra uno, opina que la Gran Bretaña ha faltado por omisión 
á ios deberes prescriptos en las reglas 1.", 2.»y 3." del artículo 6." 
del tratado de Washington. 

Resultando: en cuanto al buque denominado Skenadoah, 
■ que de todos los hechos relativos á la salida de Londres del bu- 
que mercante SeaKing y á su transformación en crucero 
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cniífederado con el nombre He Shmattdoah, cerca de la lala de 
Madera, resulta que no podría acusarse al Gobierno de S. M B. 
de haber descuidado basta entonces el empleo de las debidas 
diligencias para cumplir bus deberes de neutralidad; 

Pero, atendiendo á que de todos los hechos relativos á la 
estadía del Skenandoáh en Melbourne j especialmente al 
aumento clandestinamente realizado, lo cual se ba admitido 
por parte del Gobierno Británico, de su tripulación en dicho 
puerto; y que de ello resulta que hubo negligencia en las auto- 
ridades británicas; 

Por tales motivos, él Tribunal opina por unanimidad: 

Que la Gran Bretaña no ha faltado por acción ni por omi- 
sión á los deberes enuncimlos en las tres reglas del artículo 6.* 
del tratado de Washington, 6 reconocido por los principios del 
derecho de gentes que Tío están en contradicción con estas re- 
glas, en cuanto al buque denoniinaiio Shenandoah anteriormen- 
te á su entrada en el puerto de Melbonrnf; 

Y por mayoría de tres votos contra do^': 

Que la Gran Brctnfla ha fallndo pcir omisión á los del>erea 
prescriptos en las reglas 2.' y 3." yii dichas, en cuanto á ese 
mismo buque, pcisteríorrueTife á su entrada en Hobson's Bay, 
y que ha contraído responsabilidad por los actos que cometió 
después de su partida de Melbourne en 10 de febrero de 1865. 

En cuanto á los barcos Tuscalooaa íTt-ndersdel Alah/ima), 
Clarence, Tacony, Archer, {Tenders del Florida); 

El Tribunal opini» n» anime mente: 

Q'ift debiendo conoide nirse los tenders ó embarcaciones 
auxiliares como accesorios, han de seguir forzosamente la suer- 
te de los barcos principales y someterse á las mismas responsa- 
bilidades qne se exijan á éstos. 

En cuanto al buque denominado Setribution, el Tribunal, por 
mayoría de tres votos contra dos, opina: que la Gran Bretaña 
no ha faltado por acción ni por omisión á los deberes eimncia- 
dos en las fres reglas del art. 6." del tratHdo de Washington ó 
reconocido por los principios del derecho de gentes que no se 
hallen en desacuerdo con d¡di;is reglas. 

En cnanto á lo*! bnqnes denominados Georgia, Aumier, 
Naachville, Tallahassee y CJiichamanga, el Tribunal decide por 



los Estados Unidos. 

CoDsideracJo: que «Los gustos de persecución» de los cruce- 
ros confederados debeu coufuDdirse con los generales de la 
guerra sostenida por losEstados Unidos; se decide, por mayoría 
de tres votos contra dos, que no debe adjudicarse suma alguna 
á los Bstados Unirlos á titulo de indemnización por este par- 
ticular. 

Considerando: que dos ^beneficios ó provechos eventuales» 
no pueden ser objeto de compensación por tratarse de cosas 
futuras é inciertos, se decide por unanimidad: que no debe ad- 
judicarse á los Estados Unidos suma alguna á título de indem- 
nización por este particular. 

Considerando: que para establecer equitativa compensación 
de los perjuicios sufridos, es necesario descartar las «reclama- 
ciones dobles* y no admitir las hechas por iSetes*, sino en 
cuanto representan tan sólo los «netos*; 

Considerando: que es justo y razonable el abono de intereses 
en proporción equitativa; 

Considerando: que con arreglo al espíritu y letra del Tratado 
de Washington, es preferible adoptar el sistema de la adjudica- 
ción de una suma en conjunto á deferir al Consejo de Asesores, 
previsto en el art. 10 del mencionado tratado, las discusiones y 
deliberaciones ulteriores; y usando de las facultades que le es- 
tán conferidas por el art, 7." del mismo, el Tribunal, por mayo- 
ría de cuatro votos contra uno, adjudica á los Estados Unidos 
la suma en junto de quince millones quinientos mil dollars en 
oroá titulo de indemnización, que la Oran Bretaña deberá pa- 
gar por todas las reclamaciones sometidas al Tribunal, confor- 
me á las prescripciones del citado art. 1." 
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616. Eli Ih guerra civil chilena de 1891 se suscitó, aute di 
versas cancillerías europeas, la cuestión del equipo de naves 
destiuadas á uno de los beligerantes. En la Memoria de Iob 
Agentes CoaRden cíales de la Junta de Gobierno se contienen 
algunos datos y pormenores á este respecto. 

No pudiendo completar el buque Presidente Erráeurie su 
tripulación en puertos franceses, se dirigió á España, país á 
donde agentes especiales se hablan trasladado para enganchar 
marineros, fogoneros y otros tripulantes. «Reunido en consejo, 
dice la Metnoria, el Gabinete español, dio acoj ida alas peticiones 
y expidió las órdenes necesarias parahacer efectivo el acuerdo 
adoptiido. Esa resolución se hi^o pública y el comandante del 
Erréturie cambió de itinerario diiigténdoaeá Lisboa. El Grobier- 
DO del Portugal prestó también acogida á las peticiones y no 
sólo prohibió á los subditos del reino el embarque á bordo del 
navio chileno, sino que dispuso que ningún individuo de nacio- 
nalidiiii extranjera pudiera subir ¿su bordo sin pasaporte de 
la autoridad competente.» 

Igual conducta observaron los Gobiernos de Italia y Alemania. 

Observa la Memoria citada que se notó un verdadero con- 
traste en la política un tanto tímida ó indecisa que los gobier- 
nos de Francia é Inglaterra adoptaron ante la revo ucióu chi- 
lena y la conducta resuelta y enérgica con que los gobiernos de 
Espaíla, Portugal, Italia y Alemania dieron acogida á laa petí- 
ciones que les fuerou dirigidas en nombre de los intereses y de 
las libertades del pueblo de Chile y de la soberanía de sus re- 
presentantes. 

516. En la guerra hispauo-americana de 1898 se han aplicado 
estas reglas con cierta frecuencia. — Los Estados Unidos compra- 
ron el vapor Irlande, el más rápido y más poderoso de la línea 
de Irlanda á Inglaterra; el cual fué detenido por las autorida- 
des inglesas de Kingston en los propios momentos en que le- 
vaba anclas para hacerse á la mar continuando el viaje á su 
destino. — liaa autoridades inglesas de Falmouth impidieron el 
embarque á bordo del torpedero americano Somera de mari- 
nos extranjeros reclutados en Londres, 

517. El Estado neutral no puede favorecer con armas ni ma- 
terial de guerra á ninguno de los beligerantes. 



transporte de armas y municiones de guerra podría implicar la 
pérdida de neutralidad por parte de ud Gobieruo neutral: ai la 
ley interior delEstadoprohibieseáios particulares comerciar du- 
rante una guerra cou especies de contrabando faltaría á sus 
deb«rea ese Gobierno si, pndiendo impedir dicho comercio, no 
quisiese hacerlo. 

518. En cnanto á los derechos que corresponden á los neu- 
trales puede deci^ que ello? se reducen ¿ exigir de loa beli- 
gerantes que su neutralidad sea respetada. 

Como consecuencia de este principio, tiene facultad el Estado 
neutral á repeler por las armas todo ataque á su neutralidad: 
es lo que ae llama neutralidad armada. 

Puede suceder, y será lo más frecuente, que el Estado neu- 
tral no esté suficientemente armado para repeler las viotacio- 
Dee de que sea victima por parte de los beligerantes. En este 
caso le corresponde formular enérgicas protestas, las cuales, 
siendo funiladas, pueden acarrear el desprestigio del beligerante 
que las cometa. 

III 

COHEKCIO DE LOS NEITTBALES 

519. El comercio de los Estados neutrales ha dado origen á 
numerosas discusiones de distinguidos publicistas y á un con- 
siderable número de pactos en los cuales se han sustentado las 
doctrinas más contradictorias. 



tiempos en qae estaa discusiones se suscitabaD era admitido 
como principio iadiscutibte, ¿lleva consigo el derecho de apo- 
derarse de la mercad eria neutral encontrada á bordo de baque 
enemigo? 

Si 0ra principio aceptado que el beligerante tenia facultad 
para capturar la propiedad enemiga, ¿podría realizar la captura 
cuando fuese conduci da en buque neutral? 

Todas estas cuestiones y otras más, Intimamente relacionadaa 
con las que dejamos expuestas, ban sido resueltas en formas 
muy diversas y contradictorias. 

f^ra poder comprender de una manera exacta el pn^reso 
que en esta materia se ha alcanzado y los antecedentes que 
iudujeroQ á establecer la libertad comercial de los neutrales, 
proclamada en la Declaración de París de 1866, es necesario 
hacer una ligera exposición de los sistemas puestos en práctica 
en las diferentes épocas de la historia. 

520. 1,' Época. — Contulado dd Mar. — Est» sistema tenia 
su fundamento en la propiedad. La acción del beligerante debía 
limitarse exclusivamente ák propiedad enemiga. La propiedad 
neutral, nave ó carga, era respetada. 

En consecuencia, mercadería neutral encontrada á bordo de 
nave enemiga era entregada á su propietario y la nave confis- 
cad a; y, reciprocamente, á la nave neutral que condujera mer- 
cadería enemiga se le dejaba en libertad después de haber 
obligado el capitán á efectuar la entrega de tas mercaderías 
enemigas. 

El sistema del consulado del mar se reduce á nna doble fór- 
mula: Pabellón neutral, mercadería enemiga ó neutral. Pabe- 
llón enemigo, mercadería enemiga ó neutral. 

621. 2.* Época. — Infección hoilü. — El segundo sistema fué 
establecido por primera vez en Francia. Francisco I en una 
Ordenanza promulgada en 1543 ordenó al Almirantazgo fran- 



caderías sino también la nave que laa conduela, y Euriqoe II 
en 1584 dispuso que se pudiere conñscar también la mercsde- 
rfe neutral á bordo de nave enemigii. 

Eete sistema, llamado por los ingleses de in/eceión hoBtil, ge 
condensa en laB fórmulas: Pabellón enemigo, mercadería ene- 
miga. Mercadería enemiga, buque enemigo. 

Las Ordenanzas de Luis XXV promulgadas en 1681 sancio- 
naron en forma aún miís terminante las reglas de esta época. 
Toda nave, dicen, que se bailase cargada de efectos pertene- 
ciente^ á nuestros enemigos y las mercancías de nuestros sub- 
ditos ó aliados que se hallaren en un buque oDemígo, se 
considerarán como buena presn. 

Estas ordenanzas, con modificaciones de mayor ó menor im- 
portancia fueron aceptadas por otros países; y puede afirmarse 
que sus reglas constituían el derecho práctico vigente en 
esta época. 

522. 3.* Época . — Pabellón de la nave. — En esta época sólo se 
tomaba en consideración la nacionalidad de la nave. El pabellón 
neutral protegía la mercadería enemiga, salvo el contrabando 
de guerra; y el pabellón enemigo convertía en enemiga la mer- 
cadería neutral y, en consecuencia, nave y mercaderías estaban 
sujetas á captura. 

El tercer sistema se condensa en las fórmulas: Pabellón neu- 
tral, mercadería libre. Pabellón enemigo, mercadería enemiga, 

523. Estos diferentes sistemas imponían serios obstáculos al 
comercio de los Estados neutrales. 

En efecto, bajo el imperio del Consulado del Mar, uno de 
los regímenes más liberales, las naves debían sujetarse á la vi- 
sita para que el beligerante pudiera cerciorarse de si condu- 
cían 6 nó mercaderías enemigas- La tendencia general que 
entonces existía de oponer trabas al comercio de los nentrales 
induda frecuentemente á los beligerantes é sugerir la sospecha 
de que las mercaderías bajo bandera neutral pudieran ser 
propiedad enemiga y á conducir las naves neutrales á sus 
puertos, con el objeto de someterlas á un juicio ante los Tribu- 
nales de presa. 



guerra. 

Las arbitruriedades que se cometieron durante la vigeocia de 
estos aistemits, la injuslioia <le los principios en que descansa- 
ban y los cuusidttrHbles perjuicios que ex per i mentaban los 
pueblos que no tenían intervención en el conflicto, fueron fac- 
tores que indujeron á ciertos Estados marítimos á coaligarse y 
á reunir sus fuerzas para proteger su comercio. 

Las ciudades banseáticaa. situadas en las costas del Báltico, 
fueron las pnmpras en unirse; y, aunque no proclamaj-on los 
principios de la neutralidad, obtuvieron privilegios en diversos 
Estados europeos que les permitían ejercer bu comercio en 
condiciones de seguridad. 

Holanda, Suecia, Dinamarca y Praaia hicieron enérgicos es- 
fuerzos en favor de los derechos de los Estados neutrales. Pero 
la iniciativa de estos Gobiernos no produjo el resultado que se 
buscaba. 

Para alcanzar el éxito era menester la coalición de varios Es- 
tados poderosos, con fuerzas suficientes para hacer respetar los 
principios que ae prüclamiirau. 

El Gobierno ruso inició en 1780 una nueva política que 
cambió por completo el derecho marítimo. 

Catalina 11 envió á diversas CorUis europeas umi declaración 
en que se proclamaban los principins relativos á la neutralidad 
y se manife-itaba que el Gobierno ruso uo toleraría que se vio- 
lase la liberLiid marítima de loa Estados neutrales. Los princi- 
pios de la famosa notificaci'^n rusa fueron á este respecto los 
siguientes: 

Todo buque neutral podrá navegar libremente de puerto en 
puerto y por las costas de las naciones qiie se hallen en guerra; 

Las mereanctas perteneeiííutes á los ciudadanos de los pue- 
blos beligerantes, los cuales se encuentran á bordo de los ba- 
ques neutrales, serán libres, excepto los artículos de contra- 
bando. ' 

Dinamarca, Suiza, Holanda, Prusia, Austria, Portugal, las 
Dos Sicilias, Francia y España adhirieron Á estas disposiciones 
y contrajeron el compromiso de defenderlas por las armas. 
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ÍM revotucióu francesa hizo renacer las antiguas teorías. La 
alianza de Rusta, luglaterra, EspaQa y Austria coutra Francia 
se celebró sobre la base de que las Potencias coaligadas estaban 
facultadas para emplear todos los medios que tuvieran por ob- 
jeto obligar á Francia á rendirse. Prohibieron á loa buques 
neutrales introducir víveres eo los puertos franceses; y Francia, 
á título de represalias, declaró que los corsarios y buques de 
guerra franceses tenían derecho para apresar y conducir á sus 
puertos á las naves neutrales. 

El comercio de los neutrales ezperimeató diversas moditica- 
cioues hasta mediados del siglo actual en que sobrevino la gue- 
rra de Crimea y con ella la alianza de luglaterra y Francia. Fué 
necesario entonces que estas dos potencias se pusieran de 
acuerdo sobre la norma de conducta que los ejércitos aliados 
debían observar con loa neutrales. 

El Gobierno iuglés, que hasta la época en qife esta guerra 
sobrevino se había opuesto tenazmente á aceptar ninguno de 
los principios modernos, cedió á las instancias del Gobierno 
francés y en la declaración de 1854 renunció al derecho de 
secuestrar la propiedad del eueiuigo que se hallare á bordo de 
buque neutral y de otorgar pateutes de corso. 

Eliminada la oposición de Inglaterra, que era el serio obs- 
táculo que impedia realizar la reforma, fué tarea sencilla la 
reunión en Paria de un Congreso que se ocupara de resolver 
de una manera deBnitiva el tan debatido problema del comercio 
nt-utral. 

524. 4." Época. —Declaración de París.— En el protocolo sus- 
crito el 16 de Abril de 1856 contrajeron las Potencias que lo 
suscribían el compromiso formal de respetar los priacipio^j que 
se habían observado duraute la guerra de Crimea de 1854 y á 
hacer lo posible para obtener de los demás Estados que se 
ajustaran á las mismas reglas. 

Además de la cláusula en que se consigua la abolición del 
corso, la lleclaración de París contiene otras en que se pro- 
clama la libertad comercial de los estados neutrales y se espe- 
ciñcan las restricciones á que debe estar sujeta esta libertad. 

La Declaración de París consta tan sólo de cuatro artículos 



Dies meas ae progreso juriaico. 



RGSTBICCIONEH lUFUESTAS AL COMERCIO DR LOS MEDTRALEa 

527. LoB Estados neutrales que permaueceii ajenos á la con- 
tieuda y que tieDeo intereses distintos de los que so ventilan por 
las armas, gozan del miis perfecto derecho para c<>utinuar dis- 
frutando de los beneficios de la paz y conservan su libertad 
para comerciar no sólo entre sí sino también con los mismos 
beligerantes siempre que observen las leyes de la neutralidad. 

El concepto de la neutiülidail envuelve la idea de abstenerse 
de realizar cualquier acto directo ó indirecto de hostilidad, y de 
este concepto se deapfendeu como consecuencia lógica dos obli- 
gaciones de los Estados neutrales que restringen su libertad co- 
mercial. 

Estas dos restricciones á la libertad de comercio consisten en 
la prohibición que el Der<^cho Internacional impone á los neu- 
trales de conducir á los puertos de belígerautes los artículos que 
están comprendidos en la clusifieaoión de contrabando de 
guerra y en la prohibición absoluta de comerciar con los puer- 
tos bloqueados efectivamente por el beligerante enemigo. 

La neutralidad impone á los Estados que no tienen interés 
en la contienda la obligación de abstenerse de facilitar á los 
beligerantes los auiiilios que de una manera directa sirvan para 
proseguir la lucha. 

Ija cuestión de determinar cuáles son los objetos que consti- 
tuyen contrabando de guerra es sumamente complicada, y 
sobre ella aun no se ha producido un acuerdo general. Cada 
Estado tiene reglas especiales al efecto y muchos hay que cuen- 
tan con dos reglas distintas: la establecida en las leyes interio- 
res aplicables á aquellos Estados coii ios cuales no se han 



saiisiacer lanio las necesiaaaes ae la guerra como ios ue la paz. 
¿Ck)n8títuye el comercio de estas últimas una violación de la 
neutralidad? 

La Declaración de Paría, al proclamat el principio de la li- 
bertad comercial de loa ueutrales y al establecer las restriccio- 
nes de esta libertad, una de las cuales es el contrabando de 
guerra, no determiuó las mercaderías cuyo comercio constituye 
contrabando. Ha sido una omisión que es urgente subsanar. 

528. La mayor parte de Jos Estados tienen un concepto di- 
ferente sobre esta materia y para uniformar las opiniones y á 
ñn de no hacer ilusoria la libertad comercial se hace indispen- 
sable ia reunión de un Congreso que enumere las mercaderías 
de ilícito comercio- 

Sólo de esta manera el comercio de los neutrales se efec- 
tuará sobre sólidas bases, no sujetas al capricho de algunas 
potencias que. en el estado actual del Derecho y valiéndose de 
la elasticidad de la expresión contrabando de guerra, aumen- 
tan ó disminuyen el número de las mercaderías de ilícito co- 
mercio siu sujetarse á un principio fijo y sin más norma que 
los intereses del momento. 

Mientras la enumeración no se efectúe, es imposible formu- 
lar uu principio inmutable que rosuelva todas las dificultades 
que se presenten. 

529. Grooio en su obra Derecho de la Guerra y de la Pae, 
clasifica los objetos susceptibles de comercio en tres categorías: 

En la primera, coloca á todos los objetos que sólo tienen 
aplicación en la guerra. Eu la segunda comprende únicamente 
Á los que sirven para los goces de la vida En la tercera, los 
objetos de naturaleza dudosa ó mixta, es decir aquellos que, 
como el diaero ó loa vívereg, sirven para satisfacer iudiatinta- 
mente las necesidades de la guerra y de la paz. 



530. El examen de las Irgislaciones particulares de lo"? difw- 
rentes Estados nos couduce también ú, la misma conclusión. 

El Imperio de Alemania se rige pot el reglamento prusiano 
de presas de 1864 y no considera como artículos de contrabando 
sino á un limitado número de objetos, entre ellos el salitre y el 
azufre. 

Inglaterra jamás lia cjuerido dictar un reglamento fijo y 
aplicable á todas les guerras. Al comenzar cada una de éstas, 
dicta un decreto en que se expresa lo que entiende por contra- 
bando de guerra. Si be comparan los decretos que hii dictado, 
se encuentra que no los ha inspirado nunca un criterio fijo y 
estable. La Inglaterra neutral hace lo posible por excluir del 
contrabando de guerra el mayor número de artículos. Y cuando 
asume el carácter d(í beligerante observa una política enteramen- 
te opuesta: incluye entre los objeloa de contrabando el mayor 
número posible de éstos y, sobre todo, los que son más indis- 
pensables al enemiga. 

Franciit es uno de los Estados que tiene leyes más claras al 
respecto. Sólo considera objetos de contrabando las cosas par- 
ticularmente heclius para el uso militiu'. En las instrucciones 
parala marina francesa de 1854 se considera también artículos 
de contrabando el azufre y el salitre. 

Rusia en 1877 indicó las mercaderías que consideraba de 
contrabando de guerra. En concepto de Rusia son mercaderías 
de ilícito comercio toda clase de armas, el material y las mu- 
niciones necesarias para armas de fuego, todos los objetos que 
sirven para hacer desaparacer los obstáculos, como minas de 
dinamita y torpedos, y en general, todos los objetoa necesarios 
para equipar un ejército. 



mediato murítímo ó terrestre 

531. El Instituto de Derecho Intemacioaal emitió en 1877 
SQ opinión sobre la materia. 

Según él, están sujetos á captura todos los objetos destina- 
dos á la guerra ó susceptibles dé ser empleados en ella inme- 
diatamente. Los gobiemoa beligerantes determinarán en cada 
caso concreto los objetos que consideran capturahles. 

Están igualmente sujetas á captura las naves mercantes que 
han tomado ó están en estado de tomar inmediatamente parte 
en las hostilidades ó las que han violado un bloqueo efectivo y 
declarado. 

532. Del examen atento de los diferentes tratados que se 
han suscrito, de las opiaiones de los publicistas y de las le- 
gislaciones particulares, podemos establecer que constituyen 
contrabando de guerra los siguientes artículos: 

Todas las armas y máquinas de guerra, los cationes, torpedos, 
fusiles, sables, balas de fusil y de cafión, la pólvora, las sustan- 
cias explosivas, les embarcaciones de guerra, las places de blin- 
daje y todos los instrumentos y objetos expresamente fabrica- 
dos para las operaciones de la guerra terrestre ó marítima. 

533. El carbón de piedra, que ha sido clasificado por Inglate- 
rra entre los objetos de contrabando, es, á nuestro juicio, de co- 
mercio lícito. El carbón de piedra es indispensable en las fábri- 
cas, en los ferrocarriles y en la vida doméstica; y aunque su uso 
sea necesario en la navegación, no puede considerarse como ins- 

, truraento exclusivo de la guerra. La aplicación del carbón de 
piedra á los usos pacíficos es sin duda más considerable que & 
los usos de la guerra. 

Pueden consultarse en Olunet, 1898, páginas 441 y 535, dos 
interesantes estudios sobre el carbón considerado como contra- 
bando de guerra que llevan la firma de los seflores Selosse y 
Gover, profesores francés é inglés respectivamente. 
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á la fecha de la declaración de guerra ó que pudieran, lo que 
parece impracticable, establecerse durante la lucha. 

535. Los caballos j sus atalajes han sido declarados de co- 
mercio licito por decretos expedidos eo Suecia, Francia, Rusia, 
los reglamentos de presas de Prusia, Austria, Dinamarca y por 
©I Código Italiano de marina mercante. 

536. Las naves neutrales que transportan tropas de los beli- 
gerantes ó que están destinadas exclusivamente á conducir 
despachos de un puerto enemigo A otro se colocan en situación 
de ser tratadas como si en realidad fuesen naves enemigas. 

Empero, para que la acción del beligerante pueda ejercitar- 
se, es menester comprobar con anterioridad la circunstancia 
de si ha sido un acto voluntario del capitán ó del armador ó si 
éstos han sido obligados por fuerza mayor á efectuar semejan- 
te tráfico. 

537. La saución que, en general, se aplica al delito de contra- 
bando es la captura de las mercaderías de ilícito comercio. 

Algunos autores, entre ellos Byukershoek, admiten además 
la captura de la nave cuando su capitán es á la vez el armador 
y DO ha podido ignorar que entre las mercaderías que conduce 
hay algunas que constituyen contrabando de guerra. Bluntschli 
acepta también la captura de la nave neutral siempre que la 
complicidad del armador resulte claramente establecida. 

El contrabando puede ser capturado desde que ha salido del 
puertoneutral y aunque experimente numerosos transbordos. 
Ed virtud de la teoría de la continuidad del viaje, que se aplica 
al comercio ilícito, no se toma en consideración para los efectos 
de la captura sino el puerto de au primitiva procedencia. 

538. El transporte de diplomáticos es legítimo y no consti- 
tuye para las naves neutrales violación de la neutralidad. 

Ha dado origen á enérgicas censuras el caso ocurrido á bor- 
do de la nave mercante inglesa Trenl. 

En la guerra de separación de Estados Unidos, el Gobierno 
confederado del Sur envió con el carácter de representantes cer- 
ca de los Gobiernos de Inglaterra y Francia á los señores Mas- 
son, Slidelt, Cuatis y Mac-Farland con el objeto de obtener el 
reconocimiento de la beligerancia, contraer empréstitos y cele- 



brar tratados de alianzaa. El viaje de eatos diplomáticos se efec- 
tuó sin incidente alguno hasta la Habana, después de violar el 
bloqueo á que eataban sometidoa loa pnertos confederados. 

En el puerto de la Habana se embarcaron con destino á Euro- 
pa en el vapor mercante inglés Trent. El 7 de noviembre de 
1861 este buque fué alcanzado por el crucero de los Estados del 
Norte San Jacinto y eu comandante, Mr. Wilkes, hizo transbor- 
darlos á su crucero, dejando al Treat en libertad y respetando 
BU carga. Los cuatro diplomáticos fueron conducidos á Boston y 
encerrados eu un fuerte. 

Inglaterra entabló inmediatamente una enérgica reclamacióa 
por la afrenta inferida á su pabellón por un capitán de buque 
sin estar autorizado por su Gobierno y aun en contra de las 
órdenes que había recibido y terminaba manifestando que no 
estaba dispuesta á sufrir semejante desacato contra su honor 
nacional y esperaba que el Gobierno de los Estados Unidos en- 
tregara los prisioneros al Ministro de S. M. Británica en Was- 
hington dando al propio tiempo las excusas del caso. 

El incidente del San Jacinto y del Trent produjo en Europa 
honda impresión. Las cancillerías de Austria, Francia y Pm- 
sia dirigieron comunicaciones al Gobierno de Washington ex- 
hortándole á que diera las explicaciones exigidas por Ingla- 
terra. 

Mr. Seward, Ministro de Relaciones Exteriores de Estados 
Unidos, contestó en diciembre del expresado año. En esta nota 
se expresa el hecho de que el capitán Wilkes había obrado sin 
instrucciones de su Gobierno y se pretende justiScar el acto del 
comandante norte-americano alegando tres consideraciones: 1.* 
Que los representantes diplomáticos son despachos pertonificO' 
dos; 2." Que existían serias sospechas de que estos agentas lleva- 
ban comunicaciones del enemigo; y 3." Que los agentes de los 
beligerantes constituyen contrabando de guerra ya que esta 
expresión abarca todo objeto prohibido, personas ó cosas. Esto 
DO obstante, en vista de la poca importancia de los prisione- 
ros, consentía el Gobierno de la Unión ponerlos á disposición 
del representante de Inglaterra. 

Esta nota fué contestada y rebatida por Lord Russell, jefe 
del Foreign Office de Gran Bretaña. 



guerra y los motivos que causarou el rompimiento. 

EL señor Godoy j su secretario se embarcaron en Valparaíso 
en el vapor inglés Paita con dirección á Panamá. 

Inmediatamente que fondeó el buque en el puerto del Callao, 
las autoridades peruanas extrajeron á los diplomáticos chilenoa 
y loa condujeron en calidad de prisioneros á Tarma. 

Actos de esta natnraleza merecen la condenación más severa 
y constituyen maniñestamente una violación de las leyes inter- 
nacionales. 

540. Los Estados beligerantes tienen facultad para visitar 
las naves neutrales y cerciorarse de si conducen mercaderías 
de contrabando. Las formalidades que deben observarse al 
practicar el dereriho de visita han sido ya expuestas al tratar 
de la represión de la piratería y de las reglas del corso ma- 
rítimo. 

Debemos, en esta parte, limitarnos á exponer que la gene- 
ralidad de los Estados aceptan el principio de capturar, por 
vía de pena, á las naves neutrales que se resisten por medio 
de la fuerza á ser visitadas. 

541. El bloqueo consiste, como lo hemos dicho, en la prohi- 
bición de comimicarse con las costas ó los puertos de una po- 
tencia y el alta mar, mantenida por cierto número de buques 
que efectivamente impidan el acceso. 

La obligación de abstenerse de comerciar con los lugares 
que de un modo real y efectivo están bloqueados constituye la 
segunda de las restricciones á que está sometido el comercio 
de los neutrales. 

Algunos publicistas consideran que el hecho de la ocupación 
es el fundamento del derecho de bloqueo. Estando ocupada mut 
parte del mar por loe baques de guerra de uno de loa Estados 
beligerantes de tal manera que sea imposible la comunicación 



Loa buques que lo practicaa están ea constante movimien- 
to; y el derecho de Iob neutrales no puede ser desconocido por 
obras incompletas de los beligerantes y que ponen de mani- 
fiesto 8U carencia de elraaentoa para realizar la medida que 
proyectan. 

545. La Declaración de París, de tanta importancia en ma- 
teria de derecho muitimo y que tan decididamente amparó 
las facultades de los neutrales en tiempo de guerra, estableció, 
como hemos visto, que tan sólo los bloqueos efectivos son 
obligatorios para los neutrales. 

Según esta declaración, se entiende por bloqueos efectivos 
los que soQ mantenidos por una fuerza suficiente para impedir 
realmente el acceso á la costa bloqueada. 

Mucho más precisos eran los términos empleados en la de- 
claración de la neutralidad armada- 
Respecto á la cantidad de buques que deben estar estaciona- 
dos al frente del puerto para que se entienda que existe el 
bloqueo, debe tenerse presente la importancia de la fuerza que 
representan las naves y la extensión del radio por donde pueda 
practicarse la comunicación entre el puerto y la alta mar. 

Es menester, pues, que hayapeligro manifiesto para la nave 
que pretenda forzar la línea de bloqueo. No hay duda que debe 
desconocerse la legitimidad de un bloqueo cuando este serio 
peligro de recibir los fuegos de los buques bloqueadores no 
existe. 

Como dice Fhillimore, existirá un bloqueo de hecho cuando 
se estacione un número de buques formando, por decirlo así, 
un arco de circunvalación en trente de la boca del puerto blo- 
queado; de manera que sí el arco se rompe ó desaparece cual- 
quier parte de él, desaparece por completo el bloqueo. 

546. Los bloqueos deben ser notificados. 

El Gobierno notifica á las Potencias la implantación de la 
medida, y el comandante de las fuerzas bloqueadoras notifica 
también el hecho del bloqueo á las naves que se acercan á 
la linea. 

Las legislaciones de los distintos países determinan las for- 
malidades que deben llenarse para hacer laa notificaciones. 

Se requiere además la notificación del bloqueo al cuerpo con- 
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DEREOHO INTERNACIONAL PRIVADO 

549. Se conoce con el nombre de Derecho Interaacionsl pri- 
vado el conjunto de principios que constituyen la ley que debe 
regir las relaciones jurídicas de individuos pertenecieutes á di- 
versas soberanías y los actos que, celebrados en un país, deban 
cumplirse en otro diverso. 

Tendrá aplicación este cuerpo de leyes siempre que se trato 
de estudiar una relación de derecho privado entre dos perso- 
nas de diferente nacionalidad ó relativa á cosas existentes en el 
territorio de an Estado distinto de aquel en que se contrata. 

Esta rama de la ciencia pertenece á los estudios de Derecho 
Internacional por cuanto consulta las reglas generales que es 
menester tener presentes para los efectos de apreciar cómo, 
cuándo y en qué condiciones se puede aceptar que la sebera* 
nía nacional acceda á que tengan aplicación en su territorio las 
leyes dictadas por una soberanía extranjera. (1) 

No es, como lo sostiene Laurent, rama del derecho público, 

(1) Como obras de eatndio pueden conealtarK: FiOrb, Derecho ItUer~ 
nacional Privado; Asser j Rivier, ElemenU de Drott Internaliotuü privé, 
1864. Tiene especial Importancia para noeotros la obra pnbltcada en 1693 
por don José Clemente Fabrbs iDtitntada La legUlaeián de Chile con rela- 
tién al derecho iateriMcionttl frwaáo. 



rige la misma ley, á menos de expresa disposicióD en contrario 
existente en la ley tenitorial. 

£1 art. 18 del Código Civil de Chile dispone que en los casos 
en que las leyes chilenas exigieren instrumentoa públicos pata 
pruebas que han de rendirse y produdr efecto en Chile no 
valdrán las escrituras privadas, cualquiera que sea la fuerza de 
éstas en el pais en que hubieren sido otorgadas. 

El Código alemán dispone igualmente, por lo que respecta á 
los contratos referentes á bienes raices, que deberán observarse, 
en cuanto á la forma, todas las leyes del lugar de la situación 
del inmueble, sea que se trate de propiedad, posesión ó usu- 
fructo de semejantes bienes. 

553. En cuanto á la validez intrínseca de los contratos im- 
porta establecer la ley que es aplicable para resolver sobre los 
derechos y obligaciones de las partas, sobre la manera cómo 
debe ser cumplido y sobre su extinción. Esa ley ¿será la del 
pais en que el contrato se hace ó la del país en que deba ser 
ejecutado? La ley personal común de los contratantes ó la del 
deudor ó la del acreedor? 

La jurisprudencia inglesa, dice Westlake, no se pronuncia 
de una manera absoluta ni por la lex loci eoníractus cdebrali ni 
por la lex loei toluHonü. Ella investiga con severa minuciosidad 
qué pols debe ser considerado como el verdadero asiento del 
negocio de que se trata. 

El lugar de la ejecución, dice Savigny, es siempre determi- 
nado pqr la voluntad de las partes. 

Asser se expresa como sigue: <Es preciso distinguir entre 
los elementos que se reñeren al lazo de derecho, al vinculum 
jttris, & la validez intrínseca, á la materia, á la extensión de la 



nal] dad. 
Rivier es pattidario de la ley del domicilio matrimonial. , 
Laureot es de seatir qae debe ateaerse á la inteacióa de laa 

partes. 

555. La suceBióa de los bienes del difunto se regla por la 
.ey persond de éste. 

Como lo hemos visto, hay diversidad en esta materia para 
establecer cuál es esta ley personal. 

Mancini dice que en las sucesiones á la universalidad de un 
patrimonio, corresponde á la ley nacional determinar las per- 
sonas que suceden, la medida de la cuota disponible y las con- 
diciones requeridas para la validez intrinseca de las disposicio- 
nes de la última voluntad. 

Según otra doctrina media, la aplicación de la ley del difun- 
to está limitada á los muebles, al paso qne los inmuebles son 
transmitidos de conformidad con la ley de su situación. Bsta 
doctrina es la aceptada por la ley francesa y anstriaca. 

El art. 16 del Código Civil de Chile dispone que los bienes 
situados en Chile están sujetos a las leyes chilenas, aunque 
sus duefSos sean extranjeros y no residan en Chile. Esta dispo- 
sición se entenderá sin perjuicio de las estipulaciones conteni- 
das en los contratos otorgados válidamente en país eztraQo. 
Pero los efectos de los contratos otorgados en país extraño 
para cumplirse en Chile, se arreglarán á las leyes chilenas. 

556. Respecto al valor extraterritorial de las sentencias ja- 
dicialea, véanse loa núms. 123, 124 y 125. 

^-««^ 
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